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LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 56 de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Justicia, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL, LEY DEL SEGURO
SOCIAL, LEY FEDERAL DEL TRABAJO, Y LEY FEDERAL DE LOS TRA-
BAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APAR-
TADO B DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL

De la diputada Amalia Dolores García Medina, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, de la Ley del Se-
guro Social, de la Ley Federal del Trabajo y de la Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Cons-
titucional, en materia de bonos de transporte para las personas trabajadoras. Se
turna a las Comisiones Unidas de Movilidad, y de Seguridad Social, para dic-
tamen, y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para opinión. . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS

Del diputado Bruno Blancas Mercado, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 8o. y 30 de la Ley Or-
gánica de los Tribunales Agrarios. Se turna a la Comisión de Desarrollo y Con-
servación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen. . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Del diputado Armando Corona Arvizu, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona un artículo 132 Bis a la Ley Federal
del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

De la diputada Irma Juan Carlos, del Grupo Parlamentario de Morena, la iniciati-
va con proyecto de decreto que adiciona el artículo 76 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prác-
ticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

De la diputada Irma Juan Carlos, del Grupo Parlamentario de Morena, la iniciati-
va con proyecto de decreto que adiciona el artículo 31 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prác-
ticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

22

27

33

37

39

42



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 10 de abril de 2024 / Apéndice I3

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

De la diputada Juanita Guerra Mena, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 440 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales. Se turna a la Comisión de
Reforma Política-Electoral, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 26 de la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego y Explosivos. Se turna a la Comisión de Defensa Na-
cional, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 58 y 59 del
Código Civil Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a la
Comisión de Diversidad, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 132 de la Ley
Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

De la diputada Rocío Natalí Barrera Puc, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 3o. de la Ley General
de Desarrollo Social. Se turna a la Comisión de Bienestar, para dictamen. . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada María Isabel Alfaro Morales, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artículos 72 Quárter, 72
Quintus y 72 Sextus a la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

De la diputada Ana Elizabeth Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
de Coordinación Fiscal, en materia de cambios de denominación. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

44

48

52

55

60

62

67



Año III, Segundo Periodo, 10 de abril de 2024 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados4

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

De la diputada Ana Elizabeth Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 9o. y 114 de la Ley
General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY AGRARIA

De la diputada Ana Elizabeth Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
Agraria, en materia de modernización en sus sistemas y digitalización documen-
tal. Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y
Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 66 de la
Ley General de Cultura Física y Deporte. Se turna a la Comisión de Deporte,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

De la diputada María Fernanda Félix Fregoso, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
los artículos 109 y 113 del Código Penal Federal, en materia de derechos de per-
sonas trans. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Comi-
sión de Diversidad, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 5o. de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Se turna a la Comisión de
Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artí-
culos 38 y 39 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . 

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 17 de la
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Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. Se turna a la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN Y LEY GENERAL DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artí-
culos 43 de la Ley General de Educación y 50 de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a las Comisiones Unidas de Educa-
ción, y de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 110 y
111 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna
a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . 

LEY DE TRANSICIÓN ENERGÉTICA

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 65 de
la Ley de Transición Energética. Se turna a la Comisión de Energía, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
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Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE INVERSIÓN EXTRANJERA

De la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 26 de la
Ley de Inversión Extranjera. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y
Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

De la diputada María Fernanda Félix Fregoso, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el
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84

87

90

94

95

98

99



Año III, Segundo Periodo, 10 de abril de 2024 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados6

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Mario Miguel Carrillo Cubillas, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 52, 53 y 54 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales, para dictamen, y a la Comisión de Reforma
Política-Electoral, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Jorge Arturo Espadas Galván y diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Jorge Arturo Espadas Galván y diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Del diputado Marco Antonio Natale Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Parti-
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sión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LES, EN MATERIA DEL REQUISITO DE ESTAR EN PLENO GOCE Y EJER-
CICIO DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS PARA OCUPAR CARGO,
EMPLEO O COMISIÓN EN EL SERVICIO PÚBLICO

De la diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de distintos ordenamientos legales, en materia del requisito de estar
en pleno goce y ejercicio de derechos civiles y políticos para ocupar cargo, em-
pleo o comisión en el servicio público. Se turna a la Comisión de Gobernación
y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AGUAS NACIONALES

Del diputado Oscar Octavio Moguel Ballado, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 14
Bis de la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Del diputado Oscar Octavio Moguel Ballado, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 16
de la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL BANCO DE MÉXICO

Del diputado Oscar Octavio Moguel Ballado, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
5o. de la Ley del Banco de México. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN

De los diputados Marisol García Segura, Adriana Bustamante Castellanos y Ham-
let García Almaguer, del Grupo Parlamentario de Morena, y de las diputadas Ma-
risela Garduño Garduño, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo y Nor-
ma Angélica Aceves García, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 9o. de
la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Se turna a la Comi-
sión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

De la diputada Natalia Carolina Álvarez Castro, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 46 de la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión de
Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SEC-
TOR PÚBLICO

Del diputado Mario Alberto Rodríguez Carrillo, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
el artículo 1o. de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

De la diputada Taygete Irisay Rodríguez González, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 4o., 12 y 27 de la Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. Se
turna a la Comisión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos, para dictamen.
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Taygete Irisay Rodríguez González, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 170 de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A PERSONAS CON
LA CONDICIÓN DEL ESPECTRO AUTISTA

De la diputada Taygete Irisay Rodríguez González, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona los artículos 3o. y 10 de la Ley General para la Atención y Protección a Per-
sonas con la Condición del Espectro Autista. Se turna a la Comisión de Atención
a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Jorge Arturo Espadas Galván y diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

Del diputado Eduardo Enrique Murat Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma diversas disposiciones de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos, en materia de generación, manejo y disposición final de residuos
sólidos urbanos. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Frinné Azuara Yarzábal, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versas disposiciones de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN

De la diputada Norma Angélica Aceves García, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona el artículo 9o. de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación, en materia de derechos de las personas migrantes. Se turna a la
Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

De la diputada Nélida Ivonne Sabrina Díaz Tejeda, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones del Código Nacional de Procedimientos
Penales, en materia de consultores técnicos. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

Del diputado Eduardo Enrique Murat Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente, en materia de calidad del aire. Se turna a la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

SE CONDENA ENÉRGICAMENTE LA INTRUSIÓN EN LA EMBAJADA DE
MÉXICO EN QUITO, ECUADOR, Y LA VIOLENCIA FÍSICA EJERCIDA EN
CONTRA DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO POR PARTE DE LAS AUTORI-
DADES ECUATORIANAS

Del diputado Klaus Uwe Ritter Ocampo, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que esta soberanía condena enérgica-
mente la intrusión en la Embajada de México en Quito, Ecuador, y la violencia fí-
sica ejercida en contra del personal diplomático por parte de las autoridades ecua-
torianas. Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen. . . 

POR EL QUE ESTA SOBERANÍA DISUELVE EL GRUPO DE AMISTAD CON
LA REPÚBLICA DEL ECUADOR

De la diputada María Clemente García Moreno, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena y diputados integrantes de diversos grupos parlamentarios, la proposición con
punto de acuerdo por el que esta soberanía disuelve el Grupo de Amistad con la
República del Ecuador. Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PLAN DE ACCIÓN PARA LA PREVENCIÓN, CONTROL Y COMBATE DE
INCENDIOS FORESTALES EN ZACATECAS Y SUS ZONAS LIMÍTROFES

De la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al go-
bierno de Zacatecas en conjunto con la Semarnat, la Conafor y la Conagua, a di-
señar y poner en marcha un plan de acción para la prevención, control y combate
de incendios forestales en dicha entidad y sus zonas limítrofes. Se turna a la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . 
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SE ACELERE EL PROCESO DE REVISIÓN Y ANÁLISIS DEL PROYECTO
DE NORMA OFICIAL MEXICANA PROY-NOM-050-SSA2-2018, PARA EL
FOMENTO, PROTECCIÓN Y APOYO A LA LACTANCIA MATERNA

De la diputada Nélida Ivonne Sabrina Díaz Tejeda, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, a que en
coordinación con el CCNNPCE realicen las acciones necesarias para acelerar el
proceso de revisión y análisis del proyecto de Norma Oficial Mexicana PROY-
NOM-050-SSA2-2018, para el fomento, protección y apoyo a la lactancia mater-
na. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA
NOM-083-SEMARNAT-2003 EN DIVERSOS RELLENOS SANITARIOS DE
MORELOS

Del diputado Eduardo Enrique Murat Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta a diversas autoridades, para que se verifique el cumplimiento de la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-083-Semarnat-2003 en diversos rellenos sanitarios de
Morelos e implementar aquellas medidas necesarias para garantizar la máxima
protección ambiental a los ciudadanos de esas localidades. Se turna a la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD Y A LA SHCP, A REALIZAR DI-
VERSAS ACCIONES RELACIONADAS CON LA ACTUALIZACIÓN DE LA
NOM-028-SSA2-2009

De la diputada Nélida Ivonne Sabrina Díaz Tejeda, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Secretaría de Salud y a la SHCP, a realizar diversas acciones
relacionadas con la actualización de la NOM-028-SSA2-2009. Se turna a la Co-
misión de Salud, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑAS DIRIGIDAS A DOCENTES DE ESCUELAS DE NIVEL BÁSICO,
MEDIO Y MEDIO SUPERIOR RESPECTO A LOS DIFERENTES TRASTOR-
NOS DE NEURODESARROLLO

Del diputado Marco Antonio Natale Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, a realizar campañas dirigidas a docentes de es-
cuelas de nivel básico, medio y medio superior respecto a los diferentes trastornos
de neurodesarrollo que pueden padecer las y los estudiantes y como poder detec-
tarlos. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LA CONADE, A REALIZAR CAMPAÑAS DE DIFUSIÓN PARA
EVITAR LA VIOLENCIA EN LOS ENTRENAMIENTOS Y/O PRÁCTICAS
DEPORTIVAS 

Del diputado Juan Carlos Natale López, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la Conade, a realizar campañas de difusión para evitar la violencia en los
entrenamientos y/o prácticas deportivas. Se turna a la Comisión de Deporte, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE CONDENA ENÉRGICAMENTE LA IRRUPCIÓN ILEGAL DE FUERZAS
POLICIALES ECUATORIANAS EN NUESTRA EMBAJADA EN QUITO,
ECUADOR

De la diputada Ana Karina Rojo Pimentel, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se condena enérgicamen-
te la irrupción ilegal de fuerzas policiales ecuatorianas en nuestra embajada en
Quito, Ecuador, violando las normas del derecho internacional que rigen las rela-
ciones entre los estados, principalmente la Convención de Viena. Se turna a la
Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A AUTORIDADES DEL MUNICIPIO DE CAJEME, SONORA, A
FUMIGAR LA COLONIA URBI VILLA DEL REAL Y A FORTALECER AC-
CIONES DE PREVENCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DE PLAGAS

De la diputada María Fernanda Félix Fregoso, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a di-
versas autoridades y dependencias del municipio de Cajeme, Sonora, a fumigar la
colonia Urbi Villa del Real y a fortalecer acciones de prevención, vigilancia y con-
trol de plagas. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO 

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados. 

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable asamblea los turnos dictados a di-
versas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones
con punto de acuerdo registradas en el orden del día del 10
de abril de 2024 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de abril de 2024.— Diputada
Marcela Guerra Castillo (rúbrica), presidenta.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma los artículos 2o. y 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men, y a la Comisión de Educación, para opinión.

2. Que reforma el artículo 56 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

3. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, de la Ley del Seguro Social,
de la Ley Federal del Trabajo y de la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B del Artículo 123 Constitucional, en materia de
bonos de transporte para las personas trabajadoras, a cargo
de la diputada Amalia Dolores García Medina, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisiones Unidas de Movilidad, y de Seguridad
Social, para dictamen, y a la Comisión de Trabajo y Previ-
sión Social, para opinión.

4. Que reforma los artículos 8o. y 30 de la Ley Orgánica de
los Tribunales Agrarios, a cargo del diputado Bruno Blan-
cas Mercado, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen.

5. Que adiciona un artículo 132 Bis a la Ley Federal del
Trabajo, a cargo del diputado Armando Corona Arvizu, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

6. Que adiciona el artículo 76 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, a cargo de la diputada Irma Juan Carlos,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

7. Que adiciona el artículo 31 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, a cargo de la diputada Irma Juan Carlos,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

8. Que reforma y adiciona el artículo 440 de la Ley Gene-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo
de la diputada Juanita Guerra Mena, del Grupo Parlamen-
tario de Morena.

Turno: Comisión de Reforma Política-Electoral, para dic-
tamen.

9. Que reforma el artículo 26 de la Ley Federal de Armas
de Fuego y Explosivos, a cargo de la diputada Reyna Ce-
leste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de More-
na.

Turno: Comisión de Defensa Nacional, para dictamen.

10. Que reforma los artículos 58 y 59 del Código Civil Fe-
deral, a cargo de la diputada Reyna Celeste Ascencio Orte-
ga, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Comi-
sión de Diversidad, para opinión.

11. Que reforma el artículo 132 de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo de la diputada Reyna Celeste Ascencio Orte-
ga, del Grupo Parlamentario de Morena.
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Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

12. Que adiciona el artículo 3o. de la Ley General de De-
sarrollo Social, a cargo de la diputada Rocío Natalí Barre-
ra Puc, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Bienestar, para dictamen.

13. Que adiciona los artículos 72 Quárter, 72 Quintus y 72
Sextus a la Ley General de Salud, a cargo de la diputada
María Isabel Alfaro Morales, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

14. Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, en materia de cambios de denominación, a
cargo de la diputada Ana Elizabeth Ayala Leyva, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

15. Que reforma los artículos 9o. y 114 de la Ley General
de Educación, a cargo de la diputada Ana Elizabeth Ayala
Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

16. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Agraria,
en materia de modernización en sus sistemas y digitaliza-
ción documental, a cargo de la diputada Ana Elizabeth
Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen.

17. Que reforma el artículo 66 de la Ley General de Cultu-
ra Física y Deporte, a cargo de la diputada Paulina Aguado
Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano.

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

18. Que reforma y adiciona los artículos 109 y 113 del Có-
digo Penal Federal, en materia de derechos de personas
trans, a cargo de la diputada María Fernanda Félix Frego-
so, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Comi-
sión de Diversidad, para opinión.

19. Que reforma el artículo 5o. de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada
Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

20. Que reforma y adiciona los artículos 38 y 39 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Paulina Aguado Romero, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

21. Que reforma el artículo 17 de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la diputada
Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

22. Que reforma y adiciona los artículos 43 de la Ley Ge-
neral de Educación y 50 de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la diputada
Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Turno: Comisiones Unidas de Educación, y de Derechos
de la Niñez y Adolescencia, para dictamen.

23. Que reforma los artículos 110 y 111 de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo
de la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

24. Que reforma el artículo 65 de la Ley de Transición
Energética, a cargo de la diputada Paulina Aguado Rome-
ro, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.



25. Que reforma el artículo 151 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, a cargo de la diputada Paulina Aguado Ro-
mero, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

26. Que reforma el artículo 26 de la Ley de Inversión Ex-
tranjera, a cargo de la diputada Paulina Aguado Romero,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

27. Que reforma y adiciona el artículo 13 de la Ley Gene-
ral de Educación, a cargo de la diputada Maria Fernanda
Félix Fregoso, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen, y a la Co-
misión de Diversidad, para opinión.

28. Que reforma los artículos 52, 53 y 54 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Mario Miguel Carrillo Cubillas, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men, y a la Comisión de Reforma Política-Electoral, para
opinión.

29. Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el diputado
Jorge Arturo Espadas Galván y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

30. Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el diputado
Jorge Arturo Espadas Galván y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

31. Que reforma y adiciona el artículo 7o. de la Ley Gene-
ral de Educación, a cargo del diputado Marco Antonio Na-

tale Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

32. Que reforma diversas disposiciones de distintos orde-
namientos legales, en materia del requisito de estar en ple-
no goce y ejercicio de derechos civiles y políticos para ocu-
par cargo, empleo o comisión en el servicio público, a
cargo de la diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dic-
tamen.

33. Que reforma el artículo 14 Bis de la Ley de Aguas Na-
cionales, a cargo del diputado Oscar Octavio Moguel Ba-
llado, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

34. Que reforma el artículo 16 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo del diputado Oscar Octavio Moguel Balla-
do, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

35. Que reforma el artículo 5o. de la Ley del Banco de Mé-
xico, a cargo del diputado Oscar Octavio Moguel Ballado,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

36. Que adiciona el artículo 9o. de la Ley Federal para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación, suscrita por los dipu-
tados Marisol García Segura, Adriana Bustamante Caste-
llanos y Hamlet García Almaguer, del Grupo Parlamentario
de Morena, así como Marisela Garduño Garduño, del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo y Norma Angéli-
ca Aceves García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

37. Que reforma el artículo 46 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo de la diputada Natalia Carolina Álvarez
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Castro, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

38. Que reforma y adiciona el artículo 1o. de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Públi-
co, a cargo del diputado Mario Alberto Rodríguez Carrillo,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

39. Que reforma los artículos 4o., 12 y 27 de la Ley del Ins-
tituto Nacional de los Pueblos Indígenas, a cargo de la
diputada Taygete Irisay Rodríguez González, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos,
para dictamen.

40. Que reforma el artículo 170 de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo de la diputada Taygete Irisay Rodríguez Gon-
zález, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

41. Que reforma y adiciona los artículos 3o. y 10o. de la
Ley General para la Atención y Protección a Personas con
la Condición del Espectro Autista, a cargo de la diputada
Taygete Irisay Rodríguez González, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

42. Que reforma el artículo 1o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el diputado
Jorge Arturo Espadas Galván y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

43. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, en
materia de generación, manejo y disposición final de resi-
duos sólidos urbanos, a cargo del diputado Eduardo Enri-

que Murat Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

44. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Frinné Azuara Yarzábal,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

45. Que reforma y adiciona el artículo 9o. de la Ley Fede-
ral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en materia
de derechos de las personas migrantes, a cargo de la dipu-
tada Norma Angélica Aceves García, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

46. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales, en materia de
consultores técnicos, a cargo de la diputada Nélida Ivonne
Sabrina Díaz Tejeda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

47. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de calidad del aire, a cargo del dipu-
tado Eduardo Enrique Murat Hinojosa, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía conde-
na enérgicamente la intrusión en la Embajada de México
en Quito, Ecuador, y la violencia física ejercida en contra
del personal diplomático por parte de las autoridades ecua-
torianas, a cargo del diputado Klaus Uwe Ritter Ocampo,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.



2. Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía disuel-
ve el Grupo de Amistad con la República del Ecuador, sus-
crita por la diputada María Clemente García Moreno, del
Grupo Parlamentario de Morena y diputados integrantes de
diversos Grupos Parlamentarios.

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
de Zacatecas en conjunto con la Semarnat, la Conafor y la
Conagua, a diseñar y poner en marcha un plan de acción
para la prevención, control y combate de incendios fores-
tales en dicha entidad y sus zonas limítrofes, a cargo de la
diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Subse-
cretaria de Prevención y Promoción de la Salud, a que en
coordinación con el CCNNPCE realicen las acciones nece-
sarias para acelerar el proceso de revisión y análisis del
proyecto de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-050-
SSA2-2018, para el fomento, protección y apoyo a la lac-
tancia materna, a cargo de la diputada Nélida Ivonne Sa-
brina Díaz Tejeda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, para que se verifique el cumplimiento de la
Norma Oficial Mexicana NOM-083-Semarnat-2003 en di-
versos rellenos sanitarios de Morelos e implementar aque-
llas medidas necesarias para garantizar la máxima protec-
ción ambiental a los ciudadanos de esas localidades, a
cargo del diputado Eduardo Enrique Murat Hinojosa, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud y a la SHCP, a realizar diversas acciones re-
lacionadas con la actualización de la NOM- 028-SSA2-
2009, a cargo de la diputada Nélida Ivonne Sabrina Díaz
Tejeda, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, a realizar campañas dirigidas a docentes de
escuelas de nivel básico, medio y medio superior respecto
a los diferentes trastornos de neurodesarrollo que pueden
padecer las y los estudiantes y como poder detectarlos, a
cargo del diputado Marco Antonio Natale Gutiérrez, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cona-
de, a realizar campañas de difusión para evitar la violencia
en los entrenamientos y/o prácticas deportivas, a cargo del
diputado Juan Carlos Natale López, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se condena enérgica-
mente la irrupción ilegal de fuerzas policiales ecuatorianas
en nuestra Embajada en Quito, Ecuador, violando las nor-
mas del derecho internacional que rigen las relaciones en-
tre los estados, principalmente la Convención de Viena, a
cargo de la diputada Ana Karina Rojo Pimentel, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades y dependencias del municipio de Cajeme, So-
nora, a fumigar la colonia Urbi Villa del Real y a fortalecer
acciones de prevención, vigilancia y control de plagas, a
cargo de la diputada María Fernanda Félix Fregoso, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.»
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 3o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo
Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada federal Reyna Celeste Ascencio
Ortega, en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 2o. y 3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de comedores escolares, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El objeto de esta iniciativa es que en la Constitución ex-
presamente se prevea la figura comedores escolares.

La pretensión es que haya total claridad respecto de la obli-
gación del Estado mexicano hacía las niñas y niñas parti-
cularmente de las comunidades indígenas y de escasos re-
cursos, se trata de que aseguremos que se cumpla el
derecho a una alimentación sana y suficiente para las nue-
vas generaciones.

Actualmente la Constitución hace referencia a “acciones
de carácter alimentario” pero no existe claridad sobre de
qué se trata, por lo que se propone que la Constitución es-
tablezca un mandato expreso y claro de que haya comedo-
res en las escuelas de educación básica.

Si bien las “acciones de carácter alimentario” puede ser
una gama amplia que podría incluir los comedores escola-
res, es por ello que se propone mantener esa redacción pe-
ro agregar expresamente la figura de los comedores esco-
lares, en el entendido que las “acciones de carácter
alimentario” pueden ser educación para la alimentación,
huertos escolares, cooperativas escolares, campañas de
concientización, apoyos extraordinarios a la alimentación,
etcétera, por lo que dentro de esa gama de acciones, estaría
la existencia de comedores escolares.

En otras palabras, lo que propone este proyecto es que el
Estado siga impulsando las “acciones de carácter alimenta-
rio” trátese de lo que se trate a través de la definición de
una política pública, pero expresamente tendrá la obliga-
ción de instalar comedores escolares en escuelas de educa-
ción básica, particularmente en zonas de alta marginación.

Como legisladora federal, estimo que la Constitución debe
tener un lenguaje claro y entendible para el pueblo, para
que de esa manera el pueblo este en posibilidad de poder
exigir sus derechos. En ese tenor, si se reclama una abs-
tracción como lo sería “acciones de carácter alimentario”,
es posible que la entrega de granos para cosechar pueda en-
cuadrar en ese tipo de acciones o la enseñanza del plato del
buen comer, pero no forzosamente se abatirá el hambre o
malnutrición de la infancia, de ahí que esta propuesta esta-
blezca con claridad absoluta la existencia de comedores es-
colares.

Muchas niños y niñas carecen de una alimentación necesa-
ria, sana y suficiente, la satisfacción de esta necesidad bá-
sica les permitirá realizar cualquier otra actividad, particu-
larmente el aprendizaje e instrucción en las escuelas.

México es todavía un país con hambre, pero además exis-
ten rezagos en una adecuada nutrición, sólo un Pueblo de-
bidamente alimentado puede salir adelante. A continua-
ción, algunas estadísticas que así lo corroboran:

En 2018, 47 por ciento (16.2 millones) del total de los ho-
gares en el país experimentaron alguna dificultad para sa-
tisfacer sus necesidades alimentarias por falta de dinero o
recursos. 

· La Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Ho-
gares (ENIGH) 2018, reportó 10.3 millones de hogares
con alguna dificultad para satisfacer necesidades ali-
mentarias de los menores. 

· Del gasto corriente monetario mensual de los hogares,
35 por ciento se destina al rubro de alimentos, bebidas y
tabaco, siendo el principal rubro de gasto. 

Los resultados de la ENIGH 2018 estiman que del total de
los hogares en el país (34.7 millones), 47 por ciento (16.2
millones) experimentaron alguna dificultad para satisfacer
sus necesidades alimentarias por falta de dinero o recursos
en los últimos tres meses. Del total de los hogares en el 
país, 41 por ciento experimentó preocupación de que la
comida se acabara; 32 por ciento considera que no tuvo una



alimentación sana y variada; 32 por ciento reportó una ali-
mentación de adultos basada en muy poca variedad de ali-
mentos; 23 por ciento de los adultos comieron menos de lo
que se piensa debían comer; en 14 por ciento de los adul-
tos dejaron de realizar alguna comida del día y 12 por cien-
to de los hogares se quedaron sin comida.1

De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social (Coneval), en el año 2020, el
22.5 por ciento de la población nacional se encontraba en
condición de vulnerabilidad por carencia de acceso a la ali-
mentación nutritiva y de calidad. Este porcentaje implica
una cifra de 28.6 millones de personas.2

En seguimiento, una política de comedores escolares es un
programa de desarrollo social con alta rentabilidad para el
desarrollo de las personas, es decir, los resultados y bene-
ficios permiten abatir directamente la desigualdad y facili-
tan la movilidad social, además de que es una política pu-
blica que representa gran éxito de acuerdo a experiencias
internacionales, veamos la siguiente nota:

El comedor escolar universal: una política educativa
de alto retorno económico3

Por José Montalbán Castilla / The Conversation

Domingo 18 de septiembre de 2022 - 08:45

Las inversiones que mejoran las condiciones de vida de
los niños suelen tener un alto retorno. Mientras existe
bastante investigación centrada en políticas específicas
desarrolladas cuando los individuos están en el útero y
en los primeros años de vida, se conoce relativamente
poco acerca de los efectos a largo plazo de programas
universales destinados a mejorar la salud en el periodo
medio, entre la infancia y la edad adulta.

Un ejemplo son los programas estatales de comedores
escolares, muy comunes en los países desarrollados. Es-
tos programas son especialmente interesantes puesto
que este periodo medio es clave en el establecimiento de
una dieta y hábitos alimenticios de alta calidad nutricio-
nal. Además, con ellos se tiene la posibilidad de llegar a
una gran cantidad de niños a un coste relativamente ba-
jo, a través del sistema educativo.

Las políticas de comedor escolar entre países son muy
variadas, especialmente en la UE. En Suecia, Finlandia
y Estonia, los comedores escolares están totalmente

subvencionados por el Estado. En España, Francia, Ita-
lia y Gran Bretaña se subvenciona a una pequeña parte
de las familias a través de becas de comedor, y el resto
pagan el coste total. En Noruega y Dinamarca, no hay
comedores escolares, y los niños llevan su propia comi-
da al colegio. Existe escasez de evidencia causal de los
efectos a largo plazo de estas iniciativas.

Más calidad nutricional, más salud, más altura, más
años estudiando y más ingresos futuros

En un trabajo publicado hace unos meses en Review of
Economic Studies, Lundborg, Rooth y Petersen, estu-
dian el efecto causal del sistema universal de comedores
escolares sueco en los resultados a largo plazo. Los au-
tores realizan una labor impresionante de recolección de
datos históricos. Son capaces de emparejar datos histó-
ricos con datos administrativos de la población sueca,
cuyos resultados observan desde que los estudiantes es-
tán en primaria hasta que se retiran del mercado laboral.
Los autores aprovechan la implementación gradual del
programa en los municipios suecos entre 1959 y 1969,
para utilizar una estrategia de identificación de diferen-
cias en diferencias.

Los resultados de esta investigación muestran que el
programa genera efectos positivos a largo plazo. Los es-
tudiantes que estuvieron expuestos durante toda la edu-
cación primaria (nueve años) al programa de comedor
escolar universal incrementaron sus ingresos en un 3
por ciento a lo largo de su vida laboral con respecto a los
estudiantes que no estuvieron expuestos. Los autores
encuentran efectos heterogéneos por ingreso del hogar,
siendo el retorno de los comedores escolares decrecien-
te en el ingreso familiar.

Aquellos cuyos ingresos familiares estaban en lo más
bajo de la distribución de ingresos fueron los que más se
beneficiaron de esta política, incrementando sus ingre-
sos futuros en un 5,8 por ciento. Sin embargo, los estu-
diantes pertenecientes al resto de cuartiles de distribu-
ción de ingresos también se beneficiaron (en torno a un
2 por ciento). Por tanto, aunque las ganancias no fueron
iguales para todos, el rendimiento positivo de este pro-
grama universal es, de hecho, universal a lo largo del ni-
vel de ingresos.

El comedor escolar universal también incrementó los
años de escolarización y la probabilidad de acceder a la
universidad. La mejora significativa en la calidad nutri-
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cional es el mecanismo principal por el cual los estu-
diantes mejoran sus resultados. Los estudiantes expues-
tos al programa registraron una mayor estatura, y los
hombres estaban más sanos cuando entraban en el ser-
vicio militar obligatorio. En cuanto a las finanzas fami-
liares, el programa no generó una mejora significativa
derivada de la reducción del gasto en comida. Sin em-
bargo, el programa incrementó significativamente la
oferta laboral de las madres (sin alterar las de los pa-
dres).

Los comedores escolares en España

España tiene un sistema de comedor escolar de subvención
parcial, en el que cada comunidad autónoma tiene su pro-
pia regulación sobre los servicios que ofrece. Cerca de
un 11,2 por ciento del total de alumnos tienen derecho a
beca de comedor, mientras que el resto de familias deben
asumir el coste total.

Hay fuertes diferencias entre comunidades autónomas. En
el curso 2020/21 el precio diario del comedor osciló entre
los 3,5 y 6,5 euros al día (entre 612,5 y 1 137 euros al año).
Cataluña e Islas Baleares registraron los precios más altos
(6,5 y 6,33 euros respectivamente), mientras que Asturias
y Canarias ofrecen los más bajos (3,5 y 3,63 euros).

En España, un 23,3 por ciento de los niños tiene sobrepeso, y
un 17,3 por ciento obesidad, siendo este porcentaje uno de los
mayores de la UE (Educo, 2022). Además, solo un 40,2 por
ciento de los estudiantes de primaria utilizan el comedor es-
colar, por lo que el margen de mejora es enorme.

Es entendible que una propuesta como esta, sea cuestiona-
da desde el costo económico que representa, pero estoy se-
gura que el valor de tener generaciones bien alimentadas,
con mayores oportunidades, con una menor desigualdad
alimentaria, con mayor paz social y con espacios de convi-
vencia para la alimentación permitirá construir un mejor
país, de tal forma que esta iniciativa prevé que deberá ser
un objetivo gradual, que primero atienda a los más necesi-
tados y poco a poco se vaya convirtiendo en una política
universal para todas las niñas y niños del país.

Por otra parte, resalto que los comedores escolares puede
integrar un modelo de convivencia para la paz, y que sean
espacios para la enseñanza de otros valores y habilidades
que son necesarios para la sociedad mexicana, como el va-
lor de compartir, ayuda mutua y de igualdad. Además de
que podría ayudarnos a combatir la epidemia de obesidad

que vivimos, a través de la práctica de comidas saludables
en las escuelas.

A continuación, se presenta un cuadro comparativo en el
que se contrasta el texto vigente frente a la propuesta de es-
ta iniciativa:



En mérito de lo anteriormente expuesto, se somete a consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforman los artículos 2o. y 3o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de comedores escolares

Único. – Se reforman: la fracción III del segundo párrafo
del apartado B del quinto párrafo del artículo 2o. y el se-
gundo párrafo del inciso e) de la fracción II del undécimo
párrafo del artículo 3o., ambos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Articulo 2.- (…)

A. (…)

B). (…)

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pue-
blos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen
la obligación de:

I. y II. …

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud
mediante la ampliación de la cobertura del sistema na-
cional, aprovechando debidamente la medicina tradicio-
nal, así como apoyar la nutrición de los indígenas me-

diante programas de alimentación, en especial para la
población infantil a través de comedores escolares.

IV. a IX. …

(…)

C). (…)

Artículo 3o. Toda persona tiene derecho a la educación. El
Estado -federación, estados, Ciudad de México y munici-
pios- impartirá y garantizará la educación inicial, preesco-
lar, primaria, secundaria, media superior y superior. La
educación inicial, preescolar, primaria y secundaria, con-
forman la educación básica; ésta y la media superior serán
obligatorias, la educación superior lo será en términos de la
fracción X del presente artículo. La educación inicial es un
derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado con-
cientizar sobre su importancia.

(...)

Los planes y programas de estudio tendrán perspectiva de
género y una orientación integral, por lo que se incluirá el
conocimiento de las ciencias y humanidades: la enseñanza
de las matemáticas, la lecto-escritura, la literacidad, la his-
toria, la geografía, el civismo, la filosofía, la tecnología, la
innovación, las lenguas indígenas de nuestro país, las len-
guas extranjeras, la educación física, el deporte, las artes,
en especial la música, la promoción de estilos de vida sa-
ludables, la educación sexual y reproductiva y el cuidado al
medio ambiente, entre otras.

I. …

II. El criterio que orientará a esa educación se basará en
los resultados del progreso científico, luchará contra la
ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatis-
mos y los prejuicios.

Además:

a) a d) …

e) Será equitativo, para lo cual el Estado implemen-
tará medidas que favorezcan el ejercicio pleno del
derecho a la educación de las personas y combatan
las desigualdades socioeconómicas, regionales y de
género en el acceso, tránsito y permanencia en los
servicios educativos.
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En las escuelas de educación básica de alta margina-
ción, se impulsarán acciones que mejoren las condi-
ciones de vida de los educandos, con énfasis en las
de carácter alimentario y estableciendo comedores
escolares. Asimismo, se respaldará a estudiantes en
vulnerabilidad social, mediante el establecimiento
de políticas incluyentes y transversales. En forma
progresiva el Estado deberá ir instalando come-
dores escolares en todas las escuelas de educación
básica.

...

…

f) a i) …

III. a X. …

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2020/
EAPAlimentacion.pdf 

2 https://www.mexicosocial.org/la-desnutricion-sigue-creciendo/#:~:
text=Finalmente%2C%20en%20el%20caso%20de,el%20incremen-
to%20es%20de%2010.3%25. 

3 https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/El-comedor-escolar-
universal-una-politica-educativa-de-alto-retorno-economico-
20220915-0058.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a siete de febrero de dos
mil veinticuatro.— Diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Educación, para opi-
nión.

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS 
ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 56 de la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo
Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada federal Reyna Celeste Ascencio
Ortega, en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 56
de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103
y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de resolver los empates en las Salas
y el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El objeto de esta iniciativa tiene una doble vertiente:

1. Precisar en la Ley de Amparo, los supuestos de pro-
cedimiento en caso de que se de un empate en una de las
Salas o en el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación.

2. En segundo término, se da uniformidad entre la Ley
de Amparo con lo que dispone la Ley Orgánica del Po-
der Judicial de la Federación, ya que actualmente en di-
chas leyes se establecen supuestos diferentes en casos
de empate en el máximo tribunal.

Los órganos colegiados del Estado resuelven por mayoría
los asuntos a su cargo, pero dada la integración de tales ór-
ganos, es dable que haya las ausencia o bien se presenten
excusas o recusaciones para conocer de un asunto, por lo
que es posible que se den escenarios de empate; la Suprema
Corte de Justicia de la Nación no es ajeno a ello, y por ello
existen disposiciones en este sentido, es decir, ¿Cómo re-
solver los empates?, sin embargo se advierte que no hay cla-
ridad en tales disposiciones ni tampoco hay seguridad jurí-
dica ya que la Ley de Amparo establece un procedimiento



distinto a lo que dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial
de la Federación, lo que se aprecia en el siguiente cuadro:

Como se advierte, se trata de dos normas jurídicas que ri-
gen a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para un
mismo supuesto (empates) sin embargo, establecen solu-
ciones distintas, luego entonces, no se trata de un asunto de
fácil resolución y las decisiones de la Suprema Corte pue-
den estar afectadas de validez, ante la notoria contradicción
normativa.

No obstante que algunos juristas pueden señalar que la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación no sólo conoce de la
materia de amparo, sino también de otras materias (civil,
administrativo, laboral, etcétera) por lo que en casos en que
se estén tramitando juicios de amparo se tendría que estar
a la regla especial prevista en la Ley de Amparo para el ca-
so de empates no siendo aplicable lo previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, sin embargo, no
existe racionalidad que justifique la existencia de dos ca-
minos ante un mismo caso, esta situación genera una fal-
ta absoluta de seguridad jurídica.

Incluso lo que antecede ya acaeció, el pasado 31 de enero
de 2024, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia

de la Nación declaró inconstitucional la reforma a la Ley
de la Industria Eléctrica de 2021, durante la discusión hu-
bo un empate y el asunto se decidió con el voto de calidad
del presidente de la Sala, el ministro A. Gelacio Pérez Da-
yán.

Incluso las señoras ministras Lenia Batres Guadarrama y
Yasmín Esquivel Mossa expusieron el disenso respecto del
ejercicio del voto de calidad por parte del presidente de la
Sala, pero no hubo sensibilidad, y con el voto de sólo dos
ministros se invalido una ley aprobada por el Congreso
de la Unión, este proceder es sumamente preocupante,
profundamente antidemocrático, ya que dos voluntades
anulan lo que dispone un poder de la Unión.

Para mejor referencia de lo que se expone en este proyecto
se reproduce un extracto de la versión taquigráfica de la se-
sión del pasado 31 de enero de 2024 en la Segunda Sala de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Señora ministra Batres Guadarrama: Voy en contra del
proyecto, porque considero que debía haberse seguido
el procedimiento tasado en el artículo 60 de la Ley de
Amparo sobre la recusación. También, porque creo que
debió haberse seguido un procedimiento que prevé la
Ley Orgánica respecto de hacer válido el voto de cali-
dad del presidente de la Sala; y tercero, porque conside-
ro que este tema (ya) fue discutido en una anterior ac-
ción de inconstitucionalidad, y porque quisiera exponer
(brevemente) algunas razones del fondo.

…

Señor ministro presidente Pérez Dayán: Estoy con el
proyecto, pues este recoge puntualmente los argumen-
tos de inconstitucionalidad de la ley cuestionada, soste-
nidos por el Tribunal Pleno al conocer de la acción de
inconstitucionalidad 64/2021, en sesión del día siete de
abril de dos mil veintidós, criterios que alcanzaron los
siete votos, de ahí que este proyecto se hace precisa-
mente en consideración a sus alcances. Secretaria de
acuerdos de la Sala: Ministro presidente, le informo
que hay dos votos en contra de la propuesta de las mi-
nistras Esquivel Mossa y Batres Guadarrama y dos vo-
tos a favor del proyecto de los ministros Aguilar Mora-
les y el suyo.

Señor ministro presidente: Gracias, señora secretaria.
Estándose entonces, en el supuesto del artículo 56 de la
Ley de Amparo, al haberse calificado de legal la excusa
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formulada por el señor ministro Laynez Potisek, se
aprueba este proyecto con el voto de calidad de la Pre-
sidencia. Sí, señora ministra.

Señora ministra Esquivel Mossa: Gracias, ministro pre-
sidente. Yo voy a hacer un voto particular por la forma
de interpretación que se está dando por parte de la Pre-
sidencia de esta Sala al artículo 56 de la Ley de Ampa-
ro, porque considero que el empate a que se refiere este
artículo, es con relación a los impedimentos y no al fon-
do del asunto como se está llevando a cabo la interpre-
tación, que se hace por parte de la Presidencia, por lo
que anunciaría un voto particular en contra de esta in-
terpretación, no estoy de acuerdo con el voto de calidad
que está ejerciéndose por parte de la Presidencia de la
Sala. Gracias, ministro Alberto Pérez Dayán.

…

Señor ministro presidente: Gracias, señor ministro
Aguilar. Han quedado debidamente asentadas las expre-
siones… Sí, señora ministra Esquivel. Señora ministra
Esquivel Mossa: Sí. Gracias. Nada más para comentar
un par de asuntos. El artículo 56 que, efectivamente, va
a quedar asentado en el acta, en la sesión pública. El tí-
tulo del artículo 56 se llama: “Calificación de las de las
excusas por parte de los ministros”, por lo tanto, a la vo-
tación que se refiere en empate, de acuerdo a la inter-
pretación que le estoy dando, es el empate con relación
al impedimento, a la excusa presentada por el Ministro,
de acuerdo al título 56 y no al empate del fondo del
asunto. Eso es con relación al artículo 56.1

Retomando lo que apuntábamos, en cuanto a la falta de se-
guridad y certeza jurídicas de que haya normas diversas pa-
ra un mismo supuesto (empates), es que proponemos que
haya uniformidad entre las leyes de amparo y la que rige
orgánicamente al poder judicial federal.

Asimismo, se considera que debe atenderse el grave déficit
democrático que significa que sólo dos ministros de una
Sala de la Suprema Corte puedan invalidar una ley legal-
mente expedida por el Congreso, por lo que se propone que
en caso de empates en las Salas, el asunto se turne a la ins-
tancia superior, que es el Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, de esta forma el tema se resuelve bajo
un principio de jerarquía, habrá mayor deliberación y se
asegura que un mayor número de ministros aborden el
asunto que ha quedado empatado.

La vía propuesta es más conveniente, racional y prudente,
ya que evita que dos voluntades invaliden una ley, por lo
que, si hay un empate en las salas, al turnarse el asunto al
Pleno del tribunal constitucional se tendrá mayor solidez,
respaldo y deliberación en la sentencia que se adopte.

Por otra parte, en el caso de votaciones empatadas en el
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se uni-
formiza la Ley de Amparo con lo que dispone el artículo 7
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que
establece un procedimiento de moderación en la discusión
a efecto de que el asunto se postergue para una sesión pos-
terior que permita se escuchen las diversas posiciones, que
puedan abonar a que se rompa el empate y pueda transitar
una decisión, siendo importante precisar que para el caso
del Pleno de la Suprema Corte si se considera pertinente
que su presidente tenga voto de calidad, ya que es la últi-
ma y máxima instancia judicial, acotando que previo a la
votación el conocimiento del asunto se “pausa” para una si-
guiente sesión, lo que es conforme a los principios de pru-
dencia y sobriedad judicial, que pasar de inmediato a la fi-
gura del voto de calidad del Presidente, para mejor
referencia se cita nuevamente el Artículo 7 de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación: 

Artículo 7. Las resoluciones del Pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación se tomarán por unanimidad o mayo-
ría de votos, salvo los casos en que, conforme a la Constitu-
ción, se requiera una mayoría de ocho votos de las ministras
y ministros presentes. En los casos previstos en el segundo
párrafo de la fracción I del artículo 105 Constitucional, las
decisiones podrán ser tomadas por mayoría simple de los
miembros presentes, pero para que tenga efectos generales,
deberán ser aprobados por una mayoría de cuando menos
ocho votos.

Las y los ministros sólo se abstendrán de votar cuando ten-
gan impedimento legal. Si al llevarse a cabo la votación de
un asunto no se obtuviere mayoría, se turnará a un nuevo
ministro o ministra para que formule un proyecto de reso-
lución que tome en cuenta las exposiciones hechas durante
las discusiones.

En caso de empate, el asunto se resolverá en la si-
guiente sesión, para la que se convocará a las y los mi-
nistros que no estuvieren legalmente impedidos; si en
esta sesión tampoco se obtuviere mayoría, se desechará
el proyecto y la presidenta o el presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación designará a otra Mi-
nistra o Ministro para que, teniendo en cuenta las opi-



niones vertidas, formule un nuevo proyecto. Si en dicha
sesión persistiera el empate, la presidenta o Presidente
tendrá voto de calidad.

Siempre que un ministro o ministra disintiere de la ma-
yoría, o estando de acuerdo con ella tuviere considera-
ciones distintas o adicionales a las que motivaron la re-
solución, podrá formular voto particular o concurrente,
respectivamente, el cual se insertará al final de la ejecu-
toria respectiva si fuere presentado dentro de los cinco
días siguientes a la fecha del acuerdo.

Énfasis añadido

Para que quede más claro, porque resulta más conveniente
el modelo procesal en caso de empate en el Pleno de la Su-
prema Corte, previsto en la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Federación, se expone el siguiente cuadro:

A todas luces y evidentemente resulta más prudente y enri-
quecedor el modelo previsto en la Ley Orgánica, que apli-
caría para el caso de los empates en el Pleno de la Corte,
mientras que para los empates en la Sala para evitar que só-
lo dos ministros tomen una decisión, lo preferible es que el
asunto se turne al Pleno, que tiene reglas más congruentes
y racionales para resolver los casos de empate.

Incluso la jurisprudencia de la propia Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación refleja la excepcionalidad que debe tener el
ejercicio del voto de calidad de su presidente, veamos:

Suprema Corte de Justicia de la Nación
Registro digital: 180744
Instancia: Pleno
Novena Época
Materias(s): Común
Tesis: P./J. 52/2004
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta. Tomo XX, agosto de 2004, página 7
Tipo: Jurisprudencia

Voto de calidad del presidente de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación. Oportunidad de su ejerci-
cio.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 7o. de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, las resolu-
ciones del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación se tomarán por unanimidad o mayoría de votos,
salvo los casos previstos en el artículo 105, fracción I,
penúltimo párrafo, y fracción II, último párrafo, de la
Constitución, en los que se requerirá una mayoría de
ocho votos de los ministros presentes. En caso de em-
pate, el asunto se resolverá en la siguiente sesión, para
la que se convocará a los ministros que no estuvieren le-
galmente impedidos; si en esta segunda sesión tampoco
se obtuviere mayoría, se desechará el proyecto y el pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia designará a otro
Ministro para que, teniendo en cuenta las opiniones ver-
tidas, formule un nuevo proyecto, y si en dicha sesión,
que será la tercera, persistiera el empate, el asunto se re-
solverá en el sentido del voto de calidad que emita el
Presidente de dicho órgano jurisdiccional; como se des-
prende de lo anterior, se requieren, en principio, tres
sesiones para el ejercicio del voto de calidad por el
presidente, pero tal procedimiento tiene como presu-
puesto lógico la ausencia de Ministros integrantes del
Pleno, de donde se infiere que si en la primera sesión se
encuentra la totalidad de los Ministros el asunto puede
ser resuelto en dos sesiones, pues si bien es cierto que el
referido artículo no contiene disposición expresa sobre
el particular, tal conclusión es acorde con el espíritu que
inspiró el derecho de decisión a través del voto de cali-
dad del presidente del Alto Tribunal de la República, en
concordancia con el principio constitucional de justicia
pronta.

Amparo en revisión 711/2004. Embotelladora de Occi-
dente, S.A. de C.V., 3 de agosto de 2004. Unanimidad de
diez votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Se-
cretaria: Guadalupe Robles Denetro. 

Amparo en revisión 864/2004. Productos Especiales
Químicos, S.A. de C.V., 3 de agosto de 2004. Unanimi-
dad de diez votos. Ponente: Genaro David Góngora Pi-
mentel. Secretario: Rolando Javier García Martínez.

Amparo en revisión 857/2004. Metalsa, S. de R.L., 3 de
agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente:
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María de la
Luz Pineda Pineda.
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Amparo en revisión 871/2004. Industrias del Interior, S.
de R.L. de C.V., 3 de agosto de 2004. Unanimidad de
diez votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria:
Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 876/2004. Cordura, S. de R.L. de
C.V., 3 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan
Carlos Roa Jacobo.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy die-
cinueve de agosto en curso, aprobó, con el número
52/2004, la tesis jurisprudencial que antecede. México,
Distrito Federal, a diecinueve de agosto de dos mil cuatro.

En la Cuarta Transformación vamos por la renovación de
las instituciones y por la limpieza de los vicios del pasado,
queremos una justicia digna, que de ningún modo puede
darse cuando sólo dos voluntades anulan una ley del Con-
greso.

A continuación, vamos a describir el proyecto de iniciati-
va, por lo que se presenta un cuadro comparativo en el que
se contrasta el texto legal vigente frente al texto que pro-
pone esta iniciativa:

En mérito de lo anteriormente expuesto, se somete a consi-
deración de esta Honorable Asamblea el siguiente proyec-
to de

Decreto por el que se reforma el artículo 56 de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. – Se reforma el primer párrafo del artículo 56 de la
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue: 

Artículo 56. Cuando uno de los ministros se manifieste
impedido en asuntos del conocimiento del pleno o sala, los
restantes calificarán la excusa. Si la admiten, éstos conti-
nuarán en el conocimiento del asunto; en caso de empate
en alguna de las salas, el asunto se turnará al Pleno de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Si el empa-
te se da en el Pleno, el asunto se resolverá en la siguien-
te sesión, para la que se convocará a las y los ministros
que no estuvieren legalmente impedidos; si en esta se-
sión tampoco se obtuviere mayoría, se desechará el pro-
yecto y la presidenta o el presidente de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación designará a otra ministra o
ministro para que, teniendo en cuenta las opiniones
vertidas, formule un nuevo proyecto. Si en dicha sesión
persistiera el empate, la presidenta o presidente tendrá
voto de calidad.

...

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota

1 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/versiones-taquigraficas/
documento/2024-01-31/ATAQ%2031-01-2024.pdf

Dada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a siete de febrero de dos
mil veinticuatro.— Diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.



LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD
VIAL, LEY DEL SEGURO SOCIAL, LEY FEDERAL

DEL TRABAJO, Y LEY FEDERAL DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, 

REGLAMENTARIA DEL APARTADO B DEL
ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
General de Movilidad y Seguridad Vial; del Seguro Social;
Federal del Trabajo; y Federal de los Trabajadores al Ser-
vicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artícu-
lo 123 Constitucional, en materia de bonos de transporte
para las personas trabajadoras, a cargo de la diputada Ama-
lia Dolores García Medina, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada Amalia Dolores García Medina,
integrante de la LXV Legislatura de la honorable Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de la honorable
Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de decreto
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la movilidad ha sido incorporado en la legisla-
ción nacional durante la última década, este como articula-
dor de la accesibilidad a otros tantos derechos como es el
trabajo. Este es uno de los propósitos con que se debe dise-
ñar la política de movilidad, así lo señala la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial con énfasis en que el transpor-
te público,1 el cual debe contemplar el desplazamiento de
las personas trabajadoras.

En este sentido, la reforma propuesta busca mejorar las
condiciones de las personas trabajadoras ampliando las po-
sibilidades de traslado desde y hacia sus centros de traba-
jo, reforzando el uso del transporte público o, en su defec-
to, con transporte institucional prestado por la persona
empleadora.

El mundo del trabajo resulta de gran complejidad en la so-
ciedad mexicana ya que más de 55.6 por ciento de la po-
blación económicamente activa (PEA)2 se encuentra en la
informalidad mientras que la legislación en torno al traba-

jo es judicializable sólo en el sector formal, por ello se
plantea una reforma para toda la población económica-
mente activa.

Se pretende introducir en la Ley General de Movilidad y
Seguridad Vial la posibilidad de que las autoridades encar-
gadas del transporte público establezcan modalidades tari-
farias enfocadas en las personas trabajadoras.

Dicho enfoque no implicaría per se un impacto presupues-
tal, ya que deberá apegarse a los criterios técnicos que emi-
ta el propio Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad
Vial y que, con base en ellos las autoridades encargadas de
transporte determinarán lo pertinente.

Los bonos de transporte público son una modalidad tarifa-
ria que se busca introducir y definir en la legislación, con-
siste en varias posibilidades de pago que no cubren exclu-
sivamente un trayecto, se enfocan en la temporalidad de
uso del transporte y puede tener diferencias a la baja res-
pecto al costo por viaje.

Comparativamente, los bonos de transporte existen en di-
ferentes modalidades en varias ciudades.

En París, el paquete de movilidad sostenible es un estímu-
lo al transporte que desde 1983 otorga reducciones de has-
ta 40 por ciento en los gastos de transporte,3 tras la pande-
mia fue reformado y actualmente permite a las personas
trabajadoras del sector privado y público les permite aho-
rrar hasta 500 euros por la modalidad tarifaria de bonos en
el transporte metropolitano de París.4

La totalidad de la legislación busca abordar de modo inte-
gral la movilidad de las personas trabajadoras al considerar
posibilidad de transporte institucional gratuito que preste
quien emplea, la asignación de vehículos empresariales ce-
ro emisiones, bicicletas, autos compartidos y el transporte
público, esto adicionalmente a los subsidios.5

El transporte público por temporalidad o suscripción es una
modalidad común en las áreas metropolitanas con mayor
desarrollo en materia de movilidad.

Volviendo al caso de París, existen hasta 26 modalidades
tarifarias, entre las que destacan: 1) Boletos semanales-
mensuales que tiene un costo entre 30 y 85 euros respec-
tivamente, para viajar por toda la zona metropolitana de
París. 2) Boletos para personas trabajadoras, cuyo costo
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establecido es menor en 50 por ciento para empleadores
y 50 por ciento menor para personas trabajadoras sobre
las tarifas establecidas.6

Si bien no se propone un subsidio en esta reforma, comparte
dos características con la legislación francesa; primero, no es-
tablece el bono de movilidad como obligación de la persona
empleadora y segundo, considera el transporte institucional
gratuito prestado por las personas empleadoras.7

Los Países Bajos también cuentan con regulación laboral
específica, donde las personas trabajadoras adquieren la
modalidad tarifaria que ofrece la compañía estatal de trans-
porte,8 aquí las personas empleadoras establecen la cober-
tura en distancia que están dispuestos a pagar y no existen
cargos para las y los trabajadores.

Las principales ciudades españolas tienen la modalidad ta-
rifaria de abonos, los cuales pueden ser de 30 días o anua-
les,9 es decir, la autoridad encargada de transporte tiene di-
rectamente modalidades tarifarias de tiempo, las cuales son
aprovechadas por los empleadores para otorgar una canti-
dad a las personas trabajadoras y éstas complementan el
costo.11

A finales de 2022 inició el proceso legislativo en el Parla-
mento español para aprobar la Ley de Movilidad Sosteni-
ble, en la que se plantea la posibilidad de que las personas
trabajadoras incluyan en sus estatutos los planes de trans-
porte, ya sea institucional o público.12 Dichos estatutos son
el símil de los contratos colectivos de trabajo, adicional-
mente plantea como una obligación para los centros con
más de 500 personas trabajadoras.

En América Latina el modelo de apoyo al transporte es im-
plementado en Colombia desde 1959,13 donde se establece
como obligación patronal con las personas trabajadoras de
menores ingresos, hasta un millón 160 mil pesos colom-
bianos, el equivalente a 5 mil 140 pesos mexicanos, siem-
pre que la persona trabajadora viva a más de 1 kilómetro
(km) de distancia del centro de trabajo y no se incluye en
el cálculo salarial para la seguridad social.

La diferencia sustancial entre los modelos comparados vi-
gentes y la reforma propuesta es que no hay estímulos fis-
cales, a través de la exención del pago de impuesto sobre la
renta. Respecto a la implementación, replica su operación
por la autoridad encargada del transporte público.

Los modelos existentes de apoyo al transporte de las per-
sonas trabajadoras han sido expuestos con la finalidad de
mostrar un marco comparativo en materia de movilidad
que establece la posibilidad como una prestación laboral,
principalmente opcional, pero regulada.

Especificar que los bonos de transporte son opcionales y no
obligaciones responde a evitar los impactos innecesarios
para empleadores que ya proporcionan esta prestación o un
transporte institucional y, en este mismo sentido, no debe
ser contemplado para el cálculo del salario base de cotiza-
ción. 

Simultáneamente, mantenerlo como modalidad tarifaria de
las autoridades encargadas del transporte contribuye a que
las personas trabajadoras independientes, en la informali-
dad o con trabajos precarios puedan acceder a ellas con in-
dependencia de tener un empleador.

La importancia del transporte público en las zonas metro-
politanas es toral para toda política de movilidad, durante
noviembre de 2022 tan solo en la zona metropolitana del
Valle de México, se movilizaron por ese medio 163 millo-
nes de personas.14

Para contextualizar este dato, es como si los 33 millones de
personas mexicanas en Estados Unidos de América
(EUA)15 y los 126 millones de personas en territorio na-
cional16 hubieran abordado una vez algún medio de trans-
porte público durante el mes de noviembre.

En dicho mes, el transporte público de la zona metropoli-
tana del Valle de México, Guadalajara, Monterrey, Pachu-
ca, Querétaro y Chihuahua en conjunto trasladaron poco
más de 200 millones de personas, recorriendo 23 millones
de kilómetros.17

Aún falta que se concrete la implementación del Sistema
Nacional de Movilidad y Seguridad Vial con lo que se po-
dría tener información actual y precisa sobre el tipo de tras-
lado.

Sin embargo, es alta la probabilidad de que, entre 61 y 85 por
ciento de los traslados en la Ciudad de México correspondan
a movilidad con motivos laborales, como lo indica el diag-
nóstico técnico del Programa Integral de Movilidad.18

El transporte público de calidad es la principal variable pa-
ra abatir la congestión vial, reducir el uso del automóvil y



sus efectos ambientales nocivos, así como incrementar la
calidad de vida a través de la liberación del tiempo dispo-
nible y la competitividad, es decir, hay costos de varios ti-
pos para las personas usuarias del automóvil entre las que
mayoritariamente son trabajadoras.

El costo monetario de la congestión vial nacionalmente es
de 93 mil 800 millones y de forma individual, con base en
una muestra de las 32 ciudades más grandes o zonas me-
tropolitanas de cada entidad, son 3 mil 875 pesos, y en
tiempo 100 horas anualmente.19

Estos varían en función de la densidad de traslados, por lo
que cada zona tiene costos diferenciados, sólo el Valle de
México tiene más de 50 por ciento del costo anual 47 mil
millones por persona cuesta 5 mil 827 pesos y en tiempo
146 horas. En cambio, Campeche solamente tiene un costo
de 127 millones, por persona 943 pesos y 28 horas.20

En Zacatecas, monetariamente poco más de 304 millones
de pesos, per cápita 50 horas y mil 826 pesos.21

Los costos señalados también son factor para reproducir las
desigualdades, ya que la mayoría son pérdidas de las per-
sonas usuarias de transporte público por 67 mil millones.
En contraparte, las usuarias de automóvil a pesar de ser las
que mayor congestión causan tienen menores costos por 25
mil millones.22

Considerando los datos previamente expresados, es posible
identificar que continuar con la lógica de movilidad de in-
centivar el transporte público para los traslados con moti-
vos laborales, se traduce en reducir el congestionamiento y
por ende en limitar los costos.

Retomando el hecho de los costos y el tipo de traslado se-
ñalado para el Valle de México 61 por ciento con motivos
laborales, significa que 28 mil millones son costos pagados
por las personas trabajadoras por el tiempo invertido de
traslado. A nivel nacional tan sólo las personas usuarias de
transporte público pagarían 41 mil millones.

De existir la modalidad tarifaria de bonos de transporte,
que propicien la temporalidad, abriría un potencial ingreso
adicional para los sistemas de transporte público para su
propio mejoramiento y reduciría las externalidades paga-
das por las personas trabajadoras que son usuarias.

Adicionalmente a ello, la presente propuesta pretende re-
forzar la implementación de la Ley General de Movilidad

y Seguridad Vial de manera indirecta y en favor de las per-
sonas trabajadoras.

El reforzamiento también implica dar cumplimiento a los
compromisos de México respecto a la Agenda 2030 con los
Objetivos del Desarrollo Sostenible, principalmente la me-
ta 11.2:

“De aquí a 2030, proporcionar acceso a sistemas de
transporte seguros, asequibles, accesibles y sostenibles
para todos y mejorar la seguridad vial, en particular me-
diante la ampliación del transporte público, prestando
especial atención a las necesidades de las personas en si-
tuación de vulnerabilidad, las mujeres, los niños, las
personas con discapacidad y las personas de edad”.23

Tal como lo señalan diversos organismos e información
que fundamentó el dictamen de la propia Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, más del 70 por ciento de la
población vivirá en entornos urbanos para 2050, lo que im-
plica el reforzamiento de los sistemas de transporte públi-
co.24 Sin embargo, esto debe considerar las diferencias en
los traslados y el acceso a los derechos que permite la mo-
vilidad. 

Finalmente, el transporte institucional es una práctica que
algunos empleadores han implementado en ciertos sectores
voluntariamente o por demanda sindical en incorporación a
los contratos colectivos de trabajo, como instituciones aca-
démicas.25

En síntesis, la presente iniciativa pretende que las personas
trabajadoras tengan la posibilidad de recibir bonos de
transporte otorgados por las personas empleadoras o ad-
quirirlo individualmente, de acuerdo con lo que establezca
cada autoridad encargada del transporte público o que, en
su defecto el transporte institucional sea regulado para que
otorgue certeza para las personas trabajadoras.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a
la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial; Ley del
Seguro Social, Ley Federal del Trabajo, y la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamenta-
ria del Apartado B del Artículo 123 Constitucional

Primero. Se reforman las fracciones XIII y XIV del inciso
B y se adiciona la fracción XVI al artículo 7 y un quinto
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párrafo al artículo 43 de la Ley General de Movilidad y Se-
guridad Vial, para quedar como sigue:

Artículo 7. Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad
Vial.

…

A. …

B. El Sistema Nacional tendrá las siguientes facultades:

I. a XII. …

XIII. En aquellas entidades federativas con territorio in-
sular, establecer los mecanismos de participación de los
municipios correspondientes dentro del Sistema;

XIV. Emitir los criterios técnicos para la implemen-
tación de los bonos de transporte público, y;

XV. Las demás que se establezcan para el funciona-
miento del Sistema y el funcionamiento del Sistema y el
cumplimiento del objeto de la presente Ley.

Artículo 43. Del servicio de transporte público.

… 

…

…

…

Asimismo, deberán establecer rutas de transporte público
destinadas a facilitar a las personas trabajadoras el despla-
zamiento a sus centros de trabajo. 

Los bonos de transporte público serán la modalidad ta-
rifaria que establecerá la autoridad encargada del ser-
vicio de transporte público, enfocada en su uso por las
personas trabajadoras. 

Segundo. Se reforman las fracciones VIII, IX y se adicio-
na una fracción X al artículo 27 de la Ley del Seguro So-
cial, para quedar como sigue:

Artículo 27. …

I. a VII. …

VIII. Las cantidades aportadas para fines sociales, con-
siderándose como tales las entregadas para constituir
fondos de algún plan de pensiones establecido por el pa-
trón o derivado de contratación colectiva. Los planes de
pensiones serán sólo los que reúnan los requisitos que
establezca la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro
para el Retiro;

IX. El tiempo extraordinario dentro de los márgenes se-
ñalados en la Ley Federal del Trabajo, y;

X. Los bonos de transporte público otorgados o el
transporte institucional proporcionado por el emple-
ador a la persona trabajadora. 

…
…

Tercero. Se adiciona el Capítulo II Bis al Título Cuarto de
la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue; 

Capítulo II Bis
Del Transporte para las personas trabajadoras

Artículo 135-A. Los bonos de transporte público, con-
templados en el artículo 43 de la Ley General Movili-
dad y Seguridad Vial son aportaciones voluntarias y
opcionales de las personas empleadoras, destinados a
facilitar individualmente a las personas trabajadoras el
desplazamiento desde y hacia sus centros de trabajo.

El otorgamiento de los bonos de transporte público po-
drá ser temporal o permanente, siempre enterando por
anticipado la periodicidad del beneficio a la persona
trabajadora y con independencia de la duración de su
jornada laboral. 

El otorgamiento de los bonos de transporte público es-
tará limitado a los criterios técnicos emitidos por el Sis-
tema Nacional de Movilidad y Seguridad Vial e institu-
ción competente de prestar el servicio de transporte
público aplicable. 

Artículo 135-B. Las personas empleadoras otorgarán
los bonos de transporte público con base en los planes
tarifarios y condiciones que la autoridad encargada del
servicio de transporte público establezca para este fin.



Artículo 135-C. La persona empleadora podrá otorgar
a su personal el servicio de transporte institucional, co-
lectivo, apropiado, suficiente y gratuito en los distintos
días de labores.

Las rutas y horarios del transporte institucional, serán
acordados entre las personas empleadoras y las perso-
nas trabajadoras según las necesidades del personal. En
caso aplicable, se acordará con el o los sindicatos, pre-
via consulta a las personas trabajadoras integrantes. 

El transporte institucional solo podrá ser modificado o
cancelado por acuerdo entre personas trabajadoras y
empleadoras, o en los términos establecidos por el con-
trato individual o colectivo de trabajo.

Cuarto. Se adicionan los artículos 42 Ter, 42 Quáter, 42
Quinquies y 42 Sexties a la Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B
del artículo 123 Constitucional, para quedar como sigue:

Artículo 42 Ter. Los titulares a que se refiere el Artícu-
lo 1o. de esta Ley, podrán otorgar bonos de transporte
público o transporte institucional a las personas traba-
jadoras de sus instituciones con apego a los ordena-
mientos presupuestales aplicables.

Artículo 42 Quáter. Los bonos de transporte público
contemplados en el artículo 43 de la Ley General Movi-
lidad y Seguridad Vial son aportaciones voluntarias y
opcionales de los titulares, destinados a facilitar indivi-
dualmente a las personas trabajadoras el desplaza-
miento desde y hacia sus centros de trabajo y con inde-
pendencia de la duración de su jornada laboral.

El otorgamiento de los bonos de transporte público po-
drá ser temporal o permanente, siempre enterando por
anticipado la periodicidad del beneficio a la persona
trabajadora. 

El otorgamiento de los bonos de transporte público es-
tará limitado a los criterios técnicos emitidos por el Sis-
tema Nacional de Movilidad y Seguridad Vial y la insti-
tución competente de prestar el servicio de transporte
público aplicable.

Artículo 42. Quinquies. Los titulares podrán otorgar los
bonos de transporte público con base en los planes tari-

farios y condiciones que la autoridad encargada del ser-
vicio de transporte público establezca para este fin.

Artículo 42. Sexies. Los titulares podrán otorgar al per-
sonal el servicio de transporte institucional, colectivo,
apropiado, suficiente y gratuito en los distintos días de
labores.

Las rutas y horarios del transporte institucional, serán
acordados entre los titulares y las personas trabajado-
ras según las necesidades del personal. Se acordará con
el o los sindicatos, previa consulta a las personas traba-
jadoras integrantes. 

El transporte institucional solo podrá ser modificado o
cancelado por acuerdo entre personas trabajadoras y
los titulares, o en los términos establecidos por el con-
trato individual o colectivo de trabajo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Una vez entrado en vigor el presente decreto, la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social emitirá los ajus-
tes a los reglamentos aplicables a más tardar en 60 días na-
turales.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2024.— Dipu-
tada Amalia Dolores García Medina (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Movilidad, y de
Seguridad Social, para dictamen, y a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para opinión.

LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS

«Iniciativa que reforma los artículos 8o. y 30 de la Ley Or-
gánica de los Tribunales Agrarios, a cargo del diputado
Bruno Blancas Mercado, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena

El que suscribe, Bruno Blancas Mercado, diputado de la
LXV Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estado Unidos Mexicanos, así como en
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía, iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 8 fracción IX y 30 de la Ley Orgánica de los Tri-
bunales Agrarios, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Los Tribunales Agrarios, tienen su origen en las reformas
al artículo 27 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos, del 6 de enero de 1992, cumpliéndose
con ello un viejo anhelo campesino contenido en la cláusu-
la sexta del Plan de Ayala de 1911, en la que Emiliano Za-
pata plasmó la necesidad de contar con tribunales especia-
lizados en materia agraria.1

Derivado de dicha reforma constitucional nace un nuevo
marco normativo agrario con la promulgación de la Ley
Agraria y la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, con
las que se dio vida a los Tribunales Agrarios como órganos
federales dotados de plena jurisdicción y autonomía para
dictar sus sentencias en materia agraria.2

La impartición de justicia en México se realiza a través de
un sistema complejo en cuanto que se integra por órganos
federales y locales, judiciales y jurisdiccionales, pero todos
constituyen una comunidad que responde a los mismos
postulados constitucionales y comparten iguales princi-
pios, objetivos y valores fundamentales, entre ellos, que el
Estado mexicano cuente con órganos jurisdiccionales inde-
pendientes, imparciales, objetivos, profesionales y exce-
lentes para garantizar el acceso a la tutela jurisdiccional
efectiva, reconocido como derecho fundamental de todo
ser humano y establecido en el artículo 17 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, como va-
lor central para la vida democrática del país.3

La labor de impartición de justicia no podría verse mate-
rializada, sin la intervención de los servidores públicos,
respecto de quienes la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en su artículo 109, fracción III, y sus
leyes reglamentarias, estatuyen un modelo de conducta a
seguir en el desempeño de sus funciones, así como la apli-
cación de sanciones administrativas por los actos u omisio-
nes que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparciali-
dad y eficiencia en que incurran en el ejercicio de sus
empleos, cargos o comisiones.4

En ese sentido, la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios
en su artículo 8 fracción IX, establece que es facultad del
propio Tribunal Superior Agrario conocer de las denuncias
o quejas que se presenten en contra de los miembros del tri-
bunal y determinar las sanciones administrativas en caso de
existir alguna responsabilidad.

Artículo 8o. Son atribuciones del Tribunal Superior
Agrario:

IX. Conocer de las denuncias o quejas que se presenten
en contra de los miembros de los tribunales agrarios y
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determinar las sanciones administrativas que deban
aplicarse en caso de determinárseles alguna responsabi-
lidad;

Igualmente, el artículo 30 de la Ley Orgánica de los Tribu-
nales Agrarios indica que las sanciones por las faltas admi-
nistrativas en que incurran los magistrados de los tribuna-
les agrarios y los servidores públicos del Tribunal Superior
serán aplicadas por el propio Tribunal Superior.

Artículo 30. Los magistrados de los tribunales agrarios y
demás servidores públicos de éstos, son responsables por
las faltas que cometan en el ejercicio de sus cargos y que-
dan por ello sujetos a las sanciones que determine la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos,
conforme al procedimiento que se establezca en el Regla-
mento que expida el Tribunal Superior.

Las sanciones por las faltas en que incurran los magis-
trados de los tribunales agrarios y los servidores públi-
cos del Tribunal Superior serán aplicadas por el propio
Tribunal Superior.

Las sanciones por las faltas en que incurran los servidores
públicos de los tribunales unitarios serán aplicadas por los
magistrados de los propios tribunales.

En ese orden de ideas, conforme a los principios generales
de derecho no pueden ser juez y parte los propios magis-
trados integrantes de los Tribunales Agrarios para sancio-
nar administrativamente a los servidores públicos, confor-
me al artículo 109 fracción III de la Constitución Política
de los Estado Unidos Mexicanos, las faltas administrativas
graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría
Superior de la Federación y los órganos internos de con-
trol y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Adminis-
trativa que resulte competente.

Artículo 109. Los servidores públicos y particulares
que incurran en responsabilidad frente al Estado serán
sancionados conforme a lo siguiente:

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servi-
dores públicos por los actos u omisiones que afecten la
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia
que deban observar en el desempeño de sus empleos,
cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en
amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación,
así como en sanciones económicas, y deberán estable-
cerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en

su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y
perjuicios patrimoniales causados por los actos u omi-
siones. La ley establecerá los procedimientos para la in-
vestigación y sanción de dichos actos u omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investigadas y subs-
tanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los ór-
ganos internos de control, o por sus homólogos en las enti-
dades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el
Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente.
Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conoci-
das y resueltas por los órganos internos de control.

Igualmente, tenemos la Ley General de Responsabilidades
Administrativas cuyo objetivo es distribuir competencias
entre los órdenes de gobierno para establecer las responsa-
bilidades administrativas de los Servidores Públicos, sus
obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omi-
siones en que incurran y las que correspondan a los parti-
culares vinculados con faltas administrativas graves, así
como los procedimientos para su aplicación.

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de ob-
servancia general en toda la República, y tiene por objeto
distribuir competencias entre los órdenes de gobierno para
establecer las responsabilidades administrativas de los Ser-
vidores Públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables
por los actos u omisiones en que estos incurran y las que
correspondan a los particulares vinculados con faltas admi-
nistrativas graves, así como los procedimientos para su
aplicación.

Es necesario precisar y recordar que la Ley Orgánica de los
Tribunales Agrarios como se mencionó en párrafos ante-
riores fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el
26 de febrero de 1992 y después de 24 años se publica la
Ley General de Responsabilidades Administrativas ya que
se promulgó el 18 de junio de 2016.

Actualmente existe un Órgano Interno de Control en los
Tribunales Agrarios y pertenece a la Secretaría de la Fun-
ción Pública, es quien sanciona administrativamente a los
servidores públicos, de conformidad con el artículo 109
fracción III de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

El Órgano Interno de Control tiene como principal objetivo
prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corrup-
tas que realizan los servidores públicos en los Tribunales
Agrarios, por lo que permite salvaguardar la impartición de la



justicia agraria, toda vez que con la atención oportuna y ex-
haustiva de las denuncias presentadas por los justiciables, se
da certeza jurídica de que los hechos denunciados, que en di-
versos casos afectan sus intereses, fueron investigados debi-
damente, para emitir la determinación que conforme a dere-
cho corresponda.5

Así la nueva visión de fiscalización del Órgano Interno de
Control de los Tribunales Agrarios está alineada con la im-
plementación de acciones para prevenir, detectar y sancio-
nar actos de corrupción con una participación ciudadana
activa de los justiciables agrarios, con lo cual se busca re-
ducir espacios para el abuso y arbitrariedad, en las activi-
dades y funciones que como órgano jurisdiccional tiene,
contribuyendo a la gobernanza en el campo mexicano. Por
ello, el combate a la corrupción en la impartición de justi-
cia dentro del sector agrario contribuye a generar confian-
za en el actuar imparcial y apegado a las leyes, de las au-
toridades agrarias, con la convicción de que, de lo contario,
los servidores públicos serán sancionados conforme a lo
dispuesto en la Ley General de Responsabilidades Admi-
nistrativas, aumentando la credibilidad en este Tribunal im-
partidor de justicia agraria.6

Asimismo, el artículo 3 de la Ley General de Responsabi-
lidades Administrativas, indica en sus fracciones XV y
XVI que las faltas administrativas graves y no graves serán
sancionadas por el Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa y por los Órganos Internos de Control respectiva-
mente.

Párrafo segundo de la fracción III del artículo 109 cons-
titucional. 

Las faltas administrativas graves serán investigadas y subs-
tanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los ór-
ganos internos de control, o por sus homólogos en las entida-
des federativas, según corresponda, y serán resueltas por el
Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente.
Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conoci-
das y resueltas por los órganos internos de control.

Ley General de Responsabilidades Administrativas

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

XV. Falta administrativa no grave: Las faltas admi-
nistrativas de los Servidores Públicos en los términos de
la presente Ley, cuya sanción corresponde a las Secreta-
rías y a los Órganos internos de control;

XVI. Falta administrativa grave: Las faltas adminis-
trativas de los Servidores Públicos catalogadas como
graves en los términos de la presente Ley, cuya sanción
corresponde al Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva y sus homólogos en las entidades federativas;

Por lo tanto, bajo la hipótesis de que un servidor público de
los Tribunales Agrarios comete una falta administrativa
¿Qué ley es aplicable, la Ley Orgánica de los Tribunales
Agrarios (artículo 8 fracción IX) o la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas (artículo 1)? ¿Quién im-
pondrá la sanción administrativa los propios magistrados
del Tribunal Agrario o los Órganos Internos de Control?

Bajo esa premisa, el Órgano Interno de Control es el que
actualmente propone la sanción al pleno del Tribunal Su-
perior Agrario y este decide si sanciona o no a los servido-
res públicos por las faltas administrativas no graves que
llegan a cometer, en ese sentido se propone en la presente
iniciativa que sea el propio Órgano Interno de Control
quien sancione y no el pleno del Tribunal ya que como es
sabido es más fácil caer en el amiguismo, compadrazgo,
nepotismo para sancionar a una persona que un órgano in-
dependiente como lo es el Órgano Interno de Control que
sea el que realmente sancione y no solo proponga.

Así tenemos que, en materia de presuntas responsabilida-
des, a petición del órgano interno de control de los Tri-
bunales Agrarios, en el mes de junio de 2022, el pleno del
Tribunal Superior Agrario suspendió a 3 personas servido-
ras públicas, de las cuales dos ocupan el cargo de titulares
de magistraturas agrarias y una de secretaría general de
acuerdos, para que se sigan las investigaciones por presun-
ta responsabilidad administrativa separados de su encargo,
hasta su resolución definitiva. Los Tribunales Agrarios, por
otra parte, presentaron 4 denuncias a la Fiscalía General de
la República por la posible comisión de delitos en el ejer-
cicio de sus funciones, 2 fueron presentadas por el órgano
interno de control y 2 por el área jurídica de los Tribunales
Agrarios.7

Por eso el objetivo de la presente reforma en primer térmi-
no es dar certidumbre jurídica a los servidores públicos, y
en segundo lugar a contribuir con el combate a la corrup-
ción y que sea el propio Órgano Interno de Control quien
imponga las sanciones y no el pleno del propio Tribunal
Agrario, incluso la carga de trabajo se aligeraría para que
los magistrados se dediquen aspectos jurisdiccionales, es
decir, para que se centren en el objetivo para lo que fueron
creados que es impartir justicia en materia agraria, por ello
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se propone modificar los artículos 8, fracción IX y 30 de la
Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios.

Para una mayor claridad de lo aquí expresado a continua-
ción se presenta un comparativo de los artículos a reformar
de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios:

Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios

Por lo expuesto y fundamentado, se somete a considera-
ción del pleno de esta honorable asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforman los artículos 8 fracción
IX, y 30 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios

Artículo Único. Se reforman los artículos 8 fracción IX, y
30 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios para que-
dar de la siguiente manera:

Artículo 8o. Son atribuciones del Tribunal Superior Agra-
rio:

I. a VIII. …

IX. Turnar las denuncias o quejas que en su caso se
presenten en contra de los servidores públicos de los
tribunales agrarios al Órgano Interno de Control
quien determinará las sanciones administrativas que
deban aplicarse en caso de alguna responsabilidad;

X. a XI. …

Artículo 30. Los servidores públicos de los tribunales
agrarios, son responsables por las faltas administrati-
vas que cometan en el ejercicio de sus cargos y quedan
por ello sujetos a las sanciones que determine la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, confor-
me al procedimiento que se establezca en el Reglamen-
to que expida el Tribunal Superior.

Los magistrados únicamente podrán ser removidos en
caso de falta grave en el desempeño de su cargo, con-
forme al procedimiento aplicable para los funcionarios
del Poder Judicial de la Federación de conformidad con
el artículo 17 de la presente ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Código de ética de los Tribunales Agrarios

2 Id.

3 Id.

4 Id.

5 Informe de labores 2022 Tribunales Agrarios.

6 Id.

7 Id.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de febrero de 2024.— Dipu-
tado Bruno Blancas Mercado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
dictamen.



LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que adiciona un artículo 132 Bis a la Ley Fede-
ral del Trabajo, a cargo del diputado Armando Corona Ar-
vizu, del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, Armando Corona Arvizu, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto, por el que se adiciona el artículo 132-Bis a la Ley Fe-
deral del Trabajo, a fin de garantizar lugares amigables con
las mascotas (pet friendly) en los centros de trabajo, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la actualidad, el concepto entorno laboral está experi-
mentando una transformación significativa. Los patrones y
empleados reconocen cada vez más la necesidad de crear
ambientes que promuevan la comodidad, el bienestar y la
productividad. En este contexto, la implementación de es-
pacios pet friendly en los lugares de trabajo está emergien-
do como una tendencia valiosa y prometedora. Estos espa-
cios permiten a los empleados llevar a sus mascotas al
trabajo y fomentan una mayor armonía entre la vida perso-
nal y profesional. En esta argumentación, explicaremos las
razones fundamentales por las cuales la creación de espa-
cios pet friendly es importante y cómo puede beneficiar
tanto a las empresas como a sus trabajadores.

Para entender los espacios pet friendly debemos que deno-
minarlos como

Su nombre lo indica, pet friendly (amigable con las mas-
cotas) significa que todo negocio o establecimiento comer-
cial que afirme sentirse identificado con esta filosofía, per-
mite el ingreso de personas en compañía de sus perros y
gatos domesticados (https://www.eluniversal.com.mx/ten-
dencias/chamba-pet-friendly-lanzan-iniciativa-para-llevar-
a-tu-mascota-al-trabajo-en-cdmx/).

Partiendo de esta idea, es donde nace esta preocupación, ac-
tualmente y como antecedente en el Congreso de la Ciudad
de México fue presentada una propuesta similar, por el Dipu-
tado Nazario Sánchez de Morena, la cual buscaba mejorar la

salud mental y física de los trabajadores, así como reducir el
estrés y la ansiedad, para que los trabajadores pudieran llevar
consigo sus mascotas a sus centros de trabajo.

Por ello se invita a reflexionar sobre los siguientes aspec-
tos importantes para esta iniciativa:

1. Fomenta un ambiente de trabajo más relajado y feliz

Permitir mascotas en el lugar de trabajo puede ayudar a
crear un ambiente más relajado y feliz. La presencia de ani-
males puede reducir el estrés y aumentar la sensación de
bienestar entre los empleados. Esto a su vez puede mejorar
la moral, la productividad y la satisfacción en el trabajo.

2. Fomenta la interacción social y el trabajo en equipo

Las mascotas pueden actuar como catalizadores sociales,
fomentando la interacción entre los empleados. Los mo-
mentos compartidos cuidando a las mascotas o simple-
mente interactuando con ellas pueden promover relaciones
más cercanas entre colegas, lo que a su vez puede mejorar
la colaboración y el trabajo en equipo.

3. Ayuda a reducir el absentismo laboral

La posibilidad de llevar mascotas al trabajo puede reducir
la cantidad de días de enfermedad que los empleados to-
man debido a la preocupación por sus mascotas en casa.
Esto puede ayudar a reducir el absentismo laboral y garan-
tizar que los empleados estén más enfocados en sus tareas.

4. Aumenta la satisfacción y retención de empleados

Los lugares de trabajo pet friendly son muy atractivos para
muchos empleados. La posibilidad de llevar a sus masco-
tas al trabajo puede ser un factor importante en la decisión
de quedarse en una empresa. Esto puede ayudar a las em-
presas a retener talento valioso y a reducir los costos aso-
ciados con la rotación de empleados.

5. Promueve la responsabilidad y el bienestar de los ani-
males

Los lugares de trabajo pet friendly suelen establecer reglas
y pautas para garantizar el bienestar de las mascotas en el
entorno laboral. Esto promueve la responsabilidad entre los
propietarios de mascotas y puede mejorar la calidad de vi-
da de los animales al brindarles la oportunidad de sociali-
zar y recibir atención adicional durante el día.
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6. Fomenta la flexibilidad laboral

La presencia de mascotas en el lugar de trabajo puede ser
especialmente beneficiosa para aquellos empleados que
tienen responsabilidades en el hogar relacionadas con sus
mascotas, como sacar a pasear a un perro. Esto puede fo-
mentar la flexibilidad laboral, lo que a su vez puede au-
mentar la satisfacción y la lealtad de los empleados.

7. Mejora la imagen de la empresa

Ser un lugar de trabajo pet friendly puede mejorar la ima-
gen de una empresa tanto a nivel interno como externo.
Los empleados y clientes potenciales pueden ver a la em-
presa como moderna, comprensiva y centrada en el bienes-
tar de sus empleados, lo que puede ayudar en la atracción
de talento y la retención de clientes.

8. Promueve el equilibrio entre trabajo y vida personal

La capacidad de llevar a las mascotas al trabajo puede ayu-
dar a los empleados a equilibrar sus responsabilidades la-
borales y personales. Esto puede ser especialmente benefi-
cioso para aquellos que enfrentan desafíos para cuidar de
sus mascotas mientras trabajan largas horas.

Si bien hay muchos beneficios asociados a los espacios pet
friendly, también resulta esencial establecer pautas claras y
políticas bien definidas para garantizar que la convivencia
entre las mascotas y los empleados sea armoniosa y no cau-
se problemas de salud, alergias u otros inconvenientes.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro com-
parativo de la propuesta por la que se adiciona el artículo
132 Bis a la Ley Federal del Trabajo:

En resumen, la creación de espacios pet friendly en los lu-
gares de trabajo no solo beneficia a los empleados y sus
mascotas, sino que también puede mejorar la cultura labo-
ral, la productividad y la retención de empleados. Al fo-
mentar un ambiente más relajado y feliz, estos espacios
pueden contribuir al éxito a largo plazo de una empresa

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración del
Congreso de la Unión el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 132 Bis a la Ley Federal del
Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 132 Bis. Los centros de trabajo podrán con-
tar con áreas designadas para el cuidado y perma-
nencia de las mascotas de los trabajadores, siempre
que se cumplan las siguientes condiciones:

I. Los empleadores deberán establecer políticas y re-
gulaciones internas para el uso responsable de los es-
pacios de mascotas, incluyendo disposiciones sobre el
comportamiento adecuado de las mascotas y su im-
pacto en la seguridad y salud de los trabajadores;



II. Los empleadores no podrán discriminar ni limi-
tar el acceso a estos espacios en base a la raza, géne-
ro, orientación sexual, discapacidad o cualquier otra
característica protegida por la legislación laboral y
antidiscriminación vigente;

III. Los empleadores tendrán la responsabilidad de ga-
rantizar la higiene y seguridad de los espacios de mas-
cotas, así como de proporcionar facilidades para la eli-
minación adecuada de desechos de las mascotas; y

IV. Esta disposición no exime a los empleadores de
cumplir con las regulaciones de salud y seguridad en el
trabajo, y se aplicará en la medida en que no compro-
meta la seguridad y el bienestar de los trabajadores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de febrero de 2024.— Dipu-
tado Armando Corona Arvizu (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que adiciona el artículo 76 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada Irma Juan
Carlos, del Grupo Parlamentario de Morena

Irma Juan Carlos, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6, 76, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona la
fracción VII al artículo 76 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los pueblos indígenas son poseedores de una cultura bas-
ta, plural, enigmática e impactante como el infinito mismo.

Y el lenguaje sirve como vehículo de trasmisión de esta
cultura. Por ello el antagonismo prosa-poesía no existe en
los pueblos indígenas: la prosa es poesía y viceversa. Na-
dia López García, Celerina Patricia Sánchez, Irma Pinedo,
solo por mencionar algunos nombres de los muchos que te-
nemos, son mujeres poetas que no solo trasmiten y repro-
ducen emociones, sino también conocimiento y filosofía de
nuestros pueblos.

Como he dicho en reiteradas ocasiones, no hay mayor dig-
nidad de un ser humano que dejar que hable y preserve su
lengua originaria. La lengua materna, además de dignidad,
significa vida, cultura e historia. La lengua originaria, para
decirlo de manera concreta, es el valor de la identidad por
excelencia. Si en verdad queremos respetar a nuestros pue-
blos indígenas, entonces empecemos por preservar nues-
tras lenguas originarias y no hay mayor respeto que aquel
que significa una acción y no solo palabras.

Y es hora de realizar muchas acciones pues en caso con-
trario nuestras lenguas indígenas desaparecerán. El Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) menciona
que la situación actual de las lenguas indígenas en México
son las siguientes:

• (https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/a
proposito/2020/indigenas2020.pdf):

• En México existen 6 695 228 personas de 5 años o más
que hablan alguna lengua indígena. De ellas, 50.9 por
ciento corresponde a mujeres; y 49.1, a hombres.

• Entre 1930 y 2015 la tasa de hablantes de lenguas in-
dígenas de 5 años o más, se redujo de 16.0 a 6.6 por
ciento.

• La cartografía del Inegi contiene más de 17 millones
de nombres geográficos que incluyen las 68 lenguas in-
dígenas nativas.

De los anteriores datos, llama la atención el hecho de que
hubo una reducción del 16.0 al 6.6 por ciento de hablantes
entre 1930 y 2015. Por ello, le asiste la razón a la hermana
Yásnaya Aguilar cuando dijo que las lenguas indígenas no
mueren, las matan. Y esto es verdad: una lengua se mata
cuando no se permite hablarla, pero también cuando no se
promueve su uso en los espacios públicos y privados.

Hay una vasta normatividad que respalda el uso de las len-
guas indígenas en espacios públicos y privados. Por ejem-
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plo, el artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos; el numeral 28.1 del Convenio 169 de la
OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países indepen-
dientes; el artículo 14.1 de la Declaración de las Naciones
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Ocu-
pa sin duda un lugar especial la Declaración Universal de
derechos lingüísticos del año de 1996.

En el ámbito nacional debemos recordar que el artículo 2,
apartado A, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos establece que los pueblos y comunidades
indígenas tienen el derecho a la libre determinación, para
“Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos
los elementos que constituyan su cultura e identidad.” En
tanto que el artículo 5 de Ley General de Derechos Lin-
güísticos de los Pueblos Indígenas prescribe lo siguiente:
“El Estado, a través de sus tres órdenes de gobierno –Fe-
deración, entidades federativas y municipios –, en los ám-
bitos de sus respectivas competencias, reconocerá, prote-
gerá y promoverá la preservación, desarrollo y uso de las
lenguas indígenas nacionales”.

Hoy, con esta iniciativa quiero fomentar el uso de las len-
guas indígenas en la tribuna de la Cámara de Diputados.
No paso por alto que, a propósito del Día Internacional de
la Lengua Materna, aprobada en la Conferencia General de
la Unesco en 1999, la Secretaría de Cultura, en coordina-
ción con la Cámara de Diputados puso en marcha, por pri-
mera vez, en el año 2019, inició el proyecto denominado
las lenguas toman la tribuna. Y en dicho proyecto se acor-
dó que la Cámara de Diputados otorgara un espacio “para
que en el Salón de Sesiones cada semana, una persona sea
invitada, haga uso de la tribuna y hable en lengua indíge-
na, con el propósito de reconocer, proteger y promover la
preservación, desarrollo y uso de las lenguas indígenas na-
cionales, así como reconocerlas y proteger los derechos
lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos y co-
munidades indígenas, y la promoción del uso cotidiano y
desarrollo de las lenguas indígenas”.

Sin embargo, ese proyecto, aunque es acertado, solo pro-
mueve el uso de las lenguas indígenas desde una actividad
fuera del proceso deliberativo de la propia Cámara. Consi-
dero necesario que al interior de esta Cámara y en la dis-
cusión de los temas relevantes de la nación, se haga uso de
las lenguas indígenas. Actualmente las y los diputados in-
dígenas ya hacen uso de su lengua, pero tienen que hacer-
lo de forma apresurada o incompleta pues el artículo 76 de
la Cámara de Diputados prescribe lo siguiente:

Artículo 76.

1. El tiempo para la presentación de los asuntos en el
pleno será

I. Iniciativas que propongan la expedición de una nueva
norma o la abrogación de una existente, hasta por diez
minutos;

II. Iniciativas que propongan la derogación, reforma o
modificación de una norma, hasta por cinco minutos;

III. Dictámenes, hasta por diez minutos, excepto cuan-
do se trate de reformas constitucionales, en cuyo caso
será de quince minutos;

IV. Proposiciones con punto de acuerdo, calificadas por
el Pleno como de urgente u obvia resolución, hasta por
cinco minutos;

V. Agenda política, hasta por diez minutos para el pro-
movente y cinco para los demás oradores, excepto cuan-
do se enliste en el Orden del día un solo tema, en cuyo
caso el tiempo será hasta por diez minutos para los ora-
dores; y

VI. Efemérides, hasta por tres minutos.

2. …

3. …

Como se observa, en dicho artículo se plasman tiempos es-
pecíficos de participación. Y entonces puede surgir la si-
guiente problemática: si alguien participa en lengua indí-
gena tiene que explicarla también en español. Esto
ocasiona que, del tiempo asignado, se vea obligado a divi-
dir el tiempo de participación, pues explicará el mismo
contenido en dos lenguas. Por ello vengo a proponer que si
un diputado o diputada hace uso de una lengua indígena, se
le conceda tiempo adicional para que pueda hacer la tra-
ducción al español de lo que ha manifestado.

Para mayor comprensión de mi propuesta, plasmo el si-
guiente cuadro comparativo:



Reglamento de la Cámara de Diputados

Por lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 6, 76, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración de es-
ta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción VII al artícu-
lo 76 del Reglamento de la Cámara de Diputados

Único. Se adiciona la fracción VII al artículo 76 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, para quedar como
sigue:

Artículo 76.

1. El tiempo para la presentación de los asuntos en el ple-
no será

I. Iniciativas que propongan la expedición de una nueva
norma o la abrogación de una existente, hasta por diez
minutos;

II. Iniciativas que propongan la derogación, reforma o
modificación de una norma, hasta por cinco minutos; 

III. Dictámenes, hasta por diez minutos, excepto cuan-
do se trate de reformas constitucionales, en cuyo caso
será de quince minutos;

IV. Proposiciones con punto de acuerdo, calificadas por
el pleno como de urgente u obvia resolución, hasta por
cinco minutos;

V. Agenda política, hasta por diez minutos para el pro-
movente y cinco para los demás oradores, excepto cuan-
do se enliste en el Orden del día un solo tema, en cuyo
caso el tiempo será hasta por diez minutos para los ora-
dores; y

VI. Efemérides, hasta por tres minutos.

VII. Cuando se haga uso de una lengua indígena se
tendrá derecho de dos minutos adicionales cuando se
trate de exposiciones de Iniciativas, Dictámenes,
Agenda Política, y de un minuto adicional cuando se
trate de exposiciones de proposiciones y efemérides.

2. y 3. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los 30 días si-
guientes al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2024.— Diputada
Irma Juan Carlos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.
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REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que adiciona el artículo 31 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada Irma Juan
Carlos, del Grupo Parlamentario de Morena

Irma Juan Carlos, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6, 76, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un
numeral al artículo 31 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En diversos escenarios y lugares he afirmado que no hay
mejor manera de respetar la dignidad de un ser humano que
dejar que hable y preserve su lengua originaria. La lengua
materna, además de dignidad, significa vida, cultura e his-
toria. La lengua originaria, para decirlo de manera concre-
ta, es el valor de la identidad por excelencia. Si en verdad
queremos respetar a nuestros pueblos y comunidades, en-
tonces empecemos por preservar nuestras lenguas origina-
rias y no hay mayor respeto que aquel que significa una ac-
ción y no solo palabras.

También como ya dije en otro momento, los pueblos y co-
munidades son poseedores de una cultura basta, plural,
enigmática e impactante como el infinito mismo. Y el len-
guaje sirve como vehículo de trasmisión de esta cultura.
Por ello el antagonismo prosa-poesía no existe en los pue-
blos indígenas: la prosa es poesía y viceversa. Nadia López
García, Celerina Patricia Sánchez, Irma Pinedo, solo por
mencionar algunos nombres de los muchos que tenemos,
son mujeres poetas que no solo trasmiten y reproducen
emociones, sino también conocimiento y filosofía de nues-
tros pueblos.

Ahora bien, debe tenerse muy presente que a pesar de la in-
visibilización que han sufrido nuestros pueblos y comuni-
dades, las lenguas indígenas han sobrevivido. Conforme a
datos estadísticos proporcionados por el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía (Inegi) la situación actual de las
lenguas indígenas en México son las siguientes (https://
www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2020/indigenas2020.pdf):

• En México hay 6 millones 695 mil 228 personas de 5
años o más que hablan alguna lengua indígena, de las
cuales 50.9 por ciento son mujeres y 49.1 hombres.

• Entre 1930 y 2015 la tasa de hablantes de lenguas in-
dígenas de 5 años o más, se redujo de 16.0 a 6.6 por
ciento.

• La cartografía del Inegi contiene más de 17 millones
de nombres geográficos que incluyen las 68 lenguas in-
dígenas nativas.

De los anteriores datos, llama la atención el hecho de que
hubo una reducción del 16.0 al 6.6 por ciento de hablantes
entre 1930 y 2015. Por ello, le asiste la razón a la hermana
Yásnaya Aguilar cuando dijo que las lenguas indígenas no
mueren, las matan. Y esto es verdad: una lengua se mata
cuando no se permite hablarla, pero también cuando no se
promueve su uso en los espacios públicos y privados.

Promover el uso de las lenguas en los espacios públicos y
privados, no solo es un acto de buena voluntad, sino tam-
bién una disposición legal. Ciertamente en el plano inter-
nacional, exigen este tipo de acciones, el artículo 27 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el nu-
meral 28.1 del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos In-
dígenas y Tribales en países independientes; el artículo
14.1 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los
Derechos de los Pueblos Indígenas. Ocupa, sin duda, un lu-
gar especial la Declaración Universal de derechos lingüís-
ticos del año de 1996 y cuyo artículo 1 enuncia lo siguien-
te:

Esta declaración entiende como comunidad lingüística to-
da sociedad humana que, asentada históricamente en un es-
pacio territorial determinado, reconocido o no, se autoi-
dentifica como pueblo y ha desarrollado una lengua común
como medio de comunicación natural y de cohesión cultu-
ral entre sus miembros. La denominación lengua propia de
un territorio hace referencia al idioma de la comunidad his-
tóricamente establecida en este espacio.

En cuanto a la normativa nacional se refiere, destacan el ar-
tículo 2o., Apartado A, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, donde se establece que los
pueblos y las comunidades indígenas tienen el derecho a la
libre determinación, para “preservar y enriquecer sus len-
guas, conocimientos y todos los elementos que constituyan
su cultura e identidad.” En tanto que el artículo 5 de Ley
General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas



prescribe lo siguiente: “El Estado a través de sus tres órde-
nes de gobierno –Federación, entidades federativas y mu-
nicipios–, en los ámbitos de sus respectivas competencias,
reconocerá, protegerá y promoverá la preservación, desa-
rrollo y uso de las lenguas indígenas nacionales”.

Por ello existe la obligación estatal de promover el uso de
las lenguas de los pueblos y comunidades. Como parte de
esta obligación y en reconocimiento al Día Internacional de
la Lengua Materna, aprobada en la Conferencia General de
la Unesco en 1999, la Secretaría de Cultura en coordina-
ción con la Cámara de Diputados puso en marcha, por pri-
mera vez, en el año 2019, el proyecto denominado las len-
guas toman la tribuna. Esto se logró a través de un acuerdo
parlamentario de la Junta de Coordinación política y que
fue publicada en la Gaceta Parlamentaria el miércoles 6 de
febrero de 2019. En dicho Acuerdo se estableció que la Cá-
mara de Diputados otorga un espacio “para que en el Salón
de Sesiones cada semana, una persona sea invitada, haga
uso de la tribuna y hable en lengua indígena, con el propó-
sito de reconocer, proteger y promover la preservación, de-
sarrollo y uso de las lenguas indígenas nacionales, así co-
mo reconocerlas y proteger los derechos lingüísticos
individuales y colectivos de los pueblos y comunidades in-
dígenas, y la promoción del uso cotidiano y desarrollo de
las lenguas indígenas”.

Esta experiencia se ha repetido en este periodo legislativo.
Y considero que debe ser una práctica que, por la impor-
tancia del tema, debe reconocerse en el Reglamento de la
Cámara de Diputados, por lo cual propongo se adicione un
numeral 3 al artículo 31 del Reglamento de la Cámara de
Diputados y que quede de la siguiente manera:

Por lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; artículos 6, 76, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de
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Decreto por el que se adiciona un numeral al artículo 31
del Reglamento de la Cámara de Diputados

Único. Se adiciona el numeral 3 al artículo 31 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, para quedar como si-
gue: 

Artículo 31.

1. y 2. …

3. El pleno, a propuesta de la junta, aprobará que, en el
Salón de Sesiones, una persona sea invitada, haga uso
de la tribuna y hable en lengua indígena, con el propó-
sito de reconocer, proteger y promover la preservación,
desarrollo y uso de las lenguas indígenas nacionales, así
como reconocerlas y proteger los derechos lingüísticos
individuales y colectivos de los pueblos y comunidades
indígenas, y la promoción del uso cotidiano y desarrollo
de las lenguas maternas. El tiempo de participación, las
fechas y demás puntos a considerar en la participación,
serán definidas en la misma propuesta.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los 30 días si-
guientes al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2024.— Diputada
Irma Juan Carlos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 440 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, a
cargo de la diputada Juanita Guerra Mena, del Grupo Par-
lamentario de Morena

La suscrita, Juanita Guerra Mena, diputada federal, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Le-
gislatura, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y
73, fracción XXIII, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 6o., numeral 1, fracción I, 77 nu-

meral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta honorable Cámara de Dipu-
tados la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

La historia por el reconocimiento de los derechos políticos
y electorales de las mujeres se ha mantenido en constante
cambio derivado de los distintos escenarios y retos que en-
frenta la democracia. 

La construcción de la democracia parte del reconocimien-
to de los derechos de toda persona, sin ninguna distinción.
En este sentido, el proceso para forjar un Estado más in-
cluyente, ha motivado diversas reformas y políticas públi-
cas para garantizar que esto sea una realidad. 

Uno de los tipos de violencia de género al que están ex-
puestas las mujeres es la violencia política, situación en las
que se les obstaculiza el acceso a los cargos públicos o su
pleno ejercicio, por mencionar solo algunos ejemplos de
exclusión, que exigen la necesidad de continuar con la
construcción de distintos instrumentos, políticas y herra-
mientas para atender estas violaciones a sus derechos polí-
ticos. 

La violencia política contra las mujeres comprende todas
aquellas acciones u omisiones de personas, servidoras o
servidores públicos que se dirigen a una mujer por ser mu-
jer, es decir, en razón de género, tienen un impacto dife-
renciado en ellas o les afectan desproporcionadamente, con
el objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos
políticos y electorales, incluyendo el ejercicio del cargo. La
violencia política contra las mujeres puede incluir, entre
otras, las siguientes:

• Insinuaciones respecto de su vida personal y laboral
basada en estereotipos y roles de género.

• Una mujer, durante su encargo, denuncia hostigamien-
to por parte de sus superiores o colegas, quienes le exi-
gen que renuncie a su puesto, argumentando que ese lu-
gar le corresponde a alguien más capacitado: un
hombre.

• Tras un proceso de selección para ocupar un cargo pú-
blico, mujeres y hombres compiten en igualdad de con-



diciones; pero hay un elemento que consideran determi-
nante para rechazar a la mujer y elegir al hombre: un
embarazo.

• Una candidata a ocupar un cargo de elección popular
es caricaturizada por su aspecto físico, sexualizándola y
mostrando atributos estereotipados de género.

• Comentarios hechos por parte de compañeros basados
en el cuerpo de la mujer.

• Compañeras de trabajo exponen vida familiar de una
colega, con el objetivo de intimidarla y provocar reac-
ciones que favorezcan sus intereses.

• Injerencias arbitrarias y abusivas en el desempeño de
sus funciones.

• Amenazas a la integridad personal.

• Negación de información, impidiéndoles participar en
los procesos de toma de decisiones.

• Presión para que cedan espacios de representación an-
te otras instancias.

• Desestimación, ridiculización y descalificación públi-
ca de las propuestas presentadas por las mujeres, espe-
cialmente cuando éstas están relacionadas con la pro-
moción de los derechos de las mujeres.

• Amenazas de separación por parte de su pareja.

• Amenazas económicas por parte de su pareja o fami-
lia.

• Obligar a las mujeres a hacer favores sexuales a cam-
bio de una postulación.

• “Pornografía vengativa”.

• Amenazas para votar por un determinado partido.

Desde el 13 de abril del 2020, se publicaron en el Diario
Oficial de la Federación, diversas reformas expedidas por
el Congreso de la Unión en materia de violencia política en
razón de género, particularmente a ocho leyes de carácter
federal en donde se establecen mecanismos sancionatorios
para quienes ejerzan violencia política en contra de las mu-
jeres, sin embargo, se trata de pasos aislados y de carácter

gradual que no han permitido erradicar esta grave conduc-
ta que afecta la democracia participativa y electiva.

Por estas razones, se desprende la importancia de generar
instrumentos que reconozcan y promuevan el ejercicio de
los derechos humanos de manera plena en todos los aspec-
tos de la vida social.

En una democracia, las elecciones presentan una oportuni-
dad para poner a prueba una el sistema legal que las rige.
Que las mujeres pueden inscribirse para votar, presentar su
candidatura y emitir un voto en secreto son indicadores de
una democracia inclusiva. En cuantas más mujeres partici-
pen como votantes, candidatas, dirigentes de partidos polí-
ticos y personal electoral, más aceptación ganará su pre-
sencia en la política.

Hoy en día la violencia continúa siendo uno de los princi-
pales obstáculos para el ejercicio de los derechos políticos
de las mujeres. El aumento de su participación y represen-
tación política ha estado acompañado por un incremento de
la violencia en su contra.

En México, la Ley General en Materia de Delitos Electo-
rales no tipifica la violencia política de género por lo que
no ha sido tarea fácil para las autoridades electorales per-
seguirla y sancionarla.

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
(TEPJF), el Instituto Nacional Electoral (INE), la Fiscalía
Especializada para la Atención de Delitos Electorales (Fe-
pade), la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Secre-
taría de Gobernación (Subsecretaría DDHH), la Fiscalía
Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y
Trata de Personas (Fevimtra), el Instituto Nacional de las
Mujeres (Inmujeres), la Comisión Ejecutiva de Atención a
Víctimas (CEAV) y la Comisión Nacional para Prevenir y
Erradicar la Violencia Contra las Mujeres (Conavim), ela-
boraron el primer Protocolo para la atención de la violen-
cia política contra las mujeres en razón de género con el
compromiso decidido por garantizar el libre ejercicio de
los derechos político-electorales como parte integral de la
protección de los derechos humanos de las mujeres.

El Protocolo ha sido una referencia para la resolución de con-
troversias por parte de los órganos de justicia electoral y se ha
posicionado como una valiosa herramienta para partidos po-
líticos, organizaciones sociales, grupos de mujeres y para las
personas defensoras -institucionales y no institucionales- de
los derechos humanos y ha sido punto de partida en la cons-
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trucción de referentes sólidos para contar con mayor infor-
mación cualitativa y cuantitativa sobre la violencia política de
género y a partir de él, instituciones y organizaciones han co-
menzado a trazar rutas, señalar responsables y a acompañar
los procesos de protección y denuncia.

La violencia política de género es entonces, toda aquella
acción u omisión basada en elementos de género y ejerci-
da dentro de la esfera pública o privada, que tiene por ob-
jeto limitar, anular o menoscabar la participación de las
mujeres y su acceso al ejercicio de derechos políticos y
electorales; dicha modalidad de violencia se esquematiza
de la siguiente forma:

Se distingue la violencia política de la violencia política
contra las mujeres en razón de género (VPMRG), en la
existencia de un factor: en la primera se busca menoscabar
el goce y ejercicio de un derecho de carácter político, en la
segunda se busca que esa erosión o limitación se relacione
con el género de la persona afectada, es decir, se trata de
una violencia de impacto diferenciado.

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación, determinó por medio de la Tesis de Juris-

prudencia 21/2018, de rubro Violencia política de género.
Elementos que la actualizan en el debate político, que, pa-
ra acreditar su existencia dentro de la discusión pública,
deben colmarse los siguientes requisitos:

Si bien todas las autoridades están obligadas a tutelar en el
ámbito de su competencia las respectivas denuncias rela-
cionadas con VPMRG, en la realidad y a pesar de que la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales
instruye en el Artículo 440 que las autoridades electorales
de las Entidades Federativas establezcan la regulación del
procedimiento especial sancionador, a fin de eliminar y
sancionar este tipo de violencia, en la realidad sucede una
grave disparidad, ya que, a nivel Federal, el procedimiento
al que deben sujetarse las autoridades para atender los ca-
sos de VPMRG es a través de la vía del denominado Pro-
cedimiento Especial Sancionador, el cual, es un procedi-
miento abreviado de carácter ejecutivo y de trámite
accesible, cuya duración e inmediatez permite el pronto y
oportuno desahogo de cada una de las etapas de análisis y
estudio, valoración de pruebas, desahogo de las mismas y
en su caso, resolución, la cual, en promedio dura solamen-
te algunas semanas.

Sin embargo esta prontitud con la que los Procedimientos
Especiales Sancionadores que atienden los asuntos relacio-
nados con VPMRG por parte de la autoridad Federal, con-
trasta con los tiempos y etapas procesales de las Entidades
Federativas ya que se ha documentado que en algunos ca-
sos, el procedimiento llega a durar varios meses, lo que va
en detrimento de los derechos de las mujeres víctimas de
este tipo de violencia, ya que por su propia naturaleza, la
VPMRG se configura por hechos de tracto sucesivo.



Hechos que no pueden cesar de inmediato por mandato de
la autoridad local, en virtud de lo lento del trámite para su
desahogo.

En este sentido, es fundamental que en el caso de los pro-
cedimientos de carácter sancionador que se desahogan an-
te las autoridades electorales locales, éstas cuenten con los
debidos procedimientos de carácter reglamentario para su
prontitud y expeditez, así como una salida procesal para
que, en tanto expiden los lineamientos correspondientes,
todos los procedimientos sancionadores por VPMRG se di-
riman al amparo de las reglas establecidas en los Artículos
470, 471, 472 y 473 de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, siguiendo el modelo delibera-
tivo del Procedimiento Especial Sancionador.

Así las cosas, del estudio de la legislación procedimental
respecto de la atención de asuntos relacionados con
VPMRG, la promovente de la iniciativa busca establecer, a
manera de contexto, la realidad de las Entidades Federati-
vas respecto de si cuentan o no con los respectivos meca-
nismos orientadores para dirimir las sanciones de asuntos
relacionados con VPMRG, para lo cual, se muestra la si-
guiente tabla:

Por lo anterior, la promovente de la presente iniciativa,
considera indispensable realizar el correspondiente ajuste
al artículo 440 de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales, a fin de que las autoridades electo-
rales de las Entidades Federativas, emitan sus respectivos
marcos reglamentarios para la atención pronta e inmediata
de los asuntos relacionados con VPMRG y en tanto se emi-
ten, las autoridades deberán alinear sus procedimientos de
deliberación a las reglas y tiempos establecidos para el Pro-
cedimiento Especial Sancionador.

De esta manera, damos a las autoridades de las Entidades
Federativas un eje orientador que les permita ser eficientes
en dirimir de inmediato este tipo de asuntos, al tiempo que
se les establece el mandato de emitir sus lineamientos re-
glamentarios en beneficio de los derechos políticos y elec-
torales de miles de mujeres que aspiren a participar legíti-
ma y positivamente en la toma de decisiones de su
localidad, su estado o su país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea la iniciativa con proyecto de 

Decreto

Único. Se reforma el numeral 3 y se adiciona un segundo
párrafo al artículo 440 de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales, para quedar como sigue:

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales

Libro Octavo
De los Regímenes Sancionador Electoral y 

Disciplinario Interno

Título Primero
De las Faltas Electorales y su Sanción

Artículo 440.

1. …

2. …

3. Deberán regular el procedimiento especial sancionador
para los casos de violencia política contra las mujeres en
razón de género, a través de la emisión de sus respecti-
vos lineamientos de carácter reglamentario y de mane-
ra supletoria, por medio de las reglas y mecanismos es-
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tablecidos en los Artículos 470 a 473 del presente orde-
namiento y la Ley General del Sistema de Medios de
Impugnación en Materia Electoral.

Los procedimientos para la atención de quejas y de-
nuncias presentadas en materia de violencia política
contra las mujeres en razón de género, que establezcan
las autoridades electorales de carácter local en sus res-
pectivos reglamentos, deberán desahogarse en los mis-
mos tiempos y etapas procesales que se establece para
el Procedimiento Especial Sancionador

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las legislaturas de los estados y la Ciudad de
México deberán armonizar su legislación electoral, a efec-
to de establecer en sus respectivas adecuaciones normati-
vas, los plazos y términos para que las autoridades electo-
rales emitan, en el ejercicio de sus atribuciones, los
respectivos Reglamentos para la Atención de Quejas y De-
nuncias presentadas en materia de Violencia Política con-
tra las Mujeres en razón de Género y, en su caso, se ajus-
ten a lo establecido en el presente decreto, en un término
improrrogable de 180 días naturales contados al día si-
guiente de la entrada en vigor del presente decreto.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
5 de marzo de 2024.— Diputada Juanita Guerra Mena (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Reforma Política-Electoral,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE ARMAS 
DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

«Iniciativa que reforma el artículo 26 de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, a cargo de la diputada Rey-
na Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de
Morena

La que suscribe, diputada federal Reyna Celeste Ascencio
Ortega, en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-

mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 26
de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, para
evitar se concedan licencias de armas de fuego a quienes
sean agresores de mujeres, niñas y niños, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La finalidad de esta iniciativa es reformar la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos para evitar que los agresores
de mujeres, niñas, niños y adolescentes puedan contar con
una licencia de arma de fuego.1

Para tales efectos, se propone agregar como requisito para
que una persona física obtenga o revalide una licencia de
portación de arma de fuego, debiendo cumplir que:

• No haya sido condenado por delito violento cometido
en contra de mujeres, niñas y niños, particularmente por
delitos de violencia familiar, delitos contra la libertad y
el normal desarrollo psicosexual cometidos en contra de
mujeres, niñas, niños y adolescentes, y

• No estar inscrito como deudor alimentario en el Re-
gistro Nacional de Obligaciones Alimentarias.

Asimismo, este requisito también será exigible para las
personas morales titulares de licencias colectivas que de-
berán verificar que las personas físicas a su cargo cumplan
con lo conducente.

Claramente lo que se busca con esta iniciativa es evitar, en
algún grado, los crímenes violentos con armas de fuego co-
metidos en perjuicio de mujeres, niñas y niños.

Actualmente el inciso D de la fracción I del Artículo 26 de la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos establece co-
mo requisito: “No haber sido condenado por delito cometido
con el empleo de armas”; claramente la intención del legisla-
dor es evitar que alguien que ha cometido previamente un de-
lito con armas de fuego pueda ser titular de una licencia, en
ese tenor, se estima que ante las crecientes agresiones a mu-
jeres se debe considerar adicionar este supuesto como una
restricción para obtener una licencia de arma de fuego, ya sea
como persona física o como integrante de una persona moral
que tenga una licencia colectiva.



Los delitos violentos cometidos en contra de mujeres, ni-
ñas y niños no forzosamente implican el uso de armas de
fuego, las agresiones pueden ser físicas (con las propias
manos del agresor), utilizando objetos policontundentes o
punzocortantes o bien, cualquier otro objeto o medio, co-
mo ácido o haciendo uso de automotores (atropellamien-
to); lamentablemente son muchas las formas de violencia
feminicida.

Por tales razones se considera que debe modificarse el inciso
D de la fracción I del artículo 26 de la Ley Federal de Armas
de Fuego y Explosivos para inhabilitar a quienes han come-
tido violentos en perjuicio de mujeres, niñas y niños.

Un arma de fuego potencializa el daño y agresión que se
puede ejercer en contra de una mujer, es por ello que el Es-
tado debe garantizar que este tipo de instrumentos (armas
de fuego) no estén en disponibilidad de uso para agresores
de mujeres.

El acceso a un arma de fuego por parte de una persona vio-
lenta es la peor combinación que puede existir, por lo que
las mujeres y familias que se encuentran con alguien así
corren un grave peligro, debido a que en cualquier mo-
mento pueden ser gravemente agredidas.

De acuerdo con especialistas, estudios y análisis el acceso
a armas de fuego ha aumentado la violencia y los crímenes
cometidos en perjuicio de mujeres, veamos la siguiente
precisión de la experta Nicole Huete, que refiere lo si-
guiente:

“Acceso a armas de fuego ha incrementado violencia
contra las mujeres2

Mar, 4 de octubre de 2022

En México, alrededor de cuatro de cada diez hogares
tienen acceso a un arma de fuego, lo que ha incremen-
tado la violencia contra las mujeres, señaló en la Uni-
versidad Iberoamericana Ciudad de México la licencia-
da Nicole Huete, coordinadora de Incidencia de
Intersecta.

Durante su participación en la conferencia ‘Armas de fue-
go y violencia: impactos, reformas y futuro’, donde habló
de la ‘Violencia con armas de fuego y género’, dijo que en-
tre 2000 y 2006 a tres de cada diez mujeres asesinadas en
el país se les mataba con arma de fuego, cifra que hoy se

incrementó a seis de cada diez, y en estados como Colima
o Guanajuato es de ocho de cada diez.

Huete mencionó que, gracias a la Encuesta Nacional de
Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (En-
vipe), se sabe que, debido a la inseguridad y a la delin-
cuencia, cada vez más personas portan armas de fuego; con
las que mayormente se cometen los homicidios de mujeres.

De acuerdo con la última Encuesta Nacional sobre la Di-
námica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH), de
las mujeres que denunciaron ante alguna autoridad haber
sufrido violencia física o sexual, 28.1 por ciento fueron ata-
cadas o agredidas con cuchillo, navaja o arma de fuego.

Mientras que el informe Violencia de Género con Armas de
Fuego en México (publicado por Intersecta y otras institu-
ciones) encontró que aproximadamente a cinco de cada
diez mujeres trans asesinadas les arrebataron la vida con
arma de fuego. Muchas de estas mujeres trans eran, antes
de morir, trabajadoras sexuales, y son ellas quienes enca-
bezan las cifras de violencia letal con arma de fuego en es-
ta comunidad.

Pese a la gravedad del asunto, “la violencia armada se
aborda muy poco en la agenda feminista de nuestro país”.
Debido a ello, Intersecta opina que se debe considerar el
impacto de las armas de fuego en las estrategias de pre-
vención de violencia contra las mujeres.”

De acuerdo al Inegi, en casi 6 de cada 10 feminicidios se
utiliza un arma de fuego: “En cuanto a los medios utiliza-
dos en el homicidio, el arma de fuego es utilizada en más
de la mitad de este tipo de defunciones, sin embargo, el uso
de la fuerza a través del ahorcamiento, estrangulamiento y
sofocación representa 15.3 por ciento de los casos en mu-
jeres, mostrando una diferencia notoria con los hombres en
donde este medio para llevar a cabo el homicidio represen-
ta 6.8 por ciento de los casos”,3 a continuación la gráfica
correspondiente:
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La violencia feminicida utilizando armas de fuego ha au-
mentado: “A principios de la década del 2000, solo tres de
cada 10 mujeres eran asesinadas de esta manera; en 2010,
pasaron a representar el 54.3 por ciento... por otro lado,
125,000 mujeres denunciaron haber sido amenazas por sus
parejas con un arma de fuego o blanca. De estas, 25,000
fueron agredidas con arma de fuego”4 y “El uso de armas
de fuego para asesinar a las mujeres ha incrementado en un
13.4 por ciento en las viviendas, durante los últimos cinco
años”.5

Mi compromiso como legisladora federal es proponer ade-
cuaciones legales que permitan disminuir la violencia con-
tra mujeres, y estimo que la disponibilidad de acceso a ar-
mas de fuego es un punto relevante, además bajo el
régimen propuesto se dirige también a las licencias colec-
tivas, ya que los titulares de las mismas deben asegurar que
las personas a quienes les asignan un arma de fuego no ten-
gan antecedentes de violencia contra mujeres y niños.

En tal sentido, la restricción que se propone guarda plena
justificación, es necesaria para atender un problema social
que estamos viviendo, es una medida proporcionada a las
previsiones que ya existen y resulta idóneo para evitar que
personas con claros antecedentes de violencia tengan acce-
so a un arma de fuego, ya sea en lo individual o como par-
te de una corporación que tiene una licencia colectiva.

Con motivo de lo anterior se formula la presente iniciativa,
misma que se expone en el siguiente cuadro comparativo:



En mérito de lo anteriormente expuesto, se somete a consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforma el artículo 26 de la Ley
Federal de Armas de Fuego y Explosivos

Único. Se reforman el párrafo primero y el inciso D de la
fracción I, asimismo se adiciona un inciso D Bis) a la frac-
ción I, todos del artículo 26 de la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos, para quedar como sigue: 

Artículo 26.- Las licencias particulares para la portación
de armas serán individuales para personas físicas, o colec-
tivas para las morales, y podrán expedirse o revalidarse
cuando se cumplan los requisitos siguientes:

I. …

A. a C. …

D. No haber sido condenado mediante resolución
judicial firme por delito cometido con el empleo de
armas ni por delitos de violencia familiar, delitos
contra la libertad y el normal desarrollo psicose-
xual cometidos en contra de mujeres, niñas, niños
y adolescentes;

D Bis.) No estar inscrito como deudor alimentario
en el Registro Nacional de Obligaciones Alimen-
tarias;

E. a F. …

II. …

...

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo.- Las personas morales titulares de licencias co-
lectivas a que se refiere en la fracción II del artículo 26 de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos deberán
verificar que quienes portan armas cumplen con lo previs-
to en el presente decreto, debiendo presentar informe sobre
las personas a las que se retiró de la licencia colectiva, el
informe se presentará ante la autoridad correspondiente
dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor del
presente decreto.

Notas

1 Esta iniciativa se había presentado el pasado 17 de enero de 2024, pe-
ro se retiró para hacer los siguientes ajustes:

-Considerar que los requisitos se deben cumplir en la obtención y
revalidación del permiso.

-Considerar a los “adolescentes”, ya que se había omitido en el pri-
mer proyecto.

-Precisar los delitos que hacen incompatible la obtención del per-
miso, ya que el concepto “delito violento” resultaba sobre inclusi-
vo, y

-Adicionar como requisito no estar inscrito en el Registro Nacional
de Obligaciones Alimentarias.

2 https://ibero.mx/prensa/acceso-armas-de-fuego-ha-incrementado-
violencia-contra-las-mujeres

3 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2021/
EAP_Elimviolmujer21.pdf 
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4 https://politica.expansion.mx/mexico/2021/10/19/en-mexico-seis-
de-cada-10-asesinatos-de-mujeres-son-con-arma-de-fuego

5 https://www.forbes.com.mx/noticias-crece-feminicidios-mujeres-20-
24-anos/

Dada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2024.—
Diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Defensa Nacional, para dic-
tamen.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma los artículos 58 y 59 del Código
Civil Federal, a cargo de la diputada Reyna Celeste Ascen-
cio Ortega, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada federal Reyna Celeste Ascencio
Ortega, en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 58 y 59 del Código Civil Federal, para garantizar el de-
recho de mujeres cónyuges que han contraído matrimonio
igualitario para reconocer y dar apellido a sus hijas e hijos,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La finalidad de esta iniciativa es garantizar el derecho de
mujeres cónyuges que han contraído matrimonio igualita-
rio para reconocer y dar apellido a sus hijas e hijos, para ta-
les efectos se hacen modificaciones a los artículos 58 y 59
del Código Civil Federal.

Muchas mujeres contraen matrimonio igualitario y deciden
tener, educar y criar a uno o varios hijos, por lo que acuden
a tratamientos de reproducción asistida o incluso a la lla-
mada maternidad subrogada, como se aprecia, ello supone
diversos retos y pormenores, pero particularmente cuando
nace el bebé, se enfrentan a que no pueden reconocerlo co-
mo hijo, o bien se niegan a poner el apellido de ambas mu-
jeres, esto no sólo es una afectación para esa familia, sino
es en perjuicio del propio infante al que se le está negando

el derecho al nombre y a la filiación a una familia; incluso
al no poder obtener el acta de nacimiento, se les niegan
otros servicios esenciales como la cartilla de vacunación o
la seguridad social, precisamente por no tener el acta de na-
cimiento.

Como se aprecia, el problema no es menor y afecta tanto al
infante como a las madres, por lo que es una cuestión que
debe atender el derecho, de ahí la precisión a los artículos
58 y 59 del Código Civil Federal.

El matrimonio igualitario entre dos mujeres, constituye la
formación de una nueva familia, de modo que tienen dere-
cho a tener hijos y a que estén afiliados a ese núcleo fami-
liar, para ello, las mujeres recurren a centros o clínicas de
reproducción asistida o como lo habíamos señalado, tam-
bién está la posibilidad de la maternidad subrogada, una
vez realizado lo anterior, que supone per se que sean criti-
cadas por querer tener un hijo, además de considerar los
gastos por el tratamiento médico de asistencia a la repro-
ducción, aunado a todo lo anterior, es matrimonio se tenga
que enfrentar a que se nieguen a registrar al bebe, a que só-
lo le pongan el apellido de una de las madres, a que están
indagando sobre quién es el padre, lo que sólo menoscaba
los derechos de las personas.

Con motivo de lo anterior, proponemos que si un matrimo-
nio igualitario entre mujeres decide someterse a una terapia
de reproducción asistida, se concibe y la madre da a luz, po-
drá aceptar que su cónyuge funja también como madre en el
acta de nacimiento, equiparándose al parentesco por con-
sanguinidad, esto es con la finalidad de otorgar plenos de-
rechos y una relación como si fuera un hijo propio, por lo
que al registrar al bebe, en el acta de nacimiento se asenta-
rán los apellidos de ambas cónyuges, procurando colocar en
primer término el apellido de la madre natural, salvo acuer-
do en contrario, esto con la finalidad de favorecer el dere-
cho de la madre natural así como dar mayor preeminencia
al patronímico de la consanguinidad natural. Ahora bien,
como esa familia puede válidamente aspirar a tener más
hijas o hijos, se propone crear una regla donde los hijos
subsiguientes tengan el mismo orden en los apellidos, ba-
jo la finalidad de que haya uniformidad en el nombre en-
tre los hermanos y hermanas, en atención a el interés su-
perior de la infancia, bajo la finalidad de que sean
discriminados por tener apellidos diferentes, de ahí la
uniformidad que se propone.

El acceso a la maternidad y paternidad es una de estas rei-
vindicaciones del colectivo LGBTIQ+ que se ha visto



acentuada durante los últimos años con un crecimiento de
familias que se alejan del concepto tradicional formado por
padre, madre e hijos.

En ese tenor, los matrimonios de lesbianas con hijos son un
ejemplo de estos nuevos modelos familiares, donde las téc-
nicas de reproducción asistida juegan un papel importante
para ayudar a que muchas parejas de mujeres cumplan su
deseo de ser madres. Según recientes estudios, 73.2 por
ciento de las familias homoparentales (una pareja de hom-
bres o de mujeres con hijos) recurren a técnicas de repro-
ducción asistida para tener hijos. En concreto, actualmente
se hacen cerca de 5 mil tratamientos de fertilidad al año a
parejas de lesbianas, cifra que se ha triplicado durante el úl-
timo año.

Con objeto de que haya mayores elementos jurídicos que
sostengan esta propuesta se transcriben los siguientes pre-
cedentes judiciales:

Registro digital: 2020783
Aislada
Materias(s): Constitucional, Civil
Décima Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
Tomo: Libro 71, octubre de 2019, Tomo II
Tesis: 1a. LXXXVII/2019 (10a.)
Página: 1157

Derecho a la reproducción asistida. Lo tienen las pa-
rejas de matrimonios homosexuales.

De los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 1 y 11 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, así como 14, nu-
meral 1, apartado b, del Protocolo Adicional a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos en Mate-
ria de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
“Protocolo de San Salvador”, y en atención a la juris-
prudencia de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, debe reconocerse el derecho de las parejas de
matrimonios homosexuales para convertirse en padres o
madres mediante el acceso a los adelantos de la ciencia
en materia de reproducción asistida. Lo anterior es así
porque el concepto de familia cuya protección ordena la
Constitución no se identifica ni limita a un solo tipo de
familia, sino a ésta entendida como realidad social, por
lo que la tutela se extiende a todas sus formas y mani-
festaciones, entre ellas, las formadas por matrimonios

homosexuales. Además, porque la decisión de las per-
sonas para ser padre o madre en el sentido genético o
biológico, corresponde al ámbito del derecho a la vida
privada y a la familia, en la que no debe haber injeren-
cias arbitrarias por parte del Estado, lo cual se relaciona
con la autonomía reproductiva y el acceso a los benefi-
cios del progreso científico y tecnológico, que implica
el derecho a ser informados y a tener libre elección y ac-
ceso a métodos para regular la fecundidad, que sean se-
guros, eficaces, de fácil acceso y aceptables. Y como ese
derecho se entiende dado a toda persona, sin distinción
en cuanto preferencia sexual, no sólo les asiste a los ma-
trimonios heterosexuales con problemas de infertilidad,
sino también a los matrimonios homosexuales, en los
que se presenta una situación similar, ante la circunstan-
cia de que en su unión sexual no existe la posibilidad de
la concepción de un nuevo ser, entendida como la fe-
cundación del óvulo (gameto femenino) por el esperma-
tozoide (gameto masculino).

Amparo en revisión 553/2018. 21 de noviembre de
2018. Cinco votos de los ministros Arturo Zaldívar Le-
lo de Larrea, quien reservó su derecho para formular vo-
to concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien
reservó su derecho para formular voto concurrente y
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho
para formular voto concurrente. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las
10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Registro digital: 2020442
Aislada
Materias(s): Constitucional
Décima Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
Tomo: Libro 69, agosto de 2019, Tomo II
Tesis: 1a. LXV/2019 (10a.)
Página: 1314

Comaternidad. Es una figura referida a la doble filia-
ción materna en uniones familiares homoparentales.

El derecho fundamental a la protección del desarrollo y
organización de la familia reconocido en el artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
comprende a todo tipo de uniones familiares, entre ellas,
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las homoparentales conformadas por personas del mismo
sexo. En ese sentido, todas las personas sin distinción de
género u orientación sexual tienen el derecho a formar
una familia, y si es su deseo, acceder a la procreación y
crianza de hijos propios, adoptados, gestados mediante el
uso de técnicas de reproducción asistida, o procreados
por uno de ellos. Ahora bien, la comaternidad es una fi-
gura propia de la unión familiar homoparental constitui-
da por dos mujeres, que se refiere a la doble filiación ma-
terna, por virtud de la cual la pareja de mujeres se encarga
del cuidado bajo su seno de uno o más hijos, como cual-
quier otro ejercicio de crianza parental, aun cuando una
de ellas o ambas no tengan un vínculo genético con el hi-
jo o hijos. Este ejercicio de procreación y/o crianza de hi-
jos debe reconocerse al tenor del citado derecho constitu-
cional cuya protección se extiende a toda clase de familia,
teniendo en cuenta que lo relevante en el ejercicio de los
deberes parentales es que éstos se realicen en un ambien-
te de amor y comunicación con los menores de edad,
brindándoles una sana educación para la vida, de la ma-
nera más informada posible, que contribuya a su sano de-
sarrollo integral, y tales caracteres exigibles en la crianza
de los hijos no están determinados por el género o las pre-
ferencias sexuales de quienes la realizan, ni por la exis-
tencia de vínculos genéticos entre las personas.

Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cin-
co votos de los ministros Norma Lucía Piña Hernández,
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebo-
lledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis Gonzá-
lez Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña
Hernández. Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura
Patricia Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019, a las
10:31 horas, en el Semanario Judicial de la Federación.

Registro digital: 2017232
Aislada.
Materias(s): Constitucional, Civil
Décima Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
Tomo: Libro 55, junio de 2018, Tomo II
Tesis: 1a. LXXVI/2018 (10a.)
Página: 957

Derecho a la reproducción asistida. Forma parte del
derecho a decidir de manera libre, responsable e in-
formada, sobre el número y el espaciamiento de sus

hijos, previsto en el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Tanto hombres como mujeres tienen el derecho a deci-
dir de manera libre, responsable e informada, sobre el
número y el espaciamiento de sus hijos; este derecho es-
tá protegido por el Estado mexicano y encuentra susten-
to en el artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos, cuyo artículo 16 consa-
gra el derecho que tienen todos los hombres y mujeres
de fundar una familia, señalando que ésta es el elemen-
to natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho
a la protección de la sociedad y del Estado. De acuerdo
con lo anterior, la decisión de tener hijos a través del
empleo de las técnicas de reproducción asistida pertene-
ce a la esfera más íntima de la vida privada y familiar de
una pareja, y la forma en cómo se construye esa deci-
sión, es parte de la autonomía de la voluntad de una per-
sona.

Amparo directo en revisión 2766/2015. 12 de julio de
2017. Unanimidad de cuatro votos de los ministros Artu-
ro Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a
formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz,
quien reservó su derecho a formular voto concurrente,
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Her-
nández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponen-
te: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Ál-
varez Toledo.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de junio de 2018 a las
10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

En ese tenor si las mujeres tienen derecho a casarse con
otra mujer, formar una familia y tener hijos pudiendo acu-
dir a centros de reproducción asistida, luego entonces, tie-
nen el pleno derecho de que sus hijos tengan sus apellidos,
y así se consigne en los actos del estado civil de las perso-
nas.

Con motivo de lo anterior se formula la presente iniciativa,
misma que se expone en el siguiente cuadro comparativo:



En mérito de lo anteriormente expuesto, se somete a consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforman los artículos 58 y 59 del
Código Civil Federal

Único. Se reforma el artículo 59 y se adiciona un segundo
párrafo al artículo 58, ambos del Código Civil Federal, pa-
ra quedar como sigue: 

Artículo 58.- ...

En caso de matrimonio igualitario entre mujeres que
se sometan a un método de fecundación asistida, la
madre que dio a luz podrá aceptar que su cónyuge
funja también como madre en el acta de nacimiento,
equiparándose al parentesco por consanguinidad; en
el acta de nacimiento se asentarán los apellidos de
ambas cónyuges, procurando colocar en primer tér-
mino el apellido de la madre natural, salvo acuerdo
en contrario. En caso de que se procreen más de un
hijo en los términos de este artículo, se procurará
que los siguientes hijos tengan el mismo orden en los
apellidos.

...

...

...

Artículo 59.- Cuando el nacido fuere presentado como hi-
jo de matrimonio, se asentarán los nombres, domicilio y
nacionalidad de ambos cónyuges, los nombres y domici-
lios de los abuelos y los de las personas que hubieren he-
cho la presentación.

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2024.—
Diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Diversidad, para opinión.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo de la diputada Reyna Celeste Ascencio
Ortega, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Federal Reyna Celeste Ascencio
Ortega, en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos
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77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
132 de la Ley Federal del Trabajo, en materia de permiso
laboral a mujeres trabajadoras con motivo del parto de su
cónyuge, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La finalidad de esta iniciativa es reformar la Ley Federal
del Trabajo para que mujeres trabajadoras tengan derecho
a un permiso de cinco días laborables con goce de sueldo
en caso de que su cónyuge diere a luz.

Se trata de una iniciativa dirigida a mujeres lesbianas tra-
bajadoras para que puedan ayudar a su pareja después del
parto, y puedan participar en la crianza del bebé que acaba
de nacer.

Bajo un principio de igualdad, se establece el mismo bene-
ficio para las mujeres trabajadoras lesbianas, al igual que
como ocurre con los hombres cuando nace su hijo, es de-
cir, conceder cinco días laborables con goce de sueldo, se
considera que es proporcional y necesario para los fines
que se persiguen, y de ningún modo se afecta de sobrema-
nera a la fuente de trabajo, es una cuestión que ya estable-
ce la ley para el caso de los varones.

Con esta iniciativa se busca proteger de mejor modo a las
familias mexicanas que se constituyen de dos mujeres,
donde una de ellas ha optado por la maternidad, común-
mente lo hacen a través de procedimientos de fertilización
asistida, por lo que buscamos apoyar a estas familias me-
xicanas para que tengan los mismos derechos que la llama-
da familia tradicional.

Muchas mujeres han contraído matrimonio (dado el impul-
so del matrimonio igualitario) y deciden tener hijos, por lo
que recurren a métodos de reproducción asistida, en el ca-
so en concreto, la mujer que no está embarazada tiene de-
recho a estar presente durante el parto, a cuidar a su pareja
y al nuevo integrante de la familia que recién ha nacido,
por lo que deben otorgársele los mismos cinco laborales
con goce de sueldo, como se les otorga a los hombres cuan-
do nace un hijo suyo.

Se trata de una lucha de reconocimiento de derechos, de
aceptar la diversidad y reconocer que existen muchos tipos
de familias, y todos tienen derecho a un sano desarrollo y
a tener las mismas oportunidades, en este caso laborales,

para poder vivir en plenitud, con ello se busca promover la
igualdad de las personas que desean tener un hijo con in-
dependencia de su sexo, opción/orientación sexual o cual-
quier otra situación.

Tristemente algunas mujeres que viven juntas tienen un hi-
jo, y se enfrentan a múltiples problemas, en principio, an-
tes no se podían casar, no había derecho a beneficios de se-
guridad o a una pensión de seguridad social, y en el caso
particular, se les niega la oportunidad de estar con su fami-
lia en uno de los eventos más bellos y conmovedores de la
vida, el nacimiento de un nuevo integrante de la familia, y
los retos no acaban ahí, también se les niega el derecho a
ser reconocidas como madres, no pueden registrar y reco-
nocer como suyo al hijo de su pareja, pese a que se trata de
un matrimonio que decidió tener un hijo. De esa manera, se
truncan las oportunidades y el principio de igualdad ante la
ley para muchas mujeres que deciden contraer matrimonio
con otra mujer, siendo totalmente absurdo que la ley no les
conceda permiso para estar en el nacimiento de su hijo o
hija, para ejemplificar lo que antecede si cita la siguiente
referencia:

Las familias lesbomaternales están lejos de ser visibles en
los entornos laborales.

Sesgos y discriminación invisibilizan a las mujeres lesbia-
nas y sus familias, y obstaculizan sus derechos.

LAURA ISLAS

8 de junio de 2022

Ciudad de México. Entre los compañeros de escuela de
su hija mayor, Bárbara es una sensación y muchos dicen
que es la madre que quisieran tener. “Soy la mamá ta-
tuada, liberal, lesbiana”, explica. Tiene 35 años y desde
hace 15 trabaja como administrativa en una dependen-
cia pública.

Su vida es ajetreada porque es madre soltera de una ado-
lescente que va a la secundaria, de una niña que acude a la
primaria y de un niño que va al preescolar. Para sufragar
los gastos también es conductora de automóvil en una red
de mujeres que ofrece viajes seguros para otras mujeres,
en la Ciudad de México, y a veces hace tatuajes.

Pero la sensación que causa entre los amigos de su hija
es distinta a la que genera en su entorno laboral. Aunque
ella es abierta respecto a su orientación sexual, siempre



encuentra discriminación. “Hay veces que se disfraza a
la discriminación como tolerancia y el que te toleren no
significa precisamente que seas aceptado”, señala en en-
trevista para Dalia Empower.

…

DISCRIMINACIÓN, LA ETERNA SOMBRA

En México, las familias lesbomaternales todavía enfrentan
barreras en el ámbito laboral, dice Adelina González Ma-
rín, directora de Promoción de Cultura y No Discrimina-
ción del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación
(Conapred). Aunque el reconocimiento del matrimonio
igualitario ya fue aprobado en 26 de las 32 entidades del
país, la lesbomaternidad aún no goza de la protección de
todos los derechos en igualdad de condiciones.

“Lamentablemente los prejuicios y los estereotipos sub-
sisten en relación con lo que la familia tiene que ser y
por lo general está basada en la idea de papá, mamá e hi-
jitos”, explica en entrevista con Dalia Empower.

Aunque la ley señala que hombres y mujeres deben ac-
ceder al trabajo en igualdad de condiciones, existen bre-
chas importantes para las mujeres que se reflejan en las
contrataciones, los ascensos y las responsabilidades
asignadas. “Las parejas lésbicas en el trabajo sufren hu-
millación, denigración, agresión psicológica y física,
discriminaciones múltiples, como les llamamos en el es-
pacio laboral, y no solo por ser mujeres, sino además
por ser mujeres lesbianas”, dice.

De 2012 a marzo de 2022, el Conapred ha registrado un to-
tal de mil 175 expedientes de quejas relacionadas con per-
sonas de la diversidad sexual y de género. De esa cifra, 889
fueron contra personas en lo particular —como empleado-
res o prestadores de servicios— y 289 fueron contra auto-
ridades públicas federales.

“El mayor número de estas quejas, alrededor del 30 por
ciento, justamente se dieron en el ámbito laboral, lo cual
confirma cómo el espacio de trabajo es nodular para prác-
ticamente cualquier persona adulta”, explica Adelina. En
909 casos se vulneró el derecho al trato digno, en 317 el de-
recho al trabajo y en 305 el derecho a una vida libre de vio-
lencia.

Durante la pandemia de coronavirus, las violaciones a los
derechos humanos de la población LGBT+ se agravaron

más. El informe Impacto Diferenciado ante la Covid-19 en
la Comunidad LGBT+ en México, señala que antes de la
contingencia sanitaria, el 49.5 por ciento de las disidencias
sexuales no recibía los mismos beneficios, prestaciones y
ascensos; mientras que 47.5 por ciento vivía acoso u hosti-
gamiento por parte de superiores, colegas o clientela.

El reporte elaborado por el Copred y más de 30 organismos
de la sociedad civil, el gobierno y organizaciones interna-
cionales, indica que la explotación laboral y la reducción
salarial injustificada por orientación sexual y/o identidad
de género aumentó 35.9 por ciento.

Un estudio cualitativo realizado en Estados Unidos en el
que se entrevistó a 53 empleados de la comunidad lésbico,
gay y bisexual de diversos sectores y tipos de trabajo, mos-
tró otro resultado de la invisibilización y la discriminación.
La investigación elaborada por los académicos Katina B.
Sawyera, Christian Thoroughgooda y Jamie Ladge, expuso
cómo las empresas dificultan que las personas LGBT lo-
gren el equilibrio entre la vida personal y laboral.

Los autores descubrieron que los empleados LGBT, ade-
más de experimentar los mismos conflictos trabajo-familia
que sus colegas heterosexuales, también viven conflictos
adicionales relacionados con la estigmatización de su iden-
tidad y su familia. Estos van desde tensión sobre si deben
aprovechar las prestaciones familiares por miedo a revelar
su relación entre personas del mismo sexo, hasta tener con-
flictos sobre si llevar a los cónyuges a eventos de trabajo y
sentirse incomodidad por hablar con un supervisor de los
desafíos familiares que les afectan.

Lee también: Cómo las empresas pueden construir su pro-
tocolo sobre violencia contra las mujeres.

Con esto quiero decir que las lesbianas, la discriminación
por orientación sexual que viven, es la menos visible y ne-
cesitamos justamente trabajar no solamente en hacerla vi-
sible, sino en combatirla.

Debemos dejar atrás atavismos y prejuicios, y reconocer
que existen familias conformadas por dos mujeres, donde lo
importante es que el Estado y la Ley reconozcan que son re-
laciones de ayuda, amor y apoyo mutuo, por lo que no exis-
te ninguna justificación ni pretexto para negarles la posibi-
lidad de tener un permiso laboral de cinco días con goce de
sueldo para poder estar con su pareja y el nuevo integrante
de su familia.
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Haciendo un poco de referencia, en el caso del orden jurí-
dico de España se reconoce esta posibilidad y se aprecia
que incluso es más progresivo que lo que hay en México
actualmente incluso para los nuevos padres, al respecto se
cita lo siguiente:

Permiso de maternidad en parejas homosexuales1

El nacimiento de un bebé, además de aportar mucha
felicidad a la pareja, supone realizar una serie de
trámites que debemos conocer, entre los que se en-
cuentra la obtención del permiso de maternidad. En la
actualidad, aunque disponemos de mucha información a
nuestro alcance, todavía existen muchas dudas acerca
del permiso de maternidad en parejas homosexuales.
Así que si necesitas conocer más sobre la baja de ma-
ternidad para madres homosexuales, vamos a explicar, a
continuación, en qué consiste este trámite, cómo se pue-
de solicitar y cuál es su duración de acuerdo a las nue-
vas medidas en vigor desde enero de 2020.

¿Qué es el permiso de maternidad y cómo se puede
solicitar?

El permiso o baja por maternidad es un periodo de des-
canso de 16 semanas del que pueden disfrutar todas las
mujeres trabajadoras que vayan a tener un bebé. En es-
te tiempo, serán obligatorias las seis semanas ininte-
rrumpidas inmediatamente posteriores al parto, que ha-
brán de disfrutarse a jornada completa, para asegurar la
protección de la salud de la madre. Durante ese tiempo,
conservarán todos los derechos laborales y percibirán
una prestación económica, que corresponde al 100% del
salario base, para compensar los ingresos perdidos.
Además, si la maternidad o paternidad sucede mientras
se está en situación de paro, se deberá solicitar la sus-
pensión de los subsidios de desempleo para iniciar el co-
bro de la prestación por maternidad o paternidad, que
abonará el Instituto Nacional de la Seguridad Social. A
su vez, el progenitor distinto de la madre biológica pue-
de disponer también de 16 semanas de permiso.

No obstante, conviene señalar que de acuerdo con el Real
Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, los dos permisos reci-
ben el nombre común de «nacimiento y cuidado del me-
nor». Ambas prestaciones aparecen reguladas en el artícu-
lo 48 del Estatuto de los Trabajadores (ET). En el caso
concreto del permiso de maternidad en parejas homose-
xuales, si la pareja está formada por madres del mismo se-

xo, la madre biológica dispondrá de la baja por maternidad;
igual que sucede en las parejas heterosexuales. En cambio,
para que su pareja pueda solicitar el permiso distinto de la
madre biológica, se exige que tenga un vínculo jurídico
con el bebé, según lo establecido en el artículo 7.3 de la
Ley 14/2006 sobre Técnicas de Reproducción Humana
Asistida. Estas parejas pueden someterse a tratamientos de
fertilidad, tales como la FIV en ciclo natural o la insemi-
nación artificial (IA). Entre estos, uno de los tratamientos
más solicitados es el de recepción de ovocitos de la pare-
ja (método ROPA), una técnica que se realiza en la clínica
Minifiv en el que ambas mujeres se implican y comparten
el proceso.

Por otra parte, y a modo informativo, debemos mencionar
que, si se trata de parejas formadas por dos hombres, la le-
gislación española solo permite la vía de la adopción; ya
que la gestación subrogada está prohibida en España de
acuerdo con el artículo 10 de la Ley sobre Técnicas de Re-
producción Humana Asistida. No obstante, si el menor ha
sido gestado fuera de este país, el padre biológico podrá re-
clamar su paternidad conforme a las reglas generales. Con
todo, los padres homosexuales tienen derecho a solicitar
las prestaciones de paternidad siempre que el hijo haya si-
do adoptado de forma legal. La suspensión de su contrato
de trabajo durará dieciséis semanas para cada adoptante, de
las cuales seis deberán disfrutarse a jornada completa tras
la resolución judicial por la que se constituye la adopción.

Las prestaciones de maternidad y paternidad le correspon-
den al Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS). En
cuanto a la documentación necesaria para su solicitud por
nacimiento, los trabajadores deben cumplimentar el docu-
mento oficial de la prestación y aportar copia del DNI (NIE
o pasaporte en el caso de extranjeros), certificado de la em-
presa con fecha de inicio de la suspensión laboral por ma-
ternidad (si éste no fue enviado a través del Sistema RED),
libro de familia o el certificado de inscripción del hijo en el
Registro Civil, y el informe de maternidad del hospital o de
la clínica donde nació el bebé de la pareja. Asimismo, tam-
bién se requiere la última nómina y el número de cuenta
bancaria donde se recibirá el pago.

En el caso de la adopción, los padres deben entregar la co-
rrespondiente resolución judicial por la que queda consti-
tuida la adopción. Toda esta documentación debe presen-
tarse en cualquier oficina de la Seguridad Social a partir del
día siguiente del nacimiento del bebé o de la adopción.



¿Qué duración tiene el permiso de maternidad?

Actualmente, el tiempo de duración del permiso de mater-
nidad en parejas homosexuales es de 16 semanas desde que
nace el bebé, de las cuales las 6 primeras semanas poste-
riores al parto son obligatorias para garantizar el cuidado
del hijo; según el Real Decreto-ley 6/2019. En cuanto a la
solicitud de este permiso, la madre biológica tiene derecho
a adelantarlo hasta 4 semanas antes de la fecha prevista del
nacimiento del bebé. Si se trata de un bebé prematuro o que
necesita más de 7 días de hospitalización, la duración del
permiso de maternidad se ampliaría el tiempo que necesite
estar hospitalizado, con un máximo de 13 semanas extra.
También conviene señalar que la madre biológica puede
ceder hasta 2 semanas del total restante a su pareja duran-
te 2020 hasta que ambos permisos se igualen en 2021, 
como explicaremos ahora.

Por su parte, desde el 1 de enero de 2020, el permiso de ma-
ternidad o del progenitor distinto de la madre biológica se han
ampliado a un total de 12 semanas (de las cuales las 4 prime-
ras son obligatorias tras el parto). No obstante, a partir de
2021, este permiso se modificará para alcanzar las 16 sema-
nas con el objetivo de que la duración sea la misma y que los
permisos por maternidad sean iguales, intransferibles y no
necesariamente simultáneos entre ambos progenitores.

En cuanto a la distribución del tiempo de estos dos permi-
sos, la pareja puede elegir disfrutarlos a la vez o de forma
consecutiva. De esta forma, siempre que se respeten las se-
manas obligatorias de las que ya hemos hablado (las 6 pri-
meras semanas inmediatamente consecutivas al parto), las
semanas restantes podrán distribuirlas como consideren
oportunas; siempre que se lo comuniquen a la empresa con
un tiempo de 15 días de antelación. Del mismo modo, tam-
bién pueden llegarse a acuerdos con el empleador para rea-
lizar los periodos de descanso en media jornada o jornada
completa. Sin embargo, como norma general, se establece
que el total del permiso tiene que disfrutarse en ambos ca-
sos antes de que el bebé cumpla un año de edad.

Por otra parte, resulta necesario señalar que todos los tra-
bajadores tienen derecho a solicitar un permiso de reduc-
ción de jornada laboral por guarda legal con el objetivo de
cuidar del menor hasta que cumpla 12 años, tal y como fi-
gura en el artículo 37.5 del Estatuto de los Trabajadores
(ET). La jornada laboral puede reducirse entre un mínimo
del 12,5 por ciento y un máximo del 50 por ciento respec-
to al total. En función de esta reducción horaria, se aplica-
rá una disminución del salario de acuerdo a las horas tra-

bajadas. Además, desde la publicación del Real Decreto-
ley 6/2019, en el artículo 34 del citado estatuto se explica
que, en la actualidad, también se posibilita que los trabaja-
dores adapten la jornada de trabajo sin necesidad de redu-
cirla para conciliar vida laboral y familiar. Una vez que fi-
nalice este periodo, el trabajador podrá solicitar a la
empresa volver de nuevo a su jornada laboral habitual.

Con motivo de lo anterior se formula la presente iniciativa,
misma que se expone en el siguiente cuadro comparativo:

En mérito de lo anteriormente expuesto, se somete a consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforma el artículo 132 de la Ley
Federal del Trabajo

Único. Se reforma la fracción XXVII Bis del artículo 132
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue: 

Artículo 132.- Son obligaciones de los patrones:

I. a XXVII. …

XXVII Bis. Otorgar permiso de paternidad de cinco dí-
as laborables con goce de sueldo, a los hombres trabaja-
dores, por el nacimiento de sus hijos y de igual manera
en el caso de la adopción de un infante; así como para
mujeres trabajadoras en caso de que su cónyuge die-
re a luz;

XXVIII. a XXXIII. …

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Nota

1 https://www.minifiv.es/blog/permiso-maternidad-parejas-homose-
xuales

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2024.—
Diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 3o. de la Ley General
de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Rocío Natalí
Barrera Puc, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, diputada Rocío Natalí Barrera Puc, del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura, en ejerci-
cio de la facultad que le confieren los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6, numeral 1, fracción I; 76, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona la fracción XII al artículo 3 de la Ley General
de Desarrollo Social, conforme al siguiente

Planteamiento del problema

El bienestar de la población es, sin duda, uno de los objeti-
vos generales del pacto social y de la instauración del esta-
do constitucional. Desde las diferentes visiones de gobier-
no y administración, el desarrollo social tiene el objetivo
de mejorar las condiciones de vida de las personas en los
diferentes ámbitos que se refieren a los servicios de salud,
seguridad social, educación, empleo, recreación, vivienda
y en general al acceso e igualdad de oportunidades en to-
das las etapas de la vida. 

La juventud debe ser en este sentido, una etapa prioritaria
donde el Estado debe garantizar derechos sociales, político
y económicos que protejan su desarrollo en condiciones de
justicia e igualdad.

En 2020, de acuerdo con el Censo de Población y Vivien-
da, en México había 37.8 millones de personas de 12 a 29

años, lo que representa 30 por ciento del total de habitan-
tes del país.

Con base en las proyecciones poblacionales 2016-2050 del
Consejo Nacional de Población (Conapo), se estima que
para 2020 en México residen alrededor de 39.2 millones de
personas adolescentes y jóvenes (12 a 29 años). 52.7 por
ciento de las personas de dicho sector poblacional se con-
centran en 8 entidades: Estado de México (13.6 por cien-
to), Jalisco (6.7 por ciento), Ciudad de México (6.6 por
ciento), Veracruz (6.0 por ciento), Puebla (5.5 por ciento),
Guanajuato (5.1 por ciento), Chiapas (4.7 por ciento) y
Nuevo León (4.6 por ciento). A nivel nacional, la población
joven representa 30.7 por ciento de la población total del
país.1

La deuda histórica con las y los jóvenes en México ha sido
una permanente durante décadas, en los últimos 5 años las
bases de la política social se ha centrado principalmente en
la erradicación de la pobreza y la implementación de ac-
ciones y apoyos que eviten mayor desigualdad social y
económica generada entre otros aspectos por la inadecuada
distribución del ingreso y el acceso a las oportunidades, es
decir se ha enfocado en que el Estado garanticé y no sólo
enuncié, derechos sociales y humanos, que permitan de
manera igualitaria generar un desarrollo humano a todas
las personas en atención a sus necesidades.

Por su parte la Convención Iberoamericana de Derechos de
los Jóvenes, tratado internacional firmado en la ciudad de
Badajoz, España, en octubre de 2005 y actualizado en 2016
por los países miembros del Organismo Internacional de
Juventud para Iberoamérica, entre ellos, México.2 Estable-
ce derechos civiles, políticos, económicos, sociales y cul-
turales de las personas jóvenes.

En consecuencia, el Estado mexicano está obligado a dar
cumplimiento a este compromiso y su protocolo facultati-
vo, principalmente en la implementación de políticas, pro-
gramas, proyectos e iniciativas en materia de juventud, con
enfoque de derechos. La Convención Iberoamericana de
Derechos de los Jóvenes mandata el impulso y apoyo de
acciones a favor de los jóvenes para garantizar sus dere-
chos, el respeto y promoción de sus perspectivas de liber-
tad y progreso social a que legítimamente aspiran.

En este sentido, la presente iniciativa, misma que pretende
incorporar la perspectiva de juventud en la Ley de General
de Desarrollo Social como una acción afirmativa que visi-



biliza la importancia del diseño e implementación de polí-
ticas a favor de este sector de la población en México y su
importancia para el desarrollo integral de la nación mexi-
cana.

La Ley de General de Desarrollo Social tiene dentro de sus
objetos garantizar el pleno ejercicio de los derechos socia-
les consagrados en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los
que México forma parte, asegurando el acceso de toda la
población al desarrollo social, así como señalar las obliga-
ciones del gobierno en esta materia.

En este instrumento jurídico se incluyen los principios rec-
tores, acciones prioritarias y de interés público para la rec-
toría y promoción del desarrollo social. En este sentido la
presente propuesta establece incluir dentro de los princi-
pios que rigen la Ley de General de Desarrollo Social, el
principio de perspectiva de juventud.

Recientemente a esta ley, y en atención a la realidad social,
se incluyó el principio de perspectiva de género e interés
superior de la infancia derivado de recientes modificacio-
nes para armonizar el marco jurídico en materia de dere-
chos humanos. De manera equivalente se propone subrayar
el teman de la juventud y se integre de manera transversal
a políticas públicas en materia de desarrollo social.

También es importante mencionar que el 5 de febrero de
2024 el Presidente Andrés Manuel López Obrador, presen-
tó al Poder Legislativo un paquete de reformas constitucio-
nales en diversas materias, una de ellas para garantizar de
manera constitucional un apoyo económico mensual equi-
valente a al menos un salario mínimo general vigente a jó-
venes entre 18 y 29 años que se encuentren en desocupa-
ción laboral y no estén cursando en alguno de los niveles
educativos, a fin de capacitarlos para el trabajo por un pe-
riodo de hasta 12 meses en negocios, empresas, talleres,
tiendas y demás unidades económicas. 

Lo anterior, con el objetivo de dar continuidad a la integra-
ción de las juventudes en actividades laborales para mejorar
su calidad de vida, alejarlos del desempleo, así como agilizar
su profesionalización en las actividades productivas hacién-
dolos partícipes del desarrollo económico nacional.

Específicamente esta propuesta se refiere a garantizar el
programa Jóvenes Construyendo el Futuro,3 un programa
implementado a partir de esta administración a más de 2
millones 339 mil personas de 18 a 29 años, donde se han

capacitado para el trabajo como aprendices con seguro so-
cial y un apoyo mensual.

Esta política atiende también al compromiso internacional
mencionado anteriormente, la Convención Iberoamericana
de Derechos de los Jóvenes, que establece en su artículo
26, 27 y 28 a su derecho al trabajo y las adecuadas condi-
ciones de éste, así como a la protección social. asimismo,
en el artículo 29 se establece:

Derecho a la formación profesional

1. Los jóvenes tienen derecho al acceso no discrimina-
torio a la formación profesional y técnica inicial, conti-
nua, pertinente y de calidad, que permita su incorpora-
ción al trabajo. 

2. Los estados parte adoptarán todas las medidas nece-
sarias para garantizar el acceso no discriminatorio a la
formación profesional y técnica, formal y no formal, re-
conociendo su cualificación profesional y técnica para
favorecer la incorporación de los jóvenes capacitados al
empleo. 

3. Los estados parte se comprometen a impulsar políti-
cas públicas con su adecuado financiamiento para la ca-
pacitación de los jóvenes que sufren de alguna discapa-
cidad con el fin de que puedan incorporarse al empleo.

Es decir, esta política es también un compromiso asumido
por el Estado mexicano, su establecimiento en la Carta
Magna es necesario y su armonización en las leyes secun-
darias fundamental.

Con esta propuesta se fortalece una mirada al desarrollo so-
cial desde la visión de juventud tan importante y necesaria
para asegurar el acceso de las y los jóvenes a una mejor ca-
lidad de vida a través de su inclusión en el ámbito econó-
mico, educativo, deportivo, político y social y con ello,
contrarrestará la falta de oportunidades para el desarrollo
profesional de las y los jóvenes en México. En este sentido
la presente reforma, a continuación, se muestran las modi-
ficaciones propuestas:
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Grandes son los retos para el Estado mexicano en su con-
junto para lograr un crecimiento y un desarrollo social sos-
tenible, igualitario y de calidad, por ello, las acciones que
se deben implementar en los tres ámbitos de gobierno y Po-
deres de la Unión en su conjunto, como legislativo es nues-
tra obligación adecuar el marco jurídico que responda a es-
tas necesidades.

Por todo lo anterior y en atención a nuestra obligación de
asegurará el acceso de las y los jóvenes a una mejor cali-
dad de vida a través de su inclusión en las actividades eco-
nómica, política y social, someto a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Que adiciona la fracción XII al artículo 3
de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar como
sigue:

Artículo 3. La Política de Desarrollo Social se sujetará a
los siguientes principios:

I. a XI. …

XII. Perspectiva de juventud: Categoría que conjun-
ta metodologías y análisis que permiten diferenciar
las políticas públicas encaminadas a promover y ga-
rantizar el ejercicio de los derechos, el desarrollo in-
tegral y bienestar de las personas jóvenes.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Visto en Características demográficas de las personas adolescentes y
jóvenes en México

https://imjuventud.gob.mx/imgs/transparencia/transparencia_pro-
activa/cuadernillo/situacion_de_las_personas_adolescentes_y_jo-
venes_de_mexico.pdf

2 Visto en La Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes
cumple 10 años 

https://www.gob.mx/imjuve/articulos/la-convencion-iberoamerica-
na-de-derechos-de-los-jovenes-cumple-10-anos

3 Visto en Reglas de Operación del Programa Jóvenes Construyendo el
Futuro. 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5713234&fe-
cha=29/12/2023#gsc.tab=0

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de marzo de 2024.— Diputada
Rocío Natalí Barrera Puc (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Bienestar, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona los artículos 72 Quárter, 72 Quin-
tus y 72 Sextus a la Ley General de Salud, a cargo de la
diputada María Isabel Alfaro Morales, del Grupo Parla-
mentario de Morena 

La suscrita, María Isabel Alfaro Morales, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1,
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se adicionan diversas dis-
posiciones a la Ley General de Salud, en materia de salud
mental y adicciones.

Por lo anterior y a efecto de reunir los elementos exigidos
en el numeral 1 del artículo 78, fracciones X y XII, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, la iniciativa se pre-
senta al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

Diagnóstico en el ámbito internacional

Desde una panorámica exterior, en 2015 México, como Es-
tado miembro de la Organización Panamericana de la Sa-
lud (OPS), se sumó a la Agenda 2030 para el Desarrollo
Sostenible. Como indica el objetivo 3, se comprometió a
garantizar una vida sana y promover el bienestar para todos
en todas las edades; considerando la inclusión de la salud
mental, y estipula como metas: reducir en un tercio la mor-
talidad prematura por enfermedades no transmisibles me-
diante la prevención y el tratamiento, promover la salud
mental y el bienestar, así como fortalecer la prevención y
el tratamiento del abuso de sustancias adictivas.

Hay recomendaciones internacionales para atender la salud
mental y el consumo de sustancias psicoactivas. Específi-
camente, la OMS, a través de la propuesta de la pirámide
de combinación óptima de servicios de salud, ha desarro-
llado un marco operativo para optimizar la atención pro-
porcionando una guía a los países en materia de organiza-
ción de los servicios de salud mental. En este mismo
sentido, nuestro país se ha comprometido en acuerdos in-
ternacionales en materia de salud mental y adicciones, co-
mo la Declaración de Caracas (OPS/OMS, 1990), los Prin-
cipios de Brasilia (OPS/OMS, 2005), el Consenso Panamá
(OPS/OMS, 2005), Convención Internacional sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad ONU 2006,
Conferencia Regional de Salud Mental, que contemplan la
salud mental como prioridad en la política pública, el ac-
ceso universal y equitativo en redes de servicios, la inte-
gración de la salud mental a la Atención Primaria en Salud
(APS), la eliminación del modelo asilar, admisión de crisis
en hospitales generales, la protección de los derechos hu-
manos, la eliminación del estigma y la discriminación, y el
fortalecimiento de recursos humanos, entre otros.

Diagnóstico ámbito nacional

Las condiciones de salud mental en México presentan una
creciente prevalencia y, al igual que en el mundo, contri-
buyen de forma importante a la morbilidad, a la mortalidad
prematura y a una creciente discapacidad psicosocial. Asi-
mismo, las condiciones de salud mental aumentan el ries-
go de padecer enfermedades crónicas degenerativas que
impactan en el perfil de salud de la población.

La problemática de las adicciones en nuestro país es preo-
cupante, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Consumo

de Drogas, Alcohol y Tabaco de 2016-2017,1 el consumo y
el abuso de sustancias psicoactivas en los últimos años, se
ha ubicado como uno de los problemas de salud pública de
mayor relevancia debido a las consecuencias sanitarias y
sociales que producen.

Un ejemplo de lo anterior son los resultados estadísticos
generados a partir de dicha encuesta los cuales muestran
las siguientes tendencias en el consumo de alcohol, consi-
derando las variables sexo, edad y lugar de residencia.

El consumo de alcohol se ha mantenido estable entre las
mediciones 2011-2016. La prevalencia del último año tuvo
una disminución estadísticamente significativa, de 2 pun-
tos: pasó de 51.4 por ciento en 2011 a 49.1 en 2016.

Bajo este análisis estadístico, el cambio de paradigma ha-
cia abordar el consumo de sustancias psicoactivas como un
problema de salud pública, privilegiando la prevención del
consumo o la reducción del riesgo, antes de que se inicie el
uso, proporcionando a las personas las herramientas nece-
sarias que fomenten el autocuidado y la toma de decisio-
nes, así como su capacidad de autodeterminación y propo-
ne la reducción del daño para una actuación posterior
ofreciendo los programas y servicios necesarios para mini-
mizar los riesgos del uso problemático de sustancias.

Nuevo modelo federal a la atención a la salud psiquiá-
trica

A través del establecimiento de un nuevo paradigma en el di-
seño institucional de la atención de salud pública, fue nece-
saria una trasformación que permitió una rectoría integral de
atención a la salud mental y las adicciones. Dicha rectoría se
ejercerá a través de la fusión institucional del Secretariado
Técnico del Consejo Nacional de Salud Mental, la Comisión
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Nacional contra las Adicciones, y los Servicios de Atención
Psiquiátrica. El resultado fue el diseño de una nueva unidad
administrativa perteneciente a los centros que conformarán a
la Subsecretaría de Salud Pública, que constituirá la instancia
rectora, normativa y de conducción de la política nacional de
salud mental y adicciones.2

Derivados de los diagnósticos para la elaboración del Pro-
grama de Acción Específico para la atención de Salud
Mental y Adicciones, los recursos (humanos, materiales y
presupuestales) destinados a este rubro no han sido sufi-
cientes y se encuentran mal distribuidos, por lo que se ha
generado una brecha importante entre el número de habi-
tantes con trastornos mentales que necesitan tratamiento y
el número de personas que lo reciben. Aunado a que esta
falta de racionalidad administrativa y económica ha gene-
rado limitantes para implementar acciones como: la pre-
vención y la promoción del autocuidado, la actuación en la
comunidad, la capacitación del personal en salud mental y
adicciones, la investigación y, principalmente a acciones
para disminuir el estigma, la discriminación y el deterioro
de las personas con problemas de salud mental.3

Otro de los elementos rectores del cambio de paradigma en
el modelo de salud mental promovido por la Secretaría de
Salud, y en el PAE se utiliza el término condición de salud
mental para alinear el lenguaje con los esfuerzos a nivel in-
ternacional para reducir el estigma y discriminación aso-
ciados a la enfermedad mental. El término “trastornos
mentales y del comportamiento” tomando como referencia
la Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE-10).

Estrategia Nacional para la Prevención de Adicciones

El 5 de julio de 2019, el presidente de la República, Andrés
Manuel López Obrador, presentó la Estrategia Nacional
para la Prevención de Adicciones (ENPA) Juntos por la
Paz, como un compromiso colectivo de toda la sociedad,
los tres Poderes de la Unión, los tres órdenes de gobierno
(federal, estatal y municipal), los sectores social y privado
para cambiar el paradigma tradicional en materia de pre-
vención de consumo de sustancias psicoactivas, hacia una
perspectiva que no criminalice a los usuarios, que trate a
las personas afectadas por las adicciones como una pobla-
ción digna de derechos de protección, apoyo, inclusión y
vinculación, para incorporarse a una vida saludable y pro-
ductiva en todos los sentidos.

La ENPA tiene como objetivo: impactar en los determi-
nantes biopsicosociales que previenen y reducen el uso de

sustancias psicoactivas en niños, niñas y juventudes para la
construcción de la Paz, en el marco de los derechos huma-
nos. Para ello se requiere una coordinación eficiente y
efectiva de las políticas y programas públicos que inciden
en las condiciones tanto de salud, como de inclusión eco-
nómica, educación, mejoramiento urbano, bienestar, cultu-
ra y deporte, entre otras, de las y los mexicanos.

Mediante la colaboración y la cooperación de los tres nive-
les de gobierno, se busca generar condiciones que favorez-
can la reconstrucción del tejido social, así como la dismi-
nución de las brechas en materia de salud, educación,
cultura, deporte, seguridad etc., que limitan el desarrollo y
bienestar de las personas y sus comunidades.

La ENPA también es la suma de esfuerzos para lograr re-
sultados significativos en la vida no solo de los individuos,
sino en sus familias, en la comunidad por lo cual no solo
compete a la Secretaría de Salud, sino que involucra a di-
versas dependencias del Gobierno Federal, con una corres-
ponsabilidad estatal y municipal para la suma de acciones
que favorezcan el libre ejercicio de los derechos políticos,
civiles, económicos, sociales, culturales.

Mientras que la Secretaría de Seguridad continuará en el
trabajo de reducir la oferta de sustancias psicoactivas co-
mercializadas al margen de la ley, desde la Subsecretaría de
Prevención y Promoción de la Salud, a través de los Servi-
cios de Atención Psiquiátrica, la Comisión Nacional Con-
tra las Adicciones y el Secretariado Técnico del Consejo
Nacional de Salud Mental, dependencias encargadas de la
coordinación operativa de la ENPA en materia de las pro-
blemáticas relacionadas a la demanda de sustancias psico-
activas, convocan al fortalecimiento de los lazos de traba-
jo coordinado en beneficio primordialmente de las
infancias y juventudes.

Se propone la creación del Sistema Nacional para la
Prevención de Adicciones (SNPA), el cual estará encar-
gado de priorizar desde el enfoque de salud mental y de
autocuidado la atención del uso, abuso, consumo proble-
mático o dependencia de sustancias psicoactivas, a fin de
promover el pleno desarrollo del bienestar del individuo
y de la comunidad. Así como, no criminalizar ni estigma-
tizar el consumo y a las personas usuarias o que no pue-
den disminuir su consumo de sustancias psicoactivas ya
sean legales o ilegales.

Dicho sistema incorporará una perspectiva de derechos hu-
manos, género y pertenencia cultural, y empleará un len-
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guaje inclusivo, no discriminatorio, evitará emplear adjeti-
vos que fomenten el estigma y discriminación (adicto, es-
quizofrénico, suicida, loco, etcétera); igualmente, será in-
cluyente (accesibilidad, lenguaje, multiculturalidad,
gratuidad) y contemplará un enfoque interdisciplinario en
su implantación y marco teórico.

Del mismo modo, promoverá el bienestar de las familias, a
través de la escucha, el diálogo para la resolución no vio-
lenta de conflictos y el acompañamiento.

Priorizará acciones comunitarias (territoriales y a distan-
cia), incorporando las necesidades y perspectivas de la co-
munidad a la que va dirigida a partir de un proceso de con-
vocatoria social. Al mismo tiempo de responder a mitigar
el impacto de los factores biopsicosociales para impactar
en la reducción de la demanda de las sustancias psicoacti-
vas y no en la oferta.4

El sistema actualmente funciona en la administración pú-
blica federal; de igual manera cuenta con Mesa Espejo a ni-
vel Estatal por lo que el SNPA no representa impacto al
presupuesto porque no cuenta con ninguna partida presu-
puestal etiquetada para ello, dado que es la suma de los es-
fuerzos de las diversas instituciones que a través de sus ac-
tividades que pertenecen a cada programa de cada
dependencia son los responsables del ejercicio de los re-
cursos públicos de acuerdo a las normativas que les sean
aplicables y solo se alinean al estar encaminadas a los ob-
jetivos de la SNPA.5

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan los artículos 72 Quáter
a 72 Sextus a la Ley General de Salud, en materia de sa-
lud mental y adicciones

Único. Se adicionan los artículos 72 Quáter a 72 Sextus a
la Ley General de Salud, en materia de salud mental y adic-
ciones, para quedar como sigue:

Artículo 72. La salud mental y la prevención de las adic-
ciones tendrán carácter prioritario dentro de las políticas de
salud y deberán brindarse conforme a lo establecido en la
Constitución y en los tratados internacionales en materia de
derechos humanos. El Estado garantizará el acceso univer-
sal, igualitario y equitativo a la atención de la salud mental
y de las adicciones a las personas en el territorio nacional.

Toda persona tiene derecho a gozar del más alto nivel po-
sible de salud mental, sin discriminación por motivos de
origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el se-
xo, el género, la edad, las discapacidades, la condición so-
cial, económica, de salud o jurídica, la religión, la aparien-
cia física, las características genéticas, la situación
migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las prefe-
rencias sexuales, la identidad, la expresión de género, la fi-
liación política, el estado civil, el idioma, los antecedentes
penales o cualquier otra que atente contra la dignidad hu-
mana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos
y libertades de las personas.

Para los efectos de esta ley, se entiende por salud mental un
estado de bienestar físico, mental, emocional y social de-
terminado por la interacción del individuo con la sociedad
y vinculado al ejercicio pleno de los derechos humanos; y
por adicción a la enfermedad física y psicoemocional que
crea una dependencia o necesidad hacia una sustancia, ac-
tividad o relación.

Artículo 72 Bis. …

Artículo 72 Ter. …

Artículo 72 Quáter. El Sistema Nacional para la Pre-
vención de Adicciones, desde ahora SNPA, es una pla-
taforma de articulación interinstitucional que tiene co-
mo objetivo general Impactar en los determinantes
biopsicosociales que previenen y reducen el uso de sus-
tancias psicoactivas en niños, niñas y juventudes para
la construcción de la Paz, en el marco de los derechos
humanos.

Artículo 72 Quintus.- El SNPA está coordinado por la
Secretaría de Salud a través de la Oficina de la Subse-
cretaría de Prevención y Promoción de la Salud e inte-
grado por funcionarios y funcionarias designadas por
las dependencias, instituciones y organismos de la Ad-
ministración Pública Federal que integran el SNPA. 

Dicha designación conlleva la responsabilidad de man-
tener al tanto de la estrategia al titular de la dependen-
cia u organismo, así como la de ser el enlace de vincu-
lación entre las distintas áreas de su institución y el
resto de las participantes en el SNPA.

La designación como Coordinador del SNPA tendrá las
siguientes responsabilidades: 
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I. Presentar los avances del SNPA ante el Titular del
Ejecutivo Federal; y

II. Definir las principales acotaciones y directrices
para la realización de acciones en el marco del
SNPA.

Instituciones participantes del SNPA:

a) Secretaría de Bienestar;

b) Centros de Integración Juvenil;

c) Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte
(organismo descentralizado de la Secretaría de Edu-
cación Pública);

d) Comisión Social y Vocería de la Presidencia;

e) Consejo Nacional de Población (órgano descon-
centrado de la Segob);

f) Secretaría de Cultura;

g) Instituto Mexicano de la Juventud (órgano des-
concentrado de Bienestar);

h) Instituto Mexicano del Seguro Social;

i) Instituto Nacional de la Economía Social (órgano
desconcentrado de la Secretaría de Bienestar);

j) Instituto Nacional de las Mujeres (descentralizado
de la administración pública federal);

k) Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Ur-
bano;

l) Secretaria de Gobernación;

m) Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana;

n) Secretaría de Educación Pública;

o) Secretaría del Trabajo y Previsión Social; y

p) Fiscalía General de la República.

Todos los participantes del SNPA tendrán la obligación
de entregar de manera trimestral el Reporte Nacional

de Acciones en Salud Mental de la Estrategia Nacional
para la Prevención de Adicciones.

Para que una acción o actividad pueda considerarse
dentro del RENASME, debe de estar alineada con por
lo menos uno de los objetivos específicos del SNPA, ade-
más de enmarcarse en la propia planeación estratégica
y normativa aplicable de la dependencia o institución
ejecutora. 

El reporte puede realizarse en cualquiera de los si-
guientes rubros:

I. Acciones comunitarias;

II. Capacitaciones;

III. Acciones de prevención en salud;

IV. Acciones de atención en salud; y

V. Políticas públicas

En todos los rubros es necesario reportar los datos de-
mográficos de la población beneficiaria, las localidades
y municipios específicos donde se desarrollaron las ac-
tividades, así como todos los documentos que se obten-
gan como mecanismo o herramienta de los procesos de
trabajo.

Artículo 72 Sextus. El SNPA estará integrado por un se-
cretariado técnico, el cual tendrá las siguientes funcio-
nes:

a. Convocar a reuniones, por lo menos a 4 sesiones de
trabajo por cada año, en función de los avances en
las metas y en las actividades estratégicas acordadas
con la Coordinación Técnica Federal;

b. Someter las propuestas de las dependencias a va-
loración, comentario y acuerdo por parte de las me-
sas, registrando los procesos correspondientes en mi-
nutas firmadas;

c. Reportar de manera periódica los avances regis-
trados en cada acción o actividad ejecutada por las
dependencias;

d. Enviar la documentación de instalación a la Coor-
dinación Técnica Federal que consta de
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a) Acta constitutiva de la Mesa con responsables
asignados;

b) Calendario de reuniones de la mesa;

c) Organigrama de mesa;

d) Directorio de mesa;

e) Ficha de programas;

f) Formato diagnóstico en donde se implementa-
rán acciones; y

Acompañar y supervisar, en conjunto con los miembros
de la mesa, la implementación de las acciones necesa-
rias para el cumplimiento de las metas establecidas pa-
ra cada una de las actividades acordadas en el marco
del SNPA en la entidad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Secretaría de Salud, Instituto Nacional de Psiquiatría Ramón de la
Fuente Muñiz. Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Alcohol y
Tabaco 2016-2017, primera edición, México, 2017.

2 Secretaría de Salud. Programa de Acción Específico para la Salud
Mental y Adicciones 2020-2024.

3 Cónfer ibídem, página, 12.

4 Documento técnico Estrategia Nacional para la Prevención de Adic-
ciones Juntos por la Paz 2018-2024, Características de una acción EN-
PA, página 24.

5 Documento técnico Estrategia Nacional para la Prevención de Adic-
ciones Juntos por la Paz 2018-2024, Financiamiento, página 19.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo de 2024.— Diputada
María Isabel Alfaro Morales (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Coordinación Fiscal, en materia de cambios de denomina-
ción, a cargo de la diputada Ana Elizabeth Ayala Leyva, del
Grupo Parlamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser
consultada en el Diario de los Debates de esta fecha, en
el Apéndice III)

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma los artículos 9o. y 114 de la Ley
General de Educación, a cargo de la diputada Ana Eliza-
beth Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena 

La suscrita, Ana Elizabeth Ayala Leyva, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a consi-
deración de esta soberanía iniciativa que reforma los artí-
culos 9 y 114 de la Ley General de Educación, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Con la reforma del artículo 3o. constitucional publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 15 de mayo de 2019
se manifestó el derecho a la educación y se estableció que
el Estado impartirá y garantizará la educación básica y me-
dia superior obligatoria, por lo que, a su vez, ésta será uni-
versal, incluyente, pública, gratuita y laica.

Ahora bien, en el artículo 31 de la Ley General de Educa-
ción se menciona: “El sistema educativo nacional es el
conjunto de actores, instituciones y procesos para prestar el
servicio público de la educación que imparta el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con autori-
zación o reconocimiento de validez oficial de estudios,
desde la educación básica hasta la superior, así como por
las relaciones institucionales de dichas estructuras y su
vinculación con la sociedad mexicana, sus organizaciones,
comunidades, pueblos, sectores y familias”.
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El sistema educativo nacional cuenta con tres niveles: bá-
sico, medio superior y superior. Asimismo, se organiza por
tres modalidades: escolarizada, no escolarizada y mixta.
Por otro lado, uno de los principales desafíos de la educa-
ción en el país durante 2022 fue ofrecer educación obliga-
toria desde inicial hasta media superior.1

Es la misma línea, la ley establece en el artículo 8 que el Es-
tado está obligado a prestar servicios educativos con equi-
dad y excelencia y en la fracción XII del artículo 9 se men-
ciona que las autoridades educativas en el ámbito de sus
respectivas competencias deberán proporcionar a los edu-
candos los libros de texto gratuitos y materiales impresos o
en formatos digitales para le educación básica garantizan-
do su distribución.

Aunado a lo anterior, la Comisión Nacional de Libros de
Texto Gratuitos (Conaliteg) es la institución encargada de
producir y distribuir de manera gratuita, oportuna y eficien-
te los libros de texto gratuitos además de, otros materiales
educativos que requieran los estudiantes inscritos en el sis-
tema educativo nacional. Sin embargo, en el tercer informe
de labores de la Secretaría de Educación Pública (SEP)2 se
observó que para el ciclo escolar 2021-2022, el catálogo de
libros de texto y materiales educativos cumplió con el 96.0
por ciento de la meta de distribución, es decir que un 4.0 por
ciento de estudiantes de primaria, telesecundaria, secunda-
ria, educación especial y educación indígena se quedaron
sin la distribución de los libros texto y demás materiales
educativos para su formación académica.

No obstante, en el último informe de labores de la SEP co-
rrespondiente al quinto, no se menciona el porcentaje sobre
la distribución de libros de texto y materiales educativos
que otorgaron a los estudiantes de educación inscritos den-
tro del Sistema de Educación Nacional, por lo que, en con-
secuencia, esto se puede interpretar como una laguna por la
cual se desconoce el número de estudiantes que fueron be-
neficiados durante el ciclo escolar 2022-2023.

El país reforzó el 18 de septiembre de 2023 el compromi-
so con la Agenda 2023 y los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible (ODS) durante la sesión plenaria de la Cumbre
ODS. El ODS 4 establece que debe garantizarse una edu-
cación incluyente, equitativa y de calidad y promover
oportunidades de aprendizaje durante la vida para todos,
sin embargo, de acuerdo con la Auditoría Superior de la Fe-
deración sobre el Informe Individual del Resultado de la
Fiscalización Superior de la Cuenta Pública de 2021 detec-
tó que el Conaliteg produjo 183 millones 956 mil 431 y

distribuyó 186 millones 642 mil 661 libros de texto gratui-
tos y materiales educativos para el ciclo escolar 2021-
2022,3 lo que se traduce en 98.56 por ciento.

Pese a que nuestro país ha reforzado el compromiso sobre
una educación inclusiva, equitativa y de calidad, y en razón
de lo antes mencionado, propongo ante esta soberanía que
el CONALITEG en coordinación con la SEP y las entida-
des del sector educativo coadyuven cuando sea necesario,
para que en el marco de sus atribuciones, los estudiantes
del Sistema Educativo Nacional en el nivel básico garanti-
cen de manera oportuna la producción y distribución de los
libros de texto gratuitos, así como facilitar la demostración
del cumplimiento de la producción y distribución de éstos.

A continuación, se muestra el siguiente cuadro comparativo:
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Decreto

Único. Se reforman los artículos 9 y 114 de la Ley Gene-
ral de Educación, para quedar de la siguiente manera:

Ley General de Educación

Artículo 9. Las autoridades educativas, en el ámbito de sus
respectivas competencias y con la finalidad de establecer
condiciones que permitan el ejercicio pleno del derecho a
la educación de cada persona, con equidad y excelencia, 
realizarán entre otras, las siguientes acciones:

I. a XI. …

XII. Proporcionar a los educandos los libros de texto
gratuitos y materiales educativos impresos o en forma-
tos digitales para la educación básica, garantizando su
distribución oportuna, completa, amplia y eficiente; y

XIII. …

Artículo 114. Corresponden de manera exclusiva a las au-
toridades educativas de los Estados y Ciudad de México,
en sus respectivas competencias, las atribuciones siguien-
tes:

I. a XI. …

XII. Garantizar la distribución oportuna, completa, am-
plia y eficiente, de los libros de texto gratuitos y demás
materiales educativos complementarios que la Secreta-
ría les proporcione;

La secretaría coadyuvará con las autoridades educati-
vas de las entidades federativas y de la Ciudad de Mé-
xico, en el marco de sus facultades y atribuciones a que
los estudiantes inscritos en el Sistema Educativo Na-
cional en el nivel básico tengan acceso oportuno a los
libros de texto en cada ciclo escolar y se facilitará la
demostración del cumplimiento relacionado con la
producción y distribución del mismo.

XIII. a XVII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.mejoredu.gob.mx/images/publicaciones/boletin-3/Bole-
tin-1-2022.pdf

2 https://www.planeacion.sep.gob.mx/Doc/informes/labores/2018-
2024/3er_informe_de_labores.pdf

3 https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2021b/Documentos/Au-
ditorias/2021_0069_a.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo de 2024.— Diputada
Ana Elizabeth Ayala Leyva (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY AGRARIA

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Agraria, en materia de modernización en sus sistemas y di-
gitalización documental, a cargo de la diputada Ana Eliza-
beth Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena 

La suscrita, Ana Elizabeth Ayala Leyva, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a consi-
deración de esta soberanía iniciativa que reforma diversos
artículos de la Ley Agraria, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 6 de enero del presente año se celebró el aniversario 109
le la Ley Agraria, donde se destaca que se pretendía dar
respuesta a la principal demanda de la Revolución cuyo fin
era restituir y dotar de tierra a los pueblos y comunidades
indígenas del país.1 Asimismo, en esta ley se consideró ne-
cesario la devolución de las tierras a los pueblos, “como un
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acto de elemental justicia y como la única forma efectiva
de asegurar la paz y de promover el bienestar y mejora-
miento de nuestras clases pobres”.2

La importancia de contar con una ley agraria en el país se
observó desde un principio, pues en la exposición de moti-
vos que dio origen a dicha ley, se reconoce que los terrenos
de propiedad comunal o de repartimiento que se habían
otorgado en la Colonia, fueron a parar a manos de terrate-
nientes, por lo que se observó que dentro de las poblacio-
nes indígenas del país habían sido despojados de múltiples
extensiones de terreno que poseían en comunidades. Y, con
relación a lo anterior, la iniciativa ordena que cuando los
pueblos no puedan obtener la restitución de sus tierras se
les dotará de tierras suficientes para satisfacer las necesi-
dades de la población.

Pese a que la ley tiene 109 años de creada y ha conllevado
a diversas reformas importantes en la materia, no se ha
considerado en su totalidad la homologación en múltiples
artículos. Tal es el caso, del Decreto del 30 de diciembre de
1974 en el que se sustituyó el nombre del Departamento de
Asuntos Agrarios y Colonización por el de Secretaría de la
Reforma Agraria.3 Sin embargo, en 2017 el pleno de la Cá-
mara de Diputados aprobó con 420 votos cambios del ar-
tículo 51 de la Ley General de Desarrollo Social para sus-
tituir la denominación de “Secretaría de la Reforma
Agraria” por “Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial
y Urbano”.4 No obstante, hasta la fecha no ha habido una
armonización en la Ley Agraria para cambiar la denomina-
ción de ambas dependencias y evitar así lagunas en la ley:
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Por todo lo anterior pongo a consideración de los legisla-
dores integrantes de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforman los artículos 2o., 47, 75, 86, 89, 93,
94, 132, 134, 148, 149, 160 y 161 de la Ley Agraria, para
quedar de la siguiente manera:

Ley Agraria

Artículo 2o. En lo no previsto en esta ley, se aplicará su-
pletoriamente la legislación civil federal y, en su caso, mer-
cantil, según la materia de que se trate.

El ejercicio de los derechos de propiedad a que se refiere
esta ley en lo relacionado con el aprovechamiento urbano
y el equilibrio ecológico, se ajustará a lo dispuesto en la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano, la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y demás
leyes aplicables.

Artículo 47. Dentro de un mismo ejido, ningún ejidatario
podrá ser titular de derechos parcelarios sobre una exten-
sión mayor que la equivalente al cinco por ciento de las tie-
rras ejidales, ni de más superficie que la equivalente a la
pequeña propiedad. Para efectos de cómputo, las tierras eji-
dales y las de dominio pleno serán acumulables.

La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urba-
no, previa audiencia, ordenará al ejidatario de que se tra-
te, la enajenación de los excedentes dentro de un plazo de
un año contado a partir de la notificación correspondiente.
Si el ejidatario no hubiese enajenado en el plazo indicado,
la Secretaría fraccionará, en su caso, los excedentes y ena-

jenará los derechos correspondientes al mejor postor entre
los miembros del núcleo de población, respetando en todo
caso los derechos de preferencia señalados en el artículo 80
de esta ley.

Artículo 75. En los casos de manifiesta utilidad para el nú-
cleo de población ejidal, éste podrá transmitir el dominio
de tierras de uso común a sociedades mercantiles o civiles
en las que participen el ejido o los ejidatarios conforme al
siguiente procedimiento:

I. a III. …

IV. El valor de suscripción de las acciones o partes so-
ciales que correspondan al ejido o a los ejidatarios por
la aportación de sus tierras, deberá ser cuando menos
igual al precio de referencia que establezca el Instituto
de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales o
cualquier institución de crédito.

V. …

…

…

…

Artículo 86. La primera enajenación a personas ajenas al
núcleo de población de parcelas sobre las que se hubiese
adoptado el dominio pleno, será libre de impuestos o dere-
chos federales para el enajenante y deberá hacerse por lo
menos al precio de referencia que establezca el Instituto
de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales o de
cualquier institución de crédito.

Artículo 89. En toda enajenación de terrenos ejidales ubi-
cados en las áreas declaradas reservadas para el crecimien-
to de un centro de población, de conformidad con los pla-
nes de desarrollo urbano municipal, en favor de personas
ajenas al ejido, se deberá respetar el derecho de preferencia
establecido en el artículo 84 de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desa-
rrollo Urbano.

Artículo 93. Los bienes ejidales y comunales podrán ser
expropiados por alguna o algunas de las siguientes causas
de utilidad pública:

I. a VI. …
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VII. La construcción y establecimiento de vías gene-
rales de comunicación sujetas en la Ley de Vías Ge-
nerales de Comunicación,

VIII. …

Artículo 94. La expropiación se deberá tramitar ante la
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano
y publicar mediante decreto presidencial determinando
la causa de utilidad pública y los bienes por expropiar y
mediante indemnización. El monto de la indemnización se-
rá determinado por el Instituto de Administración y Ava-
lúos de Bienes Nacionales, atendiendo al valor comercial
de los bienes expropiados; en el caso de la fracción V del
Artículo anterior, para la fijación del monto se atenderá a
la cantidad que se cobrará por la regularización. El decreto
deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación y se
notificará la expropiación al núcleo de población.

…

…

Artículo 132. Cuando una sociedad rebase los límites a la
extensión de tierra permitidos por esta ley, la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, previa audien-
cia, ordenará a la sociedad que en el plazo de un año frac-
cione, en su caso, y enajene los excedentes o regularice su
situación. Si transcurrido el plazo la sociedad no lo hubie-
se hecho, la dependencia seleccionará discrecionalmente
las tierras que deban ser enajenadas y notificará a la auto-
ridad estatal correspondiente para que aplique el procedi-
miento a que se refiere el artículo 124 de esta ley y párra-
fo segundo de la fracción XVII del artículo 27
constitucional.

Artículo 134. La Procuraduría Agraria es un organismo
descentralizado de la Administración Pública Federal, con
personalidad jurídica y patrimonio propios, sectorizado en
la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urba-
no.

Artículo 148. Para el control de la tenencia de la tierra y la
seguridad documental derivados de la aplicación de esta
ley funcionará el Registro Agrario Nacional, como órgano
desconcentrado de la Secretaría de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano, en el que se inscribirán los docu-
mentos en que consten las operaciones originales y las mo-
dificaciones que sufra la propiedad de las tierras y los de-
rechos legalmente constituidos sobre la propiedad ejidal y

comunal. El registro tendrá además una sección especial
para las inscripciones correspondientes a la propiedad de
sociedades.

Artículo 149. El Registro Agrario Nacional prestará la
asistencia técnica y brindará los servicios registrales y
catastrales oportunos y eficientes mediante la moderni-
zación de sus sistemas, y digitalización documental.
Contribuirá al ordenamiento territorial y a la justicia
social con igualdad de género.

Artículo 160. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Te-
rritorial y Urbano llevará a cabo las operaciones de des-
linde que sean necesarias, directamente o por conducto de
la persona que designe. La persona deslindadora formu-
lará la notificación y el anuncio de deslinde en el que se-
ñalará el lugar donde tenga instaladas sus oficinas y debe-
rá poner los planos relativos a los terrenos que se van a
deslindar a disposición de cualquier interesado para su con-
sulta, será publicado en el Diario Oficial de la Federación,
así como en los periódicos oficiales de cada entidad fe-
derativa correspondiente, en donde se localice el terreno
que se pretende deslindar. La notificación y el anuncio
contará con un croquis en el que se indiquen los límites y
colindancias del terreno. Los propietarios, poseedores, co-
lindantes y aquellos que se consideren afectados por el des-
linde, tendrán un plazo de treinta días hábiles para exponer
lo que a su derecho convenga.

El deslindador notificará a quienes se consideren afecta-
dos y se presenten en el día, hora y lugar para iniciar con
las operaciones de deslinde a efecto de concurrir y desig-
nar a un representante. Se levantará acta de las diligencias
realizadas, en la que firmarán el deslindador, dos testigos y
los interesados que estuvieren o no conformes; en caso de
inconformidad se hará constar esta circunstancia, sin que la
falta de firma de estos últimos afecte la validez del acta.
Los propietarios o poseedores de predios prestarán toda
clase de facilidades para que se lleven a cabo los trabajos
de deslinde. En caso de oposición, el deslindador solicitará
la ayuda de la fuerza pública.

…

En caso de controversia respecto de las resoluciones que dic-
te la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urba-
no, el interesado podrá someter el asunto al conocimiento de
los tribunales agrarios, en un plazo de quince días hábiles si-
guientes al en que haya surtido efectos la notificación perso-
nal al interesado, o de la fecha de publicación en el Diario
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Oficial de la Federación en caso de que se desconozca su do-
micilio.

Artículo 161. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Te-
rritorial y Urbano estará facultada para enajenar a título
oneroso, fuera de subasta, terrenos nacionales a los parti-
culares, dedicados a la actividad agropecuaria, de acuerdo
con el valor que fije el Comité Técnico de Valuación de la
propia Secretaría. Los terrenos turísticos, urbanos, indus-
triales o de otra índole no agropecuaria, la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano igualmente es-
tará facultada para enajenarlos de acuerdo con el valor co-
mercial que determine el Instituto de Administración y
Avalúos de Bienes Nacionales. Los dos supuestos anterio-
res procederán siempre y cuando los terrenos no se requie-
ran para el servicio de las dependencias y entidades fede-
rales, estatales o municipales y su utilización prevista no
sea contraria a la vocación de las tierras.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://www.gob.mx/agricultura/articulos/108-aniversario-de-la-ley-
agraria?idiom=es

2 https://www.cultura.gob.mx/centenario-constitucion/?numero=309

3 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4944384&fe-
cha=24/02/1999#gsc.tab=0

4 http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boleti-
nes/2017/Octubre/17/4219-Diputados-aprueban-sustituir-denomina-
cion-de-Secretaria-de-la-Reforma-Agraria-por-la-de-Desarrollo-Agra-
rio-Territorial-y-Urbano#:~:text=Ciudad%20de%20M%C3%A9xico
%2C%20a%2031%20de%20agosto%20de%202021.,-Mensaje%
20del%20Presidente&text=17%2D10%2D2017.,fin%20de%20armo-
nizar%20dicha%20norma

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo de 2024.— Diputada
Ana Elizabeth Ayala Leyva (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
dictamen.

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE

«Iniciativa que reforma el artículo 66 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo de la diputada Paulina
Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Quien suscribe, diputada Paulina Aguado Romero, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXV Legislatura en la Cámara de Diputados, con fun-
damento en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración del pleno
de la honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va con base en la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud1 la
actividad física es cualquier movimiento corporal produci-
do por la contracción de músculos que permita un gasto de
energía sustancialmente superior al gasto energético en
descanso, de ahí emana su importancia a nivel mundial. 

La cultura física y el deporte son elementos fundamentales
para la calidad de vida de las personas, pero también son
fundamentales para la salud pública, identidad cultural y el
desarrollo comunitario.

Asimismo la Organización de las Naciones Unidas men-
ciona que el deporte es otro importante facilitador del de-
sarrollo sostenible. Reconociendo que el deporte contribu-
ye cada vez más a hacer realidad el desarrollo y la paz
promoviendo la tolerancia y el respeto, y que respalda
también el empoderamiento de las mujeres y los jóvenes,
las personas y las comunidades, así como los objetivos en
materia de salud, educación e inclusión social2.

Fomentar este, debe de ser una prioridad desde todos los
ámbitos de poder, ya que se ha demostrado que la inactivi-
dad física es el cuarto factor de riesgo de muerte en todo el
mundo. Además, la actividad física insuficiente también
puede ser un factor importante de la mortalidad.

Sin embargo en México según datos del Inegi, el 29.4 por
ciento de la población de 18 años y más nunca ha realiza-
do deporte o ejercicio físico en su tiempo libre3, lo que nos
dice que más de 38 millones de mexicanos tienen un ries-
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go de muerte entre un 20 por ciento y un 30 por ciento ma-
yor en comparación con la demás población, esto por la
falta de actividad física. Combatir la falta de actividad físi-
ca desde los órganos de gobierno implica implementar po-
líticas y programas que promuevan un estilo de vida activo
y saludable en la población.

En razón de lo anterior se puede dimensionar sobre lo ne-
cesario que es a nivel mundial; en este sentido, en México
se han impulsado reformas para fomentar el deporte y pro-
gramas en beneficio de las y los mexicanos, la propia
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
reconoce como un derecho humano la cultura física y el de-
porte en el artículo 4o., íntimamente relacionado con el de-
recho a la salud.

En nuestras leyes secundarias, la Ley General de Cultura
Física y Deporte reglamenta este derecho, y esta genera la
obligación de su aplicación en forma concurrente al Ejecu-
tivo Federal, por medio de la Comisión Nacional de Cultu-
ra Física y Deporte (Conade), las autoridades estatales y las
municipales, a los sectores social y privado.

La Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte antes
mencionada es el organismo encargado de fomentar y pro-
mover la Cultura Física, la Recreación y el Deporte en
nuestro país4, así mismo la Conade promueve la actividad
física como parte de un estilo de vida saludable. Desarrolla
programas y campañas para fomentar la actividad física en
todas las edades y grupos demográficos, incluyendo niños,
adultos y personas mayores en todas su formas y niveles.

Entre sus facultades y obligaciones está realizar un análisis
sobre todas las cuestiones que implica la actividad física en
México, pero también es un indicador sobre las causas de
la inactividad física en nuestro país se determinó que se
atribuyen a una variedad de factores, que incluyen aspectos
culturales, sociales, económicos y ambientales.

“Las principales razones para no realizar o abandonar la
actividad físico-deportiva fueron: falta de tiempo (44.3
por ciento), cansancio por el trabajo (21.7 por ciento) y
problemas de salud (17.5 por ciento)” Inegi.

La propia Conade indica que el estilo de vida moderno, con
una jornada larga en trabajos sedentarios y el uso extendido
de tecnología, ha llevado a un aumento en el tiempo dedica-
do a actividades sedentarias, como ver televisión, usar com-
putadoras y dispositivos móviles, lo que contribuye a la inac-

tividad física, sin embargo en comunidades, especialmente en
áreas urbanas densamente pobladas, la falta de parques, sen-
deros para caminar o andar en bicicleta, y otras instalaciones
recreativas limita las oportunidades para la práctica de activi-
dad física, por lo que es importante que cada sector de la po-
blación y en cada entidad y municipio tenga control y datos
sobre el sedentarismo de su población para así generar una
correcta estrategia que lo combata.

Realizar un análisis sobre estos datos y establecer la obli-
gación de la presentación de un informe semestral sobre las
actividades en las cuales las personas dedican su tiempo li-
bre, sería fundamental para que a nivel estatal y federal
puedan canalizarse alternativas y programas específicos
basados en los datos proporcionados y dirigidos a la pobla-
ción que así lo requiera, lo cual servirá para determinar la
efectividad de las intervenciones y ajustar las estrategias
según sea necesarios, mejorando la calidad, la esperanza de
vida y la disponibilidad de la información recopilada.

Por lo anteriormente expuesto y por la necesidad del bien-
estar de la población, esta iniciativa tiene por objeto gene-
rar la obligación a la Conade de monitorear y realizar un
informe sobre los avances anuales del diagnóstico nacio-
nal, estatal y municipal en materia de las actividades en las
cuales las personas dedican su tiempo libre, con el propó-
sito de obtener resultados capaces de entender la situación
actual y obstáculos recurrentes sobre la actividad física en
nuestro país.

Ley General de Cultura Física y Deporte
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Por lo expuesto sometemos a consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 66 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte

Único. Se reforma el tercer párrafo del artículo 66, para
quedar como sigue:

Artículo 66. Cualquier órgano ya sea público o privado de
los reconocidos en este Título que reciba recursos del era-
rio público, deberá presentar a la Conade un informe se-
mestral sobre la aplicación de los mismos y estarán sujetos
a las auditorías financieras y evaluaciones que la misma
Conade determine.

De igual forma, deberán rendir a la Conade un informe
anual sobre las actividades realizadas y los resultados na-
cionales e internacionales alcanzados, y acompañar al mis-
mo el programa de trabajo para el siguiente ejercicio.

La Conade presentará a las Cámaras de Diputados y de Se-
nadores del Congreso de la Unión un informe semestral de
los resultados alcanzados en la materia, acompañado de
los avances anuales del diagnóstico nacional, estatal y
municipal en materia de las actividades en las cuales las
personas dedican su tiempo libre.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el siguiente día
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Actividad física. From 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/physical-acti-
vity

2 El papel del deporte en la consecución de los Objetivos de Desarro-

llo Sostenible|Naciones Unidas. (n.d.). the United Nations, from 

https://www.un.org/es/chronicle/article/el-papel-del-deporte-en-la-
consecucion-de-losobjetivos-de-desarrollo-sostenible

3 Inegi. Módulo de práctica deportiva y ejercicio físico, 2013 a 2022.

4 ¿Qué es la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (Cona-

de)? (n.d.). Gobierno de México. Retrieved March 7, 2024, from 

https://www.gob.mx/conade/prensa/que-es-la-conade

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo de
2024.— Diputada Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 109 y 113
del Código Penal Federal, en materia de derechos de per-
sonas trans, a cargo de la diputada María Fernanda Félix
Fregoso, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

La suscrita, diputada María Fernanda Félix Fregoso, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía, iniciativa con
proyecto de decreto al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Los derechos humanos relacionados a las personas trans-
género, transexuales y travestis acuñan conceptos que ro-
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dean la construcción de la identidad sexual de todas las
personas, así nos acercamos a la comprensión actual de las
identidades Transgénero1; las cuales son las ideas y los
comportamientos que definen a las mujeres y a los hom-
bres, lo que se espera socialmente de cada quien según la
época y el lugar donde se vive.

Es común que la sociedad imponga de manera arbitraría,
desigual e inequitativa las responsabilidades asignadas al
hombre y a la mujer, las actividades que realizan, el acce-
so y el control de los recursos y hasta las posibilidades de
tomar decisiones respecto de su persona en los diferentes
escenarios políticos y sociales: comunidad, familia, traba-
jo, escuela.

Hablar de sexo, en lugar de género, implica enfocar desde
la biología diferencias sexuales. El género implica ir más
allá del dato diferencial entre sexos, supone comprender y
explicar socioculturalmente las desigualdades sociales cre-
adas a partir de las diferencias sexuales.

A continuación, se explica el significado de cada uno de los
términos para dejar claro su significado y así poder com-
prender mejor lo aquí propuesto.

Sexo

Se refiere a los cuerpos sexuados de las personas; esto
es, a las características biológicas (genéticas, hormona-
les, anatómicas y fisiológicas) a partir de las cuales las
personas son clasificadas como mujeres u hombres al
nacer. 

En México, el sexo se asigna a la persona recién nacida
tomando en cuenta únicamente los órganos sexuales ex-
ternos, incluyéndolo como un dato en el acta de naci-
miento. La legislación civil mexicana acepta dos posibi-
lidades, es decir, una persona puede ser clasificada con
un sexo masculino o femenino. La decisión se toma en
la mayoría de los casos, entre los médicos que atienden
el parto y los padres y las madres, mismos que comuni-
can la decisión al Registro Civil. Para describir dicho fe-
nómeno la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos2 ha desarrollado el término de “Sexo asignado al
nacer” y lo explica como una construcción social.

La mayoría de las personas son fácilmente clasificadas,
pero algunas otras no se identifican con estas definicio-
nes poco flexibles de lo que significa mujer u hombre.

Identidad de género Los Principios de Yogyakarta, “la
definen como la vivencia interna e individual del géne-
ro tal como cada persona la siente profundamente, la
cual puede corresponder o no con el sexo asignado al
momento del nacimiento, incluyendo la vivencia perso-
nal del cuerpo, que podría o no involucrar la modifica-
ción de la apariencia o la función corporal a través de
tratamientos médicos, quirúrgicos, hormonales o de otra
índole, siempre que la misma sea libremente escogida.
También incluye otras expresiones del género, como la
vestimenta, el modo de hablar y los modales.”

Cisgénero. Palabra que define a las personas cuya iden-
tidad de género y sexo asignado al nacer coinciden. 

Mujeres trans. Se refiere a personas cuyo sexo asigna-
do al nacer fue considerado social y biológicamente co-
mo hombre o masculino mientras que su identidad de
género es de mujer o femenina.

Hombres trans. Se refiere a aquellas personas cuyo se-
xo asignado al nacer es considerado social y biológica-
mente como mujer o femenino mientras que su identidad
de género es de hombre o masculina.

Persona trans. Este término también puede ser utiliza-
do por alguien que se autoidentifica fuera del binario
mujer/hombre. Adicionalmente, algunas mujeres Trans
se autoidentifican como mujeres, y algunos hombres
Trans se autoidentifican como hombres.

Reconocimiento jurídico de las identidades trans

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos3 establece en el párrafo quinto de su artículo primero,
la prohibición de ejecutar cualquier acción que atente con-
tra la dignidad humana o bien que anule o menoscabe los
derechos y libertades de las personas, la cuales tengan su
origen en prejuicios del género, sexo, las preferencias se-
xuales entre otras, esto se hace operativo a través de su Ley
reglamentaria; es decir, la Ley Federal para Prevenir y Eli-
minar la Discriminación, las Leyes antidiscriminatorias
disponibles en 30 Entidades Federativas, la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y sus
32 leyes locales, así como la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores y la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

A pesar de que nuestro marco jurídico contempla que todas
las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 10 de abril de 2024 / Apéndice I 77



en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los
que el Estado mexicano sea parte, esta realidad jurídica no
ha permeado las realidades sociales de las personas Trans-
género, Transexuales y Travestis.

En general y lamentablemente en muchos ámbitos, son las
mujeres trans las principales víctimas de los crímenes de
odio, es importante considerar la transfobia y la perspecti-
va de género en el análisis y el tratamiento de los casos, y
de señalarles como transfeminicidios, asimismo, México
ocupa el segundo lugar a nivel mundial en transfeminici-
dios con 649, ocurridos de 2008 a septiembre del 2022 de
acuerdo con la presidenta de la Comisión de Derechos Hu-
manos de la Ciudad de México.

Personas Trans privadas de su libertad

En el sistema penal mexicano, la situación es de la misma
forma que en el resto de los ámbitos, las personas trans pri-
vadas de su libertad, es decir, aquellas que se encuentran en
centros de detención, cárceles o instituciones correcciona-
les, enfrentan desafíos únicos y a menudo difíciles. Estos
desafíos incluyen discriminación, acoso, violencia física y
emocional, acceso limitado a la atención médica adecuada,
así como problemas de seguridad y bienestar.

Las mujeres trans a menudo son ubicadas en las cárceles de
hombres, sin su consentimiento, lo que viola sus derechos
de identidad y aumenta el riesgo de violencia sexual. 

En toda la región, las mujeres trans con frecuencia carecen
de acceso adecuado a la atención médica orientada hacia
sus necesidades únicas y de oportunidades educativas. 

Además, informan haber sufrido confinamiento solitario
prolongado, requisas invasivas, frecuentes transferencias
de prisiones, así como otras formas de malos tratos.4

En México y particularmente en Ciudad de México, son
mujeres trans más del 30 por ciento de las personas lesbia-
nas, gays, bisexuales, trans o intersexuales y otras diversi-
dades sexuales (LGBTI+), es decir, 150 de las 450 que se
reconocen así y están en prisión5.

Las mujeres trans están sobrerrepresentadas en las prisio-
nes comparadas con otros grupos y son mucho más pro-
pensas a sufrir abusos y violencia tras las rejas que otras
poblaciones. Además de los retos que el encarcelamiento
impone a las personas privadas de la libertad, las mujeres
trans presentan desafíos relacionados con el alojamiento,

su identificación, las requisas, el acceso a servicios médi-
cos, la privacidad, las visitas conyugales, entre otros.

Debido a esto y a la vulnerabilidad que las personas trans
presentan, es fundamental mejorar el sistema penitenciario
tomando en cuenta sus necesidades y salvaguardando sus
derechos humanos, ya que se encuentran en el supuesto de
poder de sufrir violencia física y emocional por parte de
otros reclusos y personal de la institución debido a la dis-
criminación y el prejuicio.

Debido a esto, la presente iniciativa tiene por objeto ajus-
tar en los términos necesarios el procedimiento penal para
salvaguardar sus derechos, siempre velando por la digni-
dad y no discriminación; esto como una acción afirmativa
a favor de las personas trans imputadas y víctimas.

Para mayor claridad, se inserta cuadro comparativo de la
modificación propuesta:
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Por todo lo expuesto, se somete a su consideración, la pre-
sente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma los artículos 109 y 113 del Código
Nacional de Procedimientos Penales

Único. Se reforma la fracción XXIX y se adiciona la frac-
ción XXX al artículo 109; se reforma la fracción XIX y se
adiciona la XX del artículo 113, ambos del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido

En los procedimientos previstos en este Código, la víctima
u ofendido tendrán los siguientes derechos:

I. a XXVIII. …

XXIX. En caso de ser una persona trans, a que se re-
alicen los ajustes al procedimiento penal necesarios
para salvaguardar sus derechos, garantizar su segu-
ridad e integridad física; así como que el procedi-
miento sea realizado con perspectiva de género libre
de discriminación y revictimización.

XXX. Los demás que establezca este Código y otras
disposiciones aplicables

…

…

Artículo 113 Derechos del imputado

El imputado tendrá los siguientes derechos:

I. a XVIII. …

XIX. En caso de ser una persona trans, a que se rea-
licen los ajustes al procedimiento penal necesarios
para salvaguardar sus derechos, garantizar su segu-
ridad e integridad física; así como que el procedi-
miento sea realizado con perspectiva de género y li-
bre de discriminación.

XX. Los demás que establezca este Código y otras
disposiciones aplicables.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Cervantes, JC. Los derechos humanos de las personas transgénero,

transexuales y travestis. Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos. Retrieved March 6, 2024, from 

https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/cartillas/2015-2016/31-DH-
Transgenero.pdf

2 Obama, B. Derechos de las personas trans. Corte Interamericana de
Derechos Humanos. Retrieved March 6, 2024, from 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r34727.pdf

3 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Cámara de
Diputados. Retrieved March 6, 2024, from 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

4 https://www.wola.org/es/2020/04/nuevo-reporte-mujeres-trans-pri-
vadas-de-libertad/

5 Ídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo de
2024.— Diputada María Fernanda Félix Fregoso (rúbrica),»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Diversidad, para opinión.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 5o. de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo de la dipu-
tada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, Paulina Aguado Romero, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
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LXV Legislatura en la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno ini-
ciativa con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Una caseta de cobro es una estructura física ubicada en ca-
rreteras, autopistas u otras vías de tránsito donde se cobra
un peaje o tarifa a los conductores que desean utilizar esa
vía. Estas casetas están generalmente administradas por or-
ganismos gubernamentales o empresas privadas concesio-
narias. El propósito de las casetas de cobro es financiar el
mantenimiento, operación y en ocasiones la construcción de
las vías de transporte, así como generar ingresos para el go-
bierno o la empresa encargada de la gestión de la carretera.
Los conductores pagan una tarifa que puede ser fija o va-
riable según la distancia recorrida o el tipo de vehículo que
utilicen.

En México, para 2021 habían muerto al menos 56 personas
en 8 accidentes de tránsito ocurridos en casetas de peaje del
estado de México, Veracruz, Jalisco, Baja California y Naya-
rit, de acuerdo con autoridades federales,1 sin contar los múl-
tiples accidentes causados por las largas filas que se llegan a
dar por el lento cobro y la falta de movilidad que se le otorga
a los usuarios de las carreteras. El registro correspondiente al
primer cuatrimestre de 2023 es de 5.322 fallecidos, represen-
ta un aumento de 2.5 por ciento de mortalidad en las carrete-
ras mexicanas con respecto al año anterior.2

En México las carreteras están siendo acorraladas por la
delincuencia, cada hora se cometen 1.6 robos a transportis-
tas y es un delito que va en aumento. En 2020 se registra-
ron más de mil 700 denuncias por robo en carreteras en to-
do México3 y en 2023 se cometían en promedio 38 asaltos
diarios.4 Las estadísticas muestran que, desafortunadamen-
te, los incidentes relacionados con la delincuencia en las
carreteras no son ajenos a nuestra realidad y siguen en au-
mento, por lo cual con esta iniciativa, se pretende ayudar
de igual manera a disminuir la tasa de delincuencia en ca-
setas al tener un mayor flujo de tránsito.

Los cinco tipos de accidentes más comunes en las casetas
de cobro son colisión lateral, choque por alcance en parte
trasera, impacto contra objeto fijo, colisión por retroceso y
colisiones relacionadas con peatones.

Muchas de estas colisiones se deben a la falta de dispositi-
vos de telepeaje, ya que al no todas las casetas de cobro
contar con este servicio muchos usuarios con alta frecuen-
cia en las maniobras de cambio de carril o tienen que re-
troceder ya estando dentro de las casetas, lo cual, resulta en
colisiones laterales.

En razón a lo anterior se puede dimensionar sobre lo necesa-
rio que es el darles un mejor y mayor flujo a los usuarios de
caminos, gracias a esto podremos hacer una movilización
más fluida y poder bajar el porcentaje de accidentes en case-
tas cobros en nuestro país y de esta misma manera evitar las
muertes que se ocasionan por el lento funcionamiento y las
largas filas provocadas por las casetas de cobro.

Para mayor claridad se inserta cuadro comparativo de la
presente propuesta:

Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto que reforma la fracción VIII del artículo 5o. de
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Único. Se reforma la fracción VIII del artículo 5o. de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, para
quedar como sigue:

Artículo 5o. Es de jurisdicción federal todo lo relacionado
con los caminos, puentes, así como el tránsito y los servi-
cios de autotransporte federal que en ellos operan y sus ser-
vicios auxiliares.

Corresponden a la Secretaría, sin perjuicio de las otorgadas
a otras dependencias de la Administración Pública Federal
las siguientes atribuciones:

…

VIII. Establecer las bases generales de regulación tari-
faria respecto al cobro de peaje en las casetas, las
cuales deberán contar con dispositivos de telepeaje
para su cobro.

Las motocicletas deberán pagar 50 por ciento del peaje que
paguen los automóviles; y

Los permisionarios del servicio de autotransporte federal
de pasajeros, con apego en la ley y en su normatividad in-
terna, podrán ofrecer el 50 por ciento de descuento a estu-
diantes de educación media superior y superior, durante to-
do el año; y

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.milenio.com/politica/56-muertos-accidentes-casetas-
peaje-5

2 (Casetas De Cobro, Una Trampa Mortal Que Provoca Cientos De Ac-
cidentes En Las Carreteras De México, 2024)

3 “(Seguridad en las carreteras de México: prevención y protección en
el camino”, Secure Witness, no disponible).

4 Badillo, D. (20 de enero de 2024). “Autopistas peligrosas: en México,
cada hora ocurren dos asaltos contra transportistas”, El Economista.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 38 y 39 de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia, a cargo de la diputada Paulina Aguado Ro-
mero, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Paulina Aguado Romero, integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXV Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto
de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las mujeres en México desempeñan roles multifacéticos en
la sociedad, contribuyendo de manera significativa en diver-
sos ámbitos, desde la economía hasta la cultura y la política.
A lo largo de la historia, las mujeres mexicanas han luchado
por la igualdad de género y los derechos humanos, enfren-
tando desafíos como la discriminación, la violencia de géne-
ro y la desigualdad socioeconómica. Pese a estos obstáculos,
las mujeres en México han logrado importantes avances en la
participación política y laboral, así como en la promoción de
los derechos reproductivos y la igualdad de oportunidades.
Sin embargo, persisten desafíos significativos en cuanto a la
violencia de género, la brecha salarial y la representación po-
lítica equitativa.1 En la actualidad, las mujeres mexicanas
continúan siendo agentes de cambio y liderando movimien-
tos sociales en busca de justicia y equidad de género, inspi-
rando a futuras generaciones a construir un país más inclusi-
vo y justo para todos.

De acuerdo con los datos del Censo de Población y Vi-
vienda de 2020, en el país existen 64 millones 540 mil 634
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mujeres, lo cual representa 51.6 por ciento de la población
del país.2 De ese porcentaje, las mujeres en la mayor parte
de México particularmente, viven en una situación donde
hay abuso, discriminación, desigualdad, violencia y, en al-
gunos países, feminicidios.

La violencia contra las mujeres es un fenómeno complejo
que afecta y no distingue a mujeres de todas las edades, ra-
zas, etnias, orientaciones sexuales, identidades de género y
clases sociales.3

El artículo 5, fracción IV, de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia4 define la vio-
lencia contra las mujeres como

cualquier acción u omisión, basada en su género, que
les cause [a las mujeres] daño o sufrimiento psicológi-
co, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte
tanto en el ámbito privado como en el público

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia tiene el objetivo de garantizar la pre-
vención, atención, sanción y erradicación de todos los ti-
pos de violencia contra las mujeres durante su ciclo de
vida y promover su desarrollo integral y plena participa-
ción en todos los ámbitos de la vida.

Estos tipos de violencia, se manifiestan en distintos con-
textos, como el hogar, el trabajo, las instituciones educati-
vas y los espacios públicos, y puede ser perpetrada por pa-
rejas íntimas, familiares, conocidos o extraños. Las
consecuencias de esta violencia van más allá del impacto
individual, afectando también a familias, comunidades y
sociedades en su conjunto.5

Además, la violencia de género está estrechamente relacio-
nada con otras formas de discriminación y opresión, como
el racismo, la xenofobia, la homofobia y la transfobia, lo
que intensifica su impacto en los grupos más vulnerables.
Para abordar eficazmente este problema, es fundamental
implementar medidas integrales que incluyan la preven-
ción, la protección de las víctimas, el acceso a la justicia y
la transformación de las estructuras sociales y culturales
que perpetúan la desigualdad de género.

La violencia contra las mujeres tiene su origen en las rela-
ciones de desigualdad de poder, resultante de las estructu-
ras culturales e históricas del patriarcado; es vital recono-
cerla y erradicarla ya que es una de las expresiones más
extremas de violación a los derechos humanos de las mu-

jeres.6 Todos los tipos de violencia son preocupantes, pero
la violencia familiar es una problemática grave que afecta
a millones de personas en todo el mundo, generando con-
secuencias devastadoras en la vida de las víctimas y en la
sociedad en su conjunto. Este tipo de violencia puede ma-
nifestarse de diversas formas, incluyendo abuso físico,
emocional, sexual y económico, así como el control coer-
citivo y la negligencia. Los efectos de la violencia familiar
pueden ser duraderos y profundamente perjudiciales, afec-
tando la salud física y mental de las víctimas, su autoesti-
ma, sus relaciones interpersonales y su capacidad para de-
senvolverse en la vida cotidiana.

Es especialmente preocupante porque afecta a personas de
todas las edades y contextos socioeconómicos, aunque las
mujeres y los niños suelen ser los más afectados. Además,
la violencia familiar puede perpetuarse a lo largo de gene-
raciones, creando un ciclo de abuso difícil de romper.

Para abordar eficazmente la violencia familiar, es crucial
adoptar un enfoque integral que incluya medidas de pre-
vención, protección y acceso a la justicia para las vícti-
mas, así como la sensibilización y la educación en torno al
respeto, la igualdad y la resolución pacífica de conflictos.
Es necesario también brindar apoyo y recursos a las per-
sonas que experimentan violencia familiar, así como a sus
familias, para ayudarles a salir de situaciones de riesgo y
reconstruir sus vidas de manera segura y saludable. En úl-
tima instancia, la erradicación de la violencia familiar re-
quiere un compromiso conjunto de toda la sociedad para
promover relaciones basadas en el respeto, la dignidad y el
amor.

La erradicación de la violencia contra las mujeres requiere
un compromiso colectivo y continuo de toda la sociedad,
así como el fortalecimiento de políticas públicas y la pro-
moción de una cultura de respeto, igualdad y no violencia.

El Programa Integral para Prevenir, Atender, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra las Mujeres se debe reforzar
y actualizar constantemente para garantizar que el Estado
salvaguardará sus derechos humanos. Por esas razones, la
presente iniciativa tiene por objetivo reforzar las garantías
que otorga el Estado para las víctimas de violencia de gé-
nero, salvaguardar la dignidad de ellas y evitar la revicti-
mización por parte de los juzgadores; y fortalecer acciones
para la prevención de estos tipos de violencia.

Para mayor claridad se inserta cuadro comparativo de la
presente propuesta:
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Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia

Por todo lo expuesto se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 38 y 39 de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia

Único. Se reforman las fracciones IV a VI y XIV del ar-
tículo 38 y el artículo 39 de La Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 38. El programa contendrá las acciones con pers-
pectiva de género para

I. a III. …

IV. Educar y capacitar en materia de derechos humanos
de las mujeres a todo el personal encargado de la im-
partición de justicia, a fin de dotarles de instrumentos
que les permita juzgar con perspectiva de género, para
salvaguardar la integridad y evitar la revictimiza-
ción de las mujeres;

V. Brindar los servicios especializados y gratuitos para
la atención médica y psicológica, así como la protec-
ción necesaria a las víctimas, que deberá ser sufi-
ciente para garantizar su seguridad, esto por medio
de las autoridades y las instituciones públicas o priva-
das;

VI. Generar, fomentar y apoyar programas de educa-
ción pública y privada, destinados a concientizar a la so-
ciedad sobre las causas y las consecuencias de la vio-
lencia contra las mujeres;

V. a XIII. …

XIV. Realizar y publicar anualmente estudios sobre
los efectos de la violencia y la discriminación intersec-
cional en las mujeres proponiendo políticas públicas
dirigidas a su eliminación y prevención;

XV. a XVI. …

Artículo 39. El Ejecutivo federal propondrá en el proyec-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación asignar una
partida presupuestaria suficiente para garantizar el cum-
plimiento de los objetivos del sistema y del programa pre-
vistos en la presente ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Ser mujer en México (1 de mayo de 2021). IELAT. Fecha de consul-
ta: 18 de marzo de 2024, 

https://ielat.com/wp-content/uploads/2021/05/Reporte-R2-2021-
FINAL.pdf
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2 (no disponible). Población. Mujeres y hombres en México. Fecha de
consulta: 18 de marzo de 2024, 

https://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/mujeresyhombres.aspx?
tema=P

3 Council on Scientific Affairs. “Violence against women: relevance
for medical practitioners”, en Journal of American Medical Associa-

tion, JAMA, 1992.

4 Calderón, J. (no disponible). Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia. Cámara de Diputados. Fecha de con-
sulta: 18 de marzo de 2024, 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf

5 García Moreno C. Violencia contra la mujer: género y equidad en sa-

lud. Organización Mundial de la Salud 2000, publicación ocasional nú-
mero 6.

6 Pitanguy H. L.; Adrianne, J.; y Adrianne, L. Violencia contra la mu-

jer: la carga oculta sobre la salud. Programa Mujer, Salud y Desarro-
llo, Organización Panamericana de la Salud, Washington, DC, 1994.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS ADULTAS MAYORES

«Iniciativa que reforma el artículo 17 de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la
diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Paulina Aguado Romero, integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXV Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto
de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Ser un adulto mayor implica entrar en una etapa de la vida
marcada por la experiencia, el conocimiento acumulado y, en
muchos casos, por el retiro de la vida laboral activa. A medi-
da que las personas envejecen, pueden enfrentarse a cambios
físicos y mentales, así como a nuevos desafíos y oportunida-
des. Ser adulto mayor también puede significar disfrutar de
mayor libertad para explorar pasatiempos, intereses persona-
les y relaciones sociales, así como para reflexionar sobre la
vida y dejar un legado a las generaciones más jóvenes.1

Sin embargo, también puede implicar desafíos como pro-
blemas de salud, pérdida de seres queridos y cambios en
las habilidades físicas y cognitivas. En resumen, ser un
adulto mayor es una etapa de la vida llena de posibilidades
y desafíos, donde se valora la sabiduría y la experiencia
acumulada a lo largo de los años. Éste implica un proceso
de la vida que inicia a los 60 años, de acuerdo con la Or-
ganización de las Naciones Unidas,2 y en el cual el Estado
debe tener especial atención, pues precisa de atención es-
pecializada donde puedan formar parte de la sociedad dig-
namente y sin sufrir de discriminación por edad.

El Inegi3 estimó que en México residen 17 millones de
personas de 60 años y más, lo que representa 14 por cien-
to de la población del país. El envejecimiento de la po-
blación es un fenómeno universal, en nuestro país experi-
menta un intenso y acelerado proceso de envejecimiento
poblacional, se estima que para 2050 se llegue a 33.4 mi-
llones de personas mayores, por lo que 23 de cada 100
personas serán adultos mayores.

Poco más de una cuarta parte (26.2 por ciento) de la po-
blación adulta mayor vive en localidades rurales. La pro-
porción de adultas mayores rurales es menor que la de
hombres en todos los grupos de edad: llega a representar
32.4 por ciento entre los hombres del grupo de 80 años y
más, frente a 25.8 de las mujeres.4

Los adultos mayores constituyen una pieza fundamental en
la sociedad y sobre todo en la familia, por lo que es una
obligación velar por su bienestar y calidad de vida. Los
adultos mayores son productivos, un porcentaje significati-
vo de ellos sigue en la vida laboral y realiza actividades
remuneradas y no remuneradas, voluntariados y activida-
des recreacionales.

En los últimos años, papel que tienen las personas mayores
en la sociedad está cambiando y evolucionando, tanto en
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número como en participación; más que nunca se hace ne-
cesaria la educación en cómo llevar una vida saludable y
participativa para prevenir por un lado la dependencia y,
por otro, los problemas de discriminación por edad.

México tiene una legislación llamada Ley Federal de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores, misma que de-
fine a una persona adulta mayor como aquella que tiene 60
años y más, esta legislación es la encargada del derecho ob-
jetivo para garantizar cada uno de los derechos de la vejez,
por lo que es importante que en esta quepan cada uno de
ellos, esta legislación ha contribuido en la construcción de
un marco jurídico general que favorezca las condiciones
óptimas de salud, nutrición, vivienda, desarrollo integral,
seguridad social de ese grupo de la sociedad y educación.

Los derechos de los adultos mayores son muy específicos y
al mismo tiempo, amplios, el derecho a la familia, a la salud,
a la vivienda digna y cualquier otro derecho humano es fun-
damental que se les garantice, así mismo tenemos el derecho
a la educación, que la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos salvaguarda en el artículo 3o. De él ema-
na la Ley General de Educación, donde se reconoce que los
adultos tienen derecho a la educación, por lo que es vital ade-
cuar y garantizar que los adultos mayores no tendrán impedi-
mentos para continuar o comenzar su educación, pero así
mismo la Ley Federal de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores, es la legislación que especifica que instituciones
y cómo garantizar dichas dichos derechos.

La institución encargada de atender la educación para adul-
tos es el Instituto Nacional para la Educación de los Adul-
tos,5 creado en 1981 por decreto presidencial con objeto de
promover, organizar e impartir educación para adultos.6

Las personas de 60 años durante mucho tiempo no tuvieron
la posibilidad de seguir estudiando,7 por lo que el analfa-
betismo en estas generaciones se convirtió en un problema
que las autoridades desatendieron, a nivel mundial se pre-
sentó el mismo problema, en diferentes países incluso han
realizado acciones gubernamentales y no gubernamental
para impulsar a todos los niveles que las personas adultas
mayores tengan la posibilidad de iniciar, continuar con sus
estudios y alfabetización.

El número de personas mayores de 60 años que vuelve a la
universidad ha ido en incremento en los últimos 5 años, sin
embargo, el deseo por retomar sus estudios es de 8 de cada
10 adultos mayores, pero no hacerlo se vuelve una cons-
tante por falta de oportunidades.8

La edad no debe ser un obstáculo para retomar estudios;
por lo contrario: tiene muchas ventajas, como desarrollar la
creatividad, que proporciona gran satisfacción personal,
aumenta la calidad de vida, entrena las capacidades menta-
les, la memoria y la concentración. Aun así, la estadística
de las personas que estudia es baja, y 80 por ciento de és-
tas9 se halla en instituciones privadas pues, de acuerdo con
su testimonio, es la única opción que tienen.

El Censo Nacional de Población y Vivienda de 2020 indi-
có que en México había 4 millones 456 mil 431 personas
analfabetas. De ellas, 1 millón 693 mil 443 son mayores.10

En tal grupo predominan las mujeres y personas pertene-
cientes a pueblos originarios como las más afectadas por
esta condición. La Alfabetización en Adultos Mayores es
imprescindible para que puedan desenvolverse en cual-
quier ámbito social, para comprender los procesos, poder
participar políticamente y sobre todo para evitar abusos y
discriminación. La educación como se ha mencionado es
un derecho fundamental para todo ser humano, y la alfabe-
tización es una herramienta fundamental que permite el de-
sarrollo social.

Derivado de la presente exposición de motivos, el objetivo
de la reforma es garantizar el combate del analfabetismo en
el país y el derecho a la educación de los adultos mayores.

Ley Federal de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores
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Por todo lo expuesto se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona el artículo 17 de la Ley
Federal de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res

Único. Se adicionan las fracciones IX y X al artículo 17 de
la Ley Federal de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores, para quedar como sigue:

Artículo 17.

Corresponde a la Secretaría de Educación Pública garanti-
zar a las personas adultas mayores

I. a VII. … (sin correlativo)

VIII. Fomentar entre toda la población una cultura de la
vejez, de respeto, aprecio y reconocimiento a la capaci-
dad de aportación de las personas adultas mayores;

IX. Implementar políticas públicas dirigidas para
erradicar el analfabetismo de las personas adultas
mayores; y

X. La no discriminación por edad en las instituciones
de educación pública y privada.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Dirección General de Información en Salud. Base de datos de defun-
ciones generales 1979-2021 [en línea]: Sistema Nacional de Informa-
ción en Salud. México: Secretaría de Salud.

2 Envejecimiento, Naciones Unidas (no disponible). Fecha de consul-
ta: 18 de marzo de 2024, 

https://www.un.org/es/global-issues/ageing

3 Inegi, Estudio Nacional de Salud y Envejecimiento en México, 2021,
Base de datos, Instituto Nacional de Estadística y Geografía/Instituto
Nacional de Geriatría/Instituto Nacional de Salud Pública/University
of Pennsylvania/University of Wisconsin Madison.

4 Ídem.

5 Gobierno de México-SEP (1981), Decreto por el que se crea el Insti-
tuto Nacional para la Educación de los Adultos, Diario Oficial de la Fe-
deración, 31 de agosto de 1981, México

http://dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?codnota=4683234&fe-
cha=31/08/1981&cod_diario=201788

6 Gobierno de México-SEP (2017b), Reglas de Operación del progra-
ma Educación para Adultos para el ejercicio fiscal de 2018, Diario Ofi-
cial de la Federación, 29 de diciembre de 2017, México, 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5509752&fe-
cha=29/12/2017

7 Ham, R., “Diagnóstico sociodemográfico del envejecimiento en Mé-
xico”, en La situación demográfica de México 2021, Consejo Nacional
de Población, México, www.conapo.gob.mx

8 Guzmán, J. M.; Huenchuan, S.; y V. Montes de Oca, “Redes de apo-
yo social de las personas mayores: marco conceptual”, en Notas de

Población 2020.

9 Ídem.
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10 Gobierno de México, Inapam, 

https://www.gob.mx/inapam/es/articulos/alfabetizacion-en-la-ve-
jez-pieza-clave-para-la-independencia-y-autonomia-de-las-perso-
nas-mayores?idiom=es#:~:text=De%20acuerdo%20con%20el%
20Censo,m%C3%A1s%20afectadas%20por%20esta%20condi-
ci%C3%B3n

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN Y
LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 

NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 43 de la
Ley General de Educación y 50 de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la
diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Paulina Aguado Romero, integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXV Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto
de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La salud mental es de los estados más importantes del ser
humano, en consecuencia las placas públicas deben de es-
tar enfocadas en el bienestar psicológico de las personas.

La definición de la salud mental se refiere al estado de
bienestar emocional, psicológico y social en el que una
persona puede afrontar y manejar el estrés normal de la vi-
da, trabajar de manera productiva y contribuir a su comu-
nidad. Incluye el equilibrio entre los aspectos emocionales,
psicológicos y sociales de la vida, así como la capacidad de
enfrentar y superar los desafíos y adversidades de manera
efectiva. La salud mental abarca una amplia gama de as-

pectos, que van desde el bienestar emocional y la autoesti-
ma hasta la capacidad para establecer y mantener relacio-
nes saludables, la resiliencia ante la adversidad y la capa-
cidad para adaptarse a los cambios y desafíos de la vida.1

La salud mental es un aspecto fundamental del bienestar
general de una persona, y que su promoción y cuidado son
esenciales para llevar una vida plena y satisfactoria.

En México, 25 por ciento de las personas de entre 18 y 65
años presenta algún problema de salud mental,2 de acuer-
do con datos del Censo de 2020, publicados por Inegi.3 En
2020 había 504 mil niños y adolescentes con condición
mental en México; esto representaba 1.3 por ciento de la
población nacional de entre 0 y 17 años.

La salud mental en niños es fundamental para su desarro-
llo integral y su bienestar a lo largo de la vida. Una buena
salud mental en la infancia sienta las bases para relaciones
saludables, un rendimiento académico sólido y una autoes-
tima positiva. Además, contribuye al desarrollo de habili-
dades socioemocionales, como la empatía, la resolución de
problemas y la capacidad para manejar el estrés.

La salud mental en la infancia también influye en la capa-
cidad de los niños para afrontar los desafíos y adversidades
que puedan encontrar a lo largo de su vida. Los niños con
una buena salud mental suelen ser más resilientes y tienen
mayores habilidades para adaptarse a situaciones difíciles.4

Los problemas de salud mental no tratados en la infancia
pueden tener efectos negativos a largo plazo en el bienes-
tar emocional, social y académico de los niños. Pueden in-
terferir con su capacidad para aprender, establecer relacio-
nes saludables y desarrollar una autoimagen positiva.

Por lo tanto, es crucial promover la salud mental en la in-
fancia mediante la creación de entornos de apoyo, la edu-
cación sobre habilidades emocionales, la detección tem-
prana y el tratamiento de cualquier problema de salud
mental que pueda surgir. Al priorizar la salud mental de los
niños, se les proporciona la base necesaria para crecer y
prosperar en todas las áreas de sus vidas.5

En muchos casos la ayuda psicológica genera una estabili-
dad emocional, lo que crea una salud mental en los niños,
en otros con algún trastorno psicológico o psiquiátrico la
atención médica constante genera un entorno adecuado.6

La atención psicológica en niños es de vital importancia
debido a su impacto significativo en el desarrollo emocio-
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nal, social y cognitivo. Los niños pueden enfrentarse a una
variedad de desafíos emocionales y mentales, como la an-
siedad, la depresión, el trauma, los problemas de compor-
tamiento y las dificultades de aprendizaje. La atención psi-
cológica proporciona un espacio seguro y de apoyo donde
los niños pueden expresar sus emociones, explorar sus pen-
samientos y aprender habilidades para enfrentar los desafí-
os de manera efectiva.

La atención psicológica temprana puede prevenir proble-
mas más graves en el futuro y promover un desarrollo sa-
ludable en todas las áreas de la vida de un niño.7 Los tera-
peutas infantiles están capacitados para comprender las
necesidades únicas de los niños y adaptar sus intervencio-
nes para satisfacer esas necesidades. Esto puede incluir te-
rapia individual, terapia de juego, terapia familiar o inter-
venciones basadas en la escuela, dependiendo de las
circunstancias específicas de cada niño.

Además, la atención psicológica en niños puede ayudar a
fortalecer las relaciones familiares, mejorar el rendimiento
académico y promover una autoestima positiva. Al abordar
los problemas de salud mental en la infancia, se proporcio-
na a los niños las herramientas y los recursos necesarios
para construir una base sólida para su bienestar emocional
a lo largo de la vida.

Descrita la exposición de motivos, esta propuesta de refor-
ma tiene por objetivo promover y fomentar el correcto de-
sarrollo infantil en los diversos campos, especialmente el
de los niños, niñas y adolescentes en zonas de alta y muy
alta marginación, para así desde su educación implantar la
importancia de la salud mental, así como se atención, pre-
vención y seguimiento.

Para mayor claridad se inserta cuadro comparativo de la
presente propuesta:

Ley General de Educación

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes

Por todo lo expuesto se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 43
de la Ley General de Educación, y se reforma el artícu-
lo 50 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes

Primero. Se reforman las fracciones III y IV se adiciona
la V del artículo 43 de la Ley General de Educación, para
quedar como sigue:

Artículo 43.

El Estado impartirá la educación multigrado, la cual se
ofrecerá, dentro de un mismo grupo, a estudiantes de dife-
rentes grados académicos, niveles de desarrollo y de cono-
cimientos, en centros educativos en zonas de alta y muy al-
ta marginación.

Para dar cumplimiento a esta disposición, las autoridades
educativas, en el ámbito de sus respectivas competencias,
llevarán a cabo lo siguiente:

I. y II. …

III. Desarrollar competencias en los docentes con la 
realización de las adecuaciones curriculares que les per-
mitan mejorar su desempeño para el máximo logro de
aprendizaje de los educandos, de acuerdo con los grados
que atiendan en sus grupos, tomando en cuenta las ca-
racterísticas de las comunidades y la participación acti-
va de madres y padres de familia o tutores; y

IV. Promover las condiciones pedagógicas, administra-
tivas, de recursos didácticos, seguridad e infraestructura
para la atención educativa en escuelas multigrado a fin
de garantizar el ejercicio del derecho a la educación; y

V. Promover y fomentar el uso de prácticas que apo-
yen a la inteligencia emocional y a la salud mental.

Segundo. Se reforman la fracción XVI y el segundo pá-
rrafo del artículo 50 de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 50.

Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del
más alto nivel posible de salud, así como a recibir la pres-
tación de servicios de atención médica gratuita y de calidad

de conformidad con la legislación aplicable, con el fin de
prevenir, proteger y restaurar su salud. Las autoridades fe-
derales, de las entidades federativas, municipales y de las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el
ámbito de sus respectivas competencias, en relación con
los derechos de niñas, niños y adolescentes, se coordinarán
a fin de

I. a XV. …

XVI. Establecer medidas tendentes a que en los servi-
cios de salud se detecten y atiendan de manera especial
los casos de niñas, niños y adolescentes con problemas
de salud mental, así como su prevención por medio de
acceso a atención psicológica;

XVII. a XVIII. …

Asimismo, garantizarán que todos los sectores de la socie-
dad tengan acceso a educación y asistencia en materia de
principios básicos de salud física y psicológica, nutrición,
ventajas de la lactancia materna exclusiva durante los pri-
meros seis meses y complementaria hasta los dos años de
edad, así como la prevención de embarazos, higiene, medi-
das de prevención de accidentes y demás aspectos relacio-
nados con la salud de niñas, niños y adolescentes.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Escandón, Carrillo, Roberto. “¿Qué es salud mental? Un panorama
de la salud mental en México”, en Castillo Nechar, Marcelino (coordi-
nador) Salud mental, sociedad contemporánea. Universidad Autónoma
del Estado de México. México, 2000, página 17.

2 Trastornos mentales afectan a 15 millones de mexicanos, Secretaría
de Salud, gob.mx. (4 de noviembre de 2018). Fecha de consulta: 19 de
marzo de 2024, 

https://www.gob.mx/salud/prensa/421-trastornos-mentales-afec-
tan-a-15-millones-de-mexicanos
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3 Censo de Población y Vivienda 2020 (no disponible). Inegi. Fecha de
consulta: 19 de marzo de 2024, 

https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2020/

4 Merck Sharp & Dohme (2005). Manual de Merck de información

médica para el hogar, problemas de salud en la infancia, trastornos de

la salud mental. Madrid: Merck Sharp & Dohme.

5 Organización Panamericana de la Salud (2010). Tratamiento farma-

cológico de los trastornos mentales en la atención primaria de salud.

Washington, DC, OPS.

6 Rodríguez, J. J. (2009). “Introducción”, en J. J. Rodríguez, R. Kohn
y S. Aguilar Gaxiola (editores), Epidemiología de los trastornos men-

tales en América Latina y el Caribe, páginas ix-xv. Washington, DC:
Organización Panamericana de la Salud.

7 Caraveo-Anduaga, J. J., Colmenares Bermúdez, E.; y Martínez-Vé-
lez, N. A. (2002). “Síntomas, percepción y demanda de atención en sa-
lud mental en niños y adolescentes de la Ciudad de México”, en Salud

Pública México, 44 (6), páginas 492-498.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Educación, y de
Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma los artículos 110 y 111 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
a cargo de la diputada Paulina Aguado Romero, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Paulina Aguado Romero, integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXV Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto
de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el censo levantado por el Inegi en 2020, en
México había 38.2 millones de niños y adolescentes, con-
siderados desde 0 hasta 17 años. De éstos, 49 por ciento co-
rresponde a mujeres; y 51, a hombres. La cifra representa
30 por ciento de la población del país.1 Aunadas a estos da-
tos, las políticas públicas en el país deberían dar prioridad
a salvaguardar todos sus derechos y encaminarlas a su
bienestar.

Respecto del dato que se anuncia con anterioridad; ser in-
fante en nuestro país ya es considerado como una situación
de vulnerabilidad, esto respecto a su desarrollo físico y
cognitivo en curso, su dependencia de los adultos, su falta
de experiencia y capacidad para defenderse, así como su
mayor susceptibilidad a enfermedades y lesiones. Adicio-
nando los datos de violencia que existen dado al riesgo
constante de ser perjudicado, maltratado, perseguido, lasti-
mado, discriminado, menospreciado o influenciado.2

En El estado mundial de la infancia un informe realizado
por el Fondo de Naciones Unidas para la Infancia denomi-
nado como”,3 se señala que las tres amenazas mundiales de
una niñez sana son la pobreza, los conflictos armados y el
sida. Aunado a este dato, en México los niños en situación
de calle tienen historias que implican alguna de estas razo-
nes u otras específicas como el abandono.

De acuerdo a estos estudios, la legislación mexicana im-
pulsa los Derechos Humanos de niñas, niños y adolescen-
tes, con el fin de evitar las cuestiones previas, estos están
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, en los tratados internacionales de los que
México forma parte, y específicamente en la Convención
sobre los Derechos del Niño y en la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la cual entró en vi-
gor en septiembre de 19904 y enuncia que “no hay causa
que merezca más alta prioridad que la protección y el de-
sarrollo del niño, de quien dependen la supervivencia, la
estabilidad y el progreso de todas las naciones y, de hecho,
de la civilización humana”.

Uno de los derechos más importantes de los niños, niñas
y adolescentes y relacionados con el presente tema, es el
derecho a la familia el cual en nuestra legislación está
contemplado en el artículo 13, este derecho a la familia
incluye el derecho a vivir en un entorno familiar amoroso
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y seguro, a recibir cuidado y protección adecuados, a
mantener relaciones con sus padres y ser criados por ellos
siempre que sea posible, así como a ser protegidos contra
la separación de su familia de manera arbitraria o injusti-
ficada. Sin embargo, cuando por alguna circunstancia en
especial esto no es posible, a causa de situaciones de vio-
lencia en el hogar, migración o situaciones de emergen-
cia, y los niños, niñas y adolescentes son separados de sus
familias o pierden el cuidado familiar, el Estado está obli-
gado a garantizar su protección y a ofrecer diferentes op-
ciones de cuidado alternativo.

Hace casi 10 años, el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, en colaboración con los Sistemas Nacional y
Estatales para el Desarrollo Integral de la Familia, el Insti-
tuto de Desarrollo Social y otras instituciones, el Censo de
Alojamientos de Asistencia Social (CAAS),5 éste es el úl-
timo dato que tenemos y estipulo que alrededor de 33 mil
118 niñas, niños y adolescentes se encontraban bajo la pro-
tección de 875 casas hogar, albergues, refugios y otras mo-
dalidades de cuidado institucional, públicos y privados al-
rededor del país, señalando que las cinco entidades
federativas con mayor población albergada fueron: Baja
California 4 mil 124, Jalisco 2 mil 955, Ciudad de México
2 mil 922, Chihuahua 2 mil 137 y estado de México mil
650. Por su puesto, con la antigüedad de estas cifras y de-
bido a la falta de un censo actual, podemos asegurar que la
cifra es mucho más alta a la fecha, debido a que el índice
de violencia y abandono infantil ha incrementado más de
12 por ciento solo en el presente sexenio.

En México, los centros de asistencia social (CAS) son esta-
blecimientos, lugares o espacios de cuidado alternativo o aco-
gimiento residencial para niñas, niños y adolescentes sin cui-
dado parental o familiar que brindan instituciones públicas,
privadas y asociaciones. La finalidad de estos Centros es
atender de manera integral a las niñas, los niños, las y los ado-
lescentes sujetos de asistencia social en los centros asisten-
ciales y promover su derecho a vivir en familia en el marco
de los derechos de las niñas, niños, las y los adolescentes,6 de
acuerdo con el propio gobierno federal.

Los CAS asumen una gran responsabilidad al salvaguardar
en todo momento los derechos de los infantes, lamentable-
mente se ha observado irregularidades grabes en estos; mu-
chos de estos centros han sido objeto de investigaciones, en
donde la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha
tenido que emitir recomendaciones a estados, a secretarias
e incluso a gobernadores y presidentes municipales.

Uno de los ejemplos de estas recomendaciones fue en
2018 con la recomendación 18VG/2018, del 31 de octu-
bre de 2018, dirigida a los gobernadores constitucionales
de Michoacán, Baja California, Coahuila, Durango, Es-
tado de México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Morelos,
Nayarit, Puebla Querétaro, al DIF Nacional, y al presi-
dente municipal de Zamora, Michoacán. Este organismo
nacional investigó las violaciones graves a los derechos
de 536 personas, entre ellas niñas, niños y adolescentes,
que se encontraban en una casa hogar privada en Zamo-
ra, Michoacán; ya que los niños de estas casas hogares,
presentaban signos de alimentación nula presentaban le-
siones, desnutrición y mal estado de salud. Se encontró
que en el CAS no existía personal suficiente ni capacita-
do para la atención de las personas menores de edad.

El referido debe ser una razón para implantar la vigilancia
de quien opera y está a cargo del personal de los CAS, que
pareciera que son un tema olvidado por las autoridades fe-
derales y locales.

Aún más grave que las recomendaciones emitidas, son los
casos de violaciones a derechos de niñas, niños y adoles-
centes en centros y albergues privados, difundidos por los
medios de comunicación, como lo son los referidos a con-
tinuación:

Albergue la Gran Familia (Zamora, Michoacán 2014)

La Procuraduría General de la República (PGR) informó
sobre el rescate de los más de 500 niñas, niños y adoles-
centes que habitaban en la casa hogar, quienes se encontra-
ban en condiciones deplorables, castigos inhumanos, como
permanecer varios días sin comer o encerrados en una cel-
da no mayor de tres metros cuadrados;7 esto, aunado a que
recibían constantes agresiones físicas, psicológicas y se-
xuales por parte del personal. Esto sucedió pese a que este
albergue era considerado uno de los centros al cual se le
podía confiar el cuidado de los menores, pues tenía apoyo
del propio gobierno.8

Casitas del Sur (Ciudad de México, 2008)

El CAS en donde se reportó la desaparición de 27 menores
de edad, quienes presuntamente fueron víctimas por años
de trata infantil y adicional a esto los tenían en situación de
aislamiento y privación de la libertad. Este fue uno de los
casos más sonados en la capital y a pesar de esto, no se re-
alizó un cambio verdadero para el control de los CAS.
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Lamentablemente la situación en nuestro país es devas-
tadora y el panorama general actual de los CAS y la ga-
rantía de derechos a las niñas, niños y adolescentes no
tiene una supervisión ni un sistema operativo funcional,
tanto que ha puesto en riesgo la vida de decenas de in-
fantes; las violaciones a sus derechos que no pueden ser
toleradas, bajo ningún argumento.

Esta iniciativa tiene por objeto reformar la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, con el
propósito de crear un filtro para revisar las anomalías y
condiciones generales de los CAS, para así salvaguardar
los derechos de las niñas, niños y adolescentes que las ha-
bitan, protegiéndolas de situaciones causadas por el pro-
pio personal de dichos centros.

Para mayor claridad se inserta cuadro comparativo de la
presente propuesta:

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes

Por todo lo expuesto se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona los artículos 110 y 111
de Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes

Único. Se reforman las fracciones II y IV, se derogan las
fracciones V y VI y se adiciona un párrafo al artículo 110;
se reforma la fracción XII y se reforma la XII y se adi-
ciona la XIII del artículo 111 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como
sigue:

Artículo 110. Los centros de asistencia social deben con-
tar, con por lo menos, el siguiente personal:

I. Responsable de la coordinación o dirección;

II. Especializado en proporcionar atención en activida-
des de estimulación temprana, formación, promoción y
autocuidado de la salud; atención médica física y psico-
lógica, actividades de orientación social y de promoción
de la cultura de protección civil, conforme a las disposi-
ciones aplicables;

III. El número de personas que presten sus servicios en
cada centro de asistencia social será determinado en
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función de la capacidad económica de éstos, así como
del número de niñas, niños y adolescentes que tengan
bajo su custodia en forma directa e indirecta, debiendo
contar con, por lo menos, una persona de atención por
cada cuatro niños o niñas menores de un año, y una per-
sona de atención por cada ocho mayores de esa edad;

IV. Además del personal señalado en el presente artícu-
lo, el centro de asistencia social tendrá la obligación de
solicitar la colaboración de instituciones, organizacio-
nes o dependencias que brinden apoyo en psicología,
trabajo social, derecho, pedagogía, y otros para el cui-
dado integral de las niñas, niños y adolescentes;

V. (Se deroga)

VI. (Se deroga)

Todo el personal deberá estar capacitado de manera
permanente de forma especializada respecto de sus
funciones y será supervisado por la autoridad com-
petente que autorizó el centro.

Artículo 111. Son obligaciones de los titulares o responsa-
bles legales de los centros de asistencia social

I. Garantizar el cumplimiento de los requisitos estable-
cidos por esta Ley y demás disposiciones aplicables pa-
ra formar parte del Registro Nacional de Centros de
Asistencia Social del Sistema Nacional DIF, salvaguar-
dando los derechos humanos de los menores;

II. a XI. …

XII. Supervisar y evaluar periódicamente a su per-
sonal realizando un informe trimestralmente que se-
rá entregado a la autoridad que así lo requiera, con
el fin de garantizar el interés superior del menor y el
personal sea apto para el puesto desempeñe;

XIII. Las demás obligaciones establecidas en la pre-
sente Ley y demás disposiciones aplicables.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Las niñas, niños y adolescentes en México. Fecha de consulta: 12 de
marzo de 2024, 

https://www.inm.gob.mx/static/integridad_publica/difusion/2022/I
nfografia_PRONAPINNA_datos.pdf

2 García Méndez, Emilio. Infancia-adolescencia. De los derechos y de

la justicia, México, Fontamara, 1999, páginas 17-20.

3 www.unicef.org. Un resumen de algunas de las cifras de dicho infor-
me, en Tamayo, Eduardo, “La niñez: el eslabón más débil de la mun-
dialización” , ALAI, enero de 2001.

4 Convención sobre los Derechos del Niño, UNICEF, Comité Español.
Fecha de consulta: 12 de marzo de 2024, 

https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf

5 Instituto Nacional de Geografía y Estadística, Censo de Alojamien-
tos de Asistencia Social, 2015, 

http://cort.as/-SXMw Fecha de consulta: 20 de septiembre de 2018.

6 Transparencia DIF Nacional (no disponible), sitios.dif.gob.mx Fecha
de consulta: 12 de marzo de 2024, 

http://sitios.dif.gob.mx/transparencia/transparencia_focalizada/cen
tros_asistenciales/

7 Méndez, Alfredo, “Víctimas narran los castigos inhumanos en casa-
hogar en Michoacán”, en La Jornada, 16 de julio de 2014. Recupera-
do de 

http://cort.as/-MTiI

8 Álvarez, C. (25 de septiembre de 2020). “La Gran Familia: el alber-
gue del terror”, en La Prensa, Noticias policiacas, locales, nacionales.
Fecha de consulta: 13 de marzo de 2024, 

https://www.la-prensa.com.mx/archivos-secretos/la-gran-familia-
el-albergue-del-terror-5806017.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.
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LEY DE TRANSICIÓN ENERGÉTICA

«Iniciativa que reforma el artículo 65 de la Ley de Transi-
ción Energética, a cargo de la diputada Paulina Aguado Ro-
mero, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, Paulina Aguado Romero, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXV Legislatura en la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno ini-
ciativa con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, la inversión juega un papel fundamental en el
desarrollo económico del país. Se refiere al flujo de recur-
sos financieros, tanto nacionales como extranjeros, que se
destinan a diferentes sectores de la economía, como la in-
dustria, la agricultura, los servicios y la infraestructura. La
inversión puede provenir de diversas fuentes, como empre-
sas, instituciones financieras, gobiernos y personas físicas,
y su objetivo principal es generar empleo, impulsar el cre-
cimiento económico, mejorar la competitividad y contri-
buir al bienestar social. Sin embargo, la inversión en Mé-
xico también enfrenta desafíos, como la volatilidad de los
mercados financieros, la inseguridad jurídica, la corrup-
ción y la falta de infraestructura adecuada, que pueden
afectar su nivel y calidad. Por tanto, es importante promo-
ver un entorno favorable para la inversión, que incluya po-
líticas públicas claras, estabilidad económica, seguridad ju-
rídica y transparencia, para aprovechar todo su potencial
como motor de desarrollo.

La inversión en la generación de energía eléctrica con ener-
gías limpias (solar, eólica, hidroeléctrica y geotérmica)
es de suma importancia en la actualidad. Estas fuentes de
energía son fundamentales para reducir la dependencia de
combustibles fósiles, mitigar el cambio climático y promo-
ver la sostenibilidad ambiental.

En primer lugar, la inversión en energías limpias contribu-
ye a la diversificación de la matriz energética, disminuyen-
do la vulnerabilidad ante fluctuaciones en los precios de los
combustibles fósiles y aumentando la seguridad energética
del país. Además, estas tecnologías suelen ser más eficien-
tes y rentables a largo plazo, lo que puede resultar en cos-
tos energéticos más bajos para los consumidores finales.

Otro aspecto importante es la generación de empleo y el
impulso a la industria de las energías renovables. La inver-
sión en este sector crea oportunidades laborales en la insta-
lación, mantenimiento y operación de plantas de energía
limpia, así como en la investigación y desarrollo de nuevas
tecnologías.

Además, el uso de energías limpias ayuda a reducir las
emisiones de gases de efecto invernadero y otros contami-
nantes atmosféricos, mejorando así la calidad del aire y la
salud de la población. Esto es especialmente relevante en
países como México, donde la contaminación del aire es un
problema significativo en algunas áreas urbanas.

Además de los beneficios mencionados anteriormente, la
inversión en energías limpias también contribuye al desa-
rrollo tecnológico y la innovación en el sector energético.
Al incentivar la investigación y el desarrollo de nuevas tec-
nologías, se fomenta la creación de soluciones más efi-
cientes, confiables y accesibles en el ámbito de las energí-
as renovables.

Otro aspecto relevante es el impulso a la generación distri-
buida y la democratización de la energía. Las tecnologías
de energías limpias, como la solar y la eólica, permiten que
los consumidores puedan generar su propia electricidad y
reducir su dependencia de la red eléctrica tradicional. Esto
no solo brinda autonomía energética a los usuarios, sino
que también contribuye a la resiliencia del sistema eléctri-
co en general.

En el contexto global, la inversión en energías limpias tam-
bién puede tener efectos positivos en la reputación y la
imagen de un país en términos de sostenibilidad y respon-
sabilidad ambiental. Esto puede atraer inversiones adicio-
nales, tanto nacionales como extranjeras, en otros sectores
de la economía y fortalecer la posición del país en el mer-
cado internacional.

La inversión en la generación de energía eléctrica con ener-
gías limpias es esencial para avanzar hacia un futuro energé-
tico más sostenible, resiliente y equitativo. Además de los be-
neficios ambientales, económicos y sociales, esta inversión
también impulsa la innovación tecnológica y fortalece la po-
sición competitiva de un país en el escenario global.

En consecuencia, de la exposición de motivos previamente
justificada, la presente iniciativa, tiene por objeto imple-
mentar un control a través de un informe anual sobre las
nuevas inversiones en actividades realizadas y los resulta-
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dos nacionales, para que de esta forma se garantice el co-
rrecto incentivo de la inversión extrajera en materia de
energía eléctrica con energías limpias y alcanzar el cum-
plimiento de las metas del país en materia de energías lim-
pias y eficiencia energética.

Ley de Transición Energética

Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma el artículo 65 de la Ley de Transi-
ción Energética

Único. Se adiciona un párrafo en el artículo 65 de la Ley
de Transición Energética, para quedar como sigue:

Artículo 65. Con el fin de incentivar la inversión para la
generación de energía eléctrica con Energías Limpias y al-
canzar el cumplimiento de las Metas país en materia de
Energías Limpias y Eficiencia Energética, la regulación de-
berá

I. Garantizar el acceso abierto y no indebidamente dis-
criminatorio a las redes de transmisión y distribución,
para las centrales eléctricas, incluyendo las energías
limpias, de conformidad con lo establecido en la Ley de
la Industria Eléctrica;

II. Ofrecer certeza jurídica a nuevas inversiones;

III. Promover, en condiciones de sustentabilidad econó-
mica, el uso de nuevas tecnologías en la operación de
las redes de transmisión y distribución para permitir
mayor penetración de las Energías Limpias y el manejo
eficiente de la intermitencia de las mismas, de acuerdo
con las mejores prácticas internacionales; y

IV. Asegurar un suministro eléctrico ambientalmente
sustentable, confiable y seguro.

Para garantizar lo dispuesto en las fracciones ante-
riores, se deberá entregar un informe anual sobre las
nuevas inversiones en actividades realizadas y los re-
sultados nacionales el cual se presenta a las Cámaras
de Diputados y Senadores del Congreso de la Unión
con los resultados alcanzados en la materia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma el artículo 151 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, a cargo de la diputada Paulina
Aguado Romero, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Quien suscribe, Paulina Aguado Romero, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXV Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno ini-
ciativa con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las medicinas desempeñan un papel fundamental en Mé-
xico debido a su impacto directo en la salud y el bienestar
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de la población. Son indispensables para el tratamiento y la
prevención de enfermedades, contribuyendo así a mejorar
la calidad de vida de las personas. Además, las medicinas
son clave en el sistema de salud mexicano, ya que permi-
ten el funcionamiento adecuado de hospitales, clínicas y
consultorios médicos. Su disponibilidad y accesibilidad
son aspectos críticos para garantizar que todos los ciudada-
nos puedan recibir la atención médica que necesitan. Por lo
tanto, el acceso equitativo a medicamentos de calidad es
fundamental para el desarrollo y el progreso de la sociedad
mexicana.

Los mexicanos gastan en promedio 435 pesos en comprar
medicamentos para mejorar su salud; sin embargo, este des-
embolso alcanza en ciertas regiones del país 500 pesos.1

Durante 2020 se observó que la atención primaria o ambu-
latoria fue rubro donde más se gastó. En el año, cada fami-
lia erogó 2 mil 363 pesos en promedio para gestionar este
nivel de atención médica. Los gastos en salud que los me-
xicanos pagan de su bolsa aumentaron 40 por ciento de
2018 a 2020.2

Los alimentos, bebidas y tabaco continúan como el gasto
más fuerte de los hogares, con 38% del total, el gasto en sa-
lud tomó relevancia en el último año. Hoy de lo que perci-
ben en un mes, 40.5% es para el pago de consultas, medi-
cinas y atención de tercer nivel, aseguran datos del Inegi.3

Las medicinas también son importantes en México desde el
punto de vista económico, ya que la industria farmacéutica
representa una parte significativa de la economía nacional.
Genera empleos directos e indirectos, impulsa la investiga-
ción y el desarrollo científico, y contribuye al crecimiento y
la competitividad del país en el ámbito de la salud. Además,
el acceso a medicamentos asequibles y de calidad es funda-
mental para garantizar la equidad y la inclusión social, es-
pecialmente para grupos vulnerables y de bajos recursos
económicos. En resumen, las medicinas desempeñan un pa-
pel crucial en el sistema de salud y en el desarrollo socioe-
conómico de México, siendo un componente esencial para
el bienestar y la prosperidad de la población.

Para mayor claridad se inserta cuadro comparativo de la
presente propuesta:

Ley del Impuesto sobre la Renta

Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 151 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta

Único. Se reforma el artículo 151 de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta, para quedar como sigue:

Ley que les correspondan, las siguientes deducciones per-
sonales:

I. Los pagos por honorarios médicos, dentales y por ser-
vicios profesionales en materia de psicología y nutrición
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prestados por personas con título profesional legalmen-
te expedido y registrado por las autoridades educativas
competentes, así como los medicamentos previamente
recetados, gastos hospitalarios, efectuados por el con-
tribuyente para sí, para su cónyuge o para la persona con
quien viva en concubinato y para sus ascendientes o
descendientes en línea recta, siempre que dichas perso-
nas no perciban durante el año de calendario ingresos en
cantidad igual o superior a la que resulte de calcular el
salario mínimo general del área geográfica del contribu-
yente elevado al año, y se efectúen mediante cheque no-
minativo del contribuyente, transferencias electrónicas
de fondos, desde cuentas abiertas a nombre del contri-
buyente en instituciones que componen el sistema fi-
nanciero y las entidades que para tal efecto autorice el
Banco de México o mediante tarjeta de crédito, de débi-
to, o de servicios.

Las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación
de pagar las erogaciones a través de los medios estable-
cidos en el párrafo anterior, cuando las mismas se efec-
túen en poblaciones o en zonas rurales sin servicios fi-
nancieros.

Para efectos del párrafo anterior, también serán deduci-
bles los pagos efectuados por honorarios médicos, den-
tales o de enfermería, por análisis, estudios clínicos o
prótesis, gastos hospitalarios, compra o alquiler de apa-
ratos para el establecimiento o rehabilitación del pa-
ciente, derivados de las incapacidades a que se refiere el
artículo 477 de la Ley Federal del Trabajo, cuando se
cuente con el certificado o la constancia de incapacidad
correspondiente expedida por las instituciones públicas
del Sistema Nacional de Salud, o los que deriven de una
discapacidad en términos de lo dispuesto en la Ley Ge-
neral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad
y se cuente con el certificado de reconocimiento y cali-
ficación de discapacidad emitido por las citadas institu-
ciones públicas conforme a esta última ley. Lo dispues-
to en este párrafo no estará sujeto al límite establecido
en el último párrafo de este artículo.

En el caso de incapacidad temporal o incapacidad per-
manente parcial, o bien, de discapacidad, la deducción a
que se refiere el párrafo anterior sólo será procedente
cuando dicha incapacidad o discapacidad, sea igual o
mayor de 50 por ciento de la capacidad normal.

Para efectos de la deducción a que se refiere el segundo
párrafo de esta fracción, el comprobante fiscal digital

correspondiente deberá contener la especificación de
que los gastos amparados con el mismo están relaciona-
dos directamente con la atención de la incapacidad o
discapacidad de que se trate. Adicionalmente, el Servi-
cio de Administración Tributaria, mediante reglas de ca-
rácter general, podrá establecer otros requisitos que de-
berá contener el comprobante fiscal digital por internet.

II. a VII. …

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Martínez, A. (5 de agosto de 2022). “¿Cuánto gastan en promedio los
mexicanos en compra de medicamentos? Esto dice Salud”, El Finan-

ciero.

2 “¿Cuánto gastan los mexicanos en consultas, hospitales y medica-
mentos?” (7 de febrero de 2022), El Economista.

3 Mexicanos gastan 40 por ciento de sus ingresos en atención médica
(17 de junio de 2022). enFarma.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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LEY DE INVERSIÓN EXTRANJERA

«Iniciativa que reforma el artículo 26 de la Ley de Inver-
sión Extranjera, a cargo de la diputada Paulina Aguado Ro-
mero, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, Paulina Aguado Romero, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXV Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Fomentar la inversión extranjera en México es esencial por
varias razones importantes. En primer lugar, la inversión
extranjera puede impulsar el crecimiento económico pro-
porcionando capital adicional para proyectos de desarrollo
e infraestructura. Esto ayuda a crear empleos, aumentar la
productividad y hacer que la economía de México sea más
competitiva en el mundo.

Además, la inversión extranjera trae consigo conocimien-
tos técnicos y mejores prácticas empresariales que pueden
transferirse a las empresas locales, mejorando su capacidad
de innovación y su eficiencia operativa. Esto contribuye a
elevar el nivel de calidad de los productos y servicios me-
xicanos, aumentando su atractivo tanto en el mercado in-
terno como en los mercados internacionales.

Otro aspecto importante es que la inversión extranjera pue-
de diversificar la base económica del país, reduciendo la
dependencia de ciertos sectores y promoviendo la expan-
sión de industrias clave. Esto ayuda a mitigar riesgos eco-
nómicos y a fortalecer la resiliencia frente a fluctuaciones
en los mercados globales.

Adicionalmente, la inversión extranjera puede impulsar la
transferencia de tecnología y conocimiento, especialmente
en sectores estratégicos como la energía renovable, la tec-
nología de la información, la salud y la manufactura avan-
zada. Esto no solo beneficia a las empresas receptoras, si-
no que también puede tener impactos positivos en la
sociedad en general, como la mejora de la calidad de vida
y el acceso a servicios innovadores.

Fomentar la inversión extranjera en México es esencial pa-
ra la generación de nuevos empleos, estimular el creci-
miento económico, promover la innovación y la competiti-
vidad, diversificar la base económica y mejorar la calidad
de vida de la población.

En primer lugar, la inversión extranjera trae consigo capi-
tal adicional que puede destinarse a la expansión de em-
presas existentes o al establecimiento de nuevas industrias
y proyectos. Este flujo de capital no solo impulsa el creci-
miento económico, sino que también crea demanda de ma-
no de obra en diversos sectores, lo que a su vez genera
oportunidades de empleo para la población. La inversión
de empresas extranjeras en el país se ha convertido en una
fuente de generación de empleos. De los 5.2 millones de
empleos que generaron ‘Las 500 empresas más importan-
tes de México’, 27.5 por ciento lo crearon las empresas fo-
ráneas.1

Además, la inversión extranjera a menudo está asociada
con la transferencia de tecnología, conocimientos y mejo-
res prácticas empresariales. Esto puede aumentar la pro-
ductividad y la eficiencia de las empresas locales, lo que a
su vez puede llevar a un aumento en la demanda de traba-
jadores calificados y especializados.

Otro aspecto relevante es que la inversión extranjera puede
contribuir a la diversificación de la economía, creando em-
pleos en sectores nuevos o menos desarrollados. Esto es
especialmente importante para reducir la dependencia de
sectores vulnerables a fluctuaciones económicas y para
promover la creación de empleos en áreas de alta deman-
da, como las tecnologías verdes, la salud y la tecnología de
la información.

Adicionalmente, la inversión extranjera puede estimular la
creación de empleos indirectos a lo largo de la cadena de
valor, incluyendo proveedores locales, servicios de apoyo
y actividades relacionadas. Esto genera un efecto multipli-
cador en la economía, generando más oportunidades de
empleo en diferentes niveles y sectores.

Fomentar la inversión extranjera es fundamental para la ge-
neración de nuevos empleos al impulsar el crecimiento
económico, promover la transferencia de tecnología y co-
nocimiento, diversificar la economía y crear oportunidades
de empleo directo e indirecto en diversos sectores.

Para mayor claridad se inserta cuadro comparativo de la
presente propuesta:
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Ley de Inversión Extranjera

Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona el artículo 26 de la Ley
de Inversión Extranjera

Único. Se reforma la fracción V y se adiciona la VI del ar-
tículo 26 de la Ley de Inversión Extranjera, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 26. La comisión tendrá las siguientes atribucio-
nes:

I. a IV. …

V. Fomentar la inversión extranjera e impulsar el de-
sarrollo del país y la creación de nuevos empleos; y

VI. Las demás que le correspondan conforme al pre-
sente ordenamiento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Sánchez, E. (7 de agosto de 2023). “Las empresas extranjeras que ge-
neran más empleos en México”, Expansión.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
Paulina Aguado Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 13 de la Ley
General de Educación, a cargo de la diputada María Fer-
nanda Félix Fregoso, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

La suscrita, María Fernanda Félix Fregoso, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La educación es un pilar fundamental en el desarrollo indi-
vidual y colectivo de las sociedades. Más allá de transmitir
conocimientos y habilidades, la educación es un medio po-
deroso para fomentar la igualdad de oportunidades, pro-
mover la movilidad social y construir sociedades más jus-
tas y equitativas. Además, la educación es clave para el
desarrollo económico, ya que capacita a las personas para
acceder a empleos de calidad, contribuir al crecimiento
económico y fomentar la innovación y el progreso tecnoló-
gico. A nivel personal, la educación fortalece la autonomía,
la autoestima y el pensamiento crítico, permitiendo a las
personas tomar decisiones informadas y participar activa-
mente en la vida democrática.1 En resumen, la educación
es un derecho humano fundamental que no solo enriquece
las vidas individuales, sino que también impulsa el desa-
rrollo sostenible y el bienestar social en todo el mundo.

De acuerdo con el artículo 3o. de la Constitución Política,2

en México todas las personas tienen derecho a la educa-
ción, y el Estado tiene la obligación de impartirla y garan-
tizarla. Esta deberá ser obligatoria, universal, incluyente,
pública, gratuita y laica.

Si bien el Estado es el encargado de impartirla, es un con-
junto de obligaciones de todas, todos y todes hacerla ade-
cuada para los estudiantes, que se estén en un ambiente sa-
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no, seguro y sobre todo en donde se garanticen y salva-
guarden sus derechos humanos.

El respeto de los derechos en la educación es esencial para
garantizar un entorno de aprendizaje seguro, inclusivo y
enriquecedor para todos los estudiantes. Esto implica el re-
conocimiento y la protección de los derechos humanos fun-
damentales, como el derecho a la igualdad y la no discri-
minación, el derecho a la educación de calidad, el derecho
a la libertad de expresión y el derecho a la participación en
la vida escolar. Además, el respeto de los derechos en la
educación implica promover un ambiente donde se fomen-
te el respeto mutuo, la tolerancia, la diversidad y el diálo-
go intercultural. Los docentes y el personal educativo des-
empeñan un papel fundamental en la promoción y
protección de los derechos de los estudiantes, así como en
la creación de políticas y prácticas educativas que respeten
y promuevan la dignidad humana en todas sus formas.3

Cuando se respetan los derechos en la educación, se crea
un espacio donde los estudiantes pueden desarrollar todo
su potencial, adquirir conocimientos y habilidades relevan-
tes para su vida y contribuir positivamente a la sociedad en
general.

Las cuestiones de discriminación en las escuelas son com-
plejas debido al gran espacio social y la convivencia prác-
ticamente diaria, sim embargo el conocimiento e imparti-
ción de los derechos humanos, el trato con dignidad y
actividades que hagan entender al estudiante sobre las con-
secuencias de la discriminación y violencia, son funda-
mentales para combatirlas.

La convivencia en el entorno escolar se vuelve una red de
relaciones interpersonales desarrollada entre los miembros
que conforman la comunidad, estas conexiones deben cre-
arse, mantenerse y actualizarse según ciertos valores.

El acoso escolar, o bullying (termino en inglés), es un fe-
nómeno común en los entornos escolares de nuestros paí-
ses de la América Latina y el Caribe,4 que afecta por igual
a niñas, niños y adolescentes sin distinción de edad, etnia o
nivel socioeconómico.

Tanto si supone violencia física, psicológica o ambas, el
acoso escolar tiene un impacto significativo de corto, me-
diano y largo plazo en la vida de los niños, niñas y adoles-
centes involucrados, ya sea como agresores, víctimas u ob-
servadores.5

En México, una de las principales causas por la que los es-
tudiantes, de todos los niveles, sufren de acoso escolar es
su orientación sexual e identidad de género, 61 por ciento
de las y los estudiantes lesbianas, gay y bisexuales señala
la existencia de bullying homofóbico en la escuela, 92 por
ciento de las y los adolescentes ha sido víctima de insultos
debido a su orientación sexual, por su apariencia física, for-
ma de vestimenta y por no ajustarse a estereotipos de gé-
nero.6

El bullying, o acoso escolar, por orientación sexual es una
forma de discriminación y violencia que afecta a estudian-
tes LGBTQ+ en las escuelas.7 Esto puede manifestarse a
través de insultos homofóbicos o transfobicos, burlas, ex-
clusiones sociales, agresiones físicas o amenazas. El bull-
ying por orientación sexual no solo afecta el bienestar emo-
cional y mental de los estudiantes afectados, sino que
también puede tener consecuencias graves en su rendi-
miento académico y en su participación en la vida escolar.8

Es fundamental que las instituciones educativas tomen me-
didas concretas para prevenir y abordar el bullying por
orientación sexual. Esto incluye la implementación de po-
líticas y programas de inclusión y diversidad, la sensibili-
zación y capacitación del personal educativo y estudiantil,
así como la creación de espacios seguros y de apoyo para
los estudiantes LGBTQ+. Además, es importante fomentar
una cultura escolar de respeto mutuo y aceptación de la di-
versidad, donde todas las identidades y expresiones de gé-
nero sean valoradas y respetadas.

Abordar el bullying por orientación sexual no sólo protege
a los estudiantes LGBTQ+ de la violencia y el acoso sino
que, también, promueve un ambiente escolar más inclusivo
y equitativo para todos los estudiantes, donde puedan des-
arrollarse plenamente y alcanzar su máximo potencial.9

En consecuencia, la presente iniciativa tiene por objetivo im-
plementar que se deberá fomentar en las personas una educa-
ción basada el respeto a los demás, así como el combate a to-
do tipo de discriminación, principalmente contra personas de
la diversidad sexual y otros grupos vulnerables.

Para mayor claridad se inserta cuadro comparativo de la
presente propuesta:
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Ley General de Educación

Por todo lo expuesto se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma las fracciones III y IV y adiciona
una al artículo 13 de la Ley General de Educación

Único. Se reforma las fracciones III y IV y se adiciona
una al artículo 13 de la Ley General de Educación, para
quedar como sigue:

Artículo 13. Se fomentará en las personas una educación
basada en

I. y II. …

III. La participación activa en la transformación de la
sociedad, al emplear el pensamiento crítico a partir del
análisis, la reflexión, el diálogo, la conciencia histórica,
el humanismo y la argumentación para el mejoramiento
de los ámbitos social, cultural y político;

IV. El respeto y cuidado al medio ambiente, con la cons-
tante orientación hacia la sostenibilidad, con el fin de
comprender y asimilar la interrelación con la naturaleza
y de los temas sociales, ambientales y económicos, así
como su responsabilidad para la ejecución de acciones
que garanticen su preservación y promuevan estilos de
vida sostenibles; y

V. El respeto a los demás respecto de su identidad de
género y orientación sexual, así como el combate a la
discriminación principalmente contra personas en
situación vulnerable.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (no disponi-
ble). Cámara de Diputados. Fecha de consulta: 18 de marzo de 2024, 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

2 Freud, Sigmund (1952). Civilization and its discontents, in the major

works of Sigmund Freud. Chicago, Estados Unidos. Great Books of
The Western World, Encyclopedia Britannica, Inc.

3 Bullying en el ambiente escolar (1 de junio de 2019. UNICEF). Fe-
cha de consulta: 18 de marzo de 2024,  
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https://www.unicef.org/dominicanrepublic/informes/bullying-en-
el-ambiente-escolar

4 Ídem.

5 Primera Encuesta Nacional sobre Bullying Homofóbico en México, 

https://goo.gl/Zaa79V

6 LoSchiavo, C.; Halkitis, P. N.; y Kapadia, F. (2019). Sexual orienta-
tion and gender identity victimization among young adults in the New
York City metropolitan area: The P18 cohort study. Psychology of Se-
xual Orientation and Gender Diversity,

7 Garaigordobil, M. y Larrain, E. (2020). Bullying and cyberbullying
in LGBT adolescents: prevalence and effects on mental health.

8 FELGTB (2012). Acoso escolar homofóbico y riesgo de suicidio en
adolescentes y jóvenes LGB, 

http://www.felgtb.org/rs/1584/d112d6ad-54ec-438b-9358-
4483f9e98868/91c/filename

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de marzo de 2024.— Diputada
María Fernanda Félix Fregoso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen, y
a la Comisión de Diversidad, para opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 52, 53 y 54 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Mario Miguel Carrillo Cubillas, del
Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, diputado Mario Miguel Carrillo Cubillas,
integrante del Grupo Parlamentario Morena a la LXV Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 52,
53, segundo párrafo, y artículo 54 de la Constitución Polí-

tica de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

En los últimos años, México ha experimentado importan-
tes transformaciones políticas con el objetivo de ampliar la
representatividad, garantizar la pluralidad, insertar el prin-
cipio de austeridad, facilitar la participación ciudadana,
fortalecer los órganos administrativos y jurisdiccionales en
materia electoral, y homologar los procesos electorales lo-
cales y el método de representación.

La honorable Cámara de Diputados, órgano del Poder Legis-
lativo, actualmente se compone de quinientos diputadas y
diputados federales, trescientos son electas y electos por el
principio de mayoría relativa en igual número de distritos
uninominales, mientras que doscientos son electas y electos
por el principio de representación proporcional mediante el
Sistema de Listas Regionales, votadas en circunscripciones
plurinominales. Cada diputada o diputado titular cuenta con
una o un suplente, y en México, la renovación de la Cámara
de Diputados ocurre cada tres años.1

La presente iniciativa tiene como propósito fundamental
fortalecer la representatividad directa de las y los ciudada-
nos en el Congreso, promover una mayor diversidad de
opiniones y perspectivas, reforzar la transparencia y clari-
dad del proceso electoral, fortalecer la calidad y competi-
vidad de las y los candidatos en las campañas electorales,
todo ello con el objetivo de reforzar la verdadera represen-
tación con legitimidad y transparencia en el proceso políti-
co en México.

En este contexto, se propone realizar una modificación en
la composición de la Cámara de Diputados mediante una
redistribución de curules que promueva la elección directa
de sus representantes. Esto implicaría la sustitución de cien
de las doscientas diputaciones plurinominales actuales por
cien congresistas electas y electos por voto directo, bajo la
figura de la primera minoría, lo que sería proporcional a un
tercio de la representación total de la mayoría relativa. 

Las candidatas y los candidatos serían designados en fun-
ción de los resultados electorales que otorgan relevancia a
los cien primeros segundos lugares en términos de votos
obtenidos, lo que garantizaría una representación más sóli-
da al ser elegidos por mayoría relativa. 
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Como resultado, se conformaría un cuerpo legislativo com-
puesto por cuatrocientos diputadas y diputados electas y
electos por elección popular y cien diputaciones por el
principio de representación proporcional.

• Esta reforma contribuiría a reducir la dependencia de
los partidos políticos en la asignación de espacios en el
Congreso al promover una mayor diversidad de opinio-
nes y perspectivas en el Legislativo y garantizar una
verdadera representación popular. 

• Fortalecería la calidad y dinamismo de las candidatas
y los candidatos en las campañas electorales, así como
la competitividad global del proceso. 

• Fomentaría una mayor diversidad de perspectivas y
enfoques, enriqueciendo el discurso político y promo-
viendo una competencia más sólida. 

• Reforzaría la transparencia y claridad del proceso elec-
toral al garantizar que los diputados sean elegidos di-
rectamente por la ciudadanía mexicana.

• Asimismo, fortalecería la representatividad directa de
los ciudadanos en la Cámara de Diputados, al garanti-
zar que una proporción mayor de diputadas y dipu-
tados sean electas y electos directamente por los vo-
tantes en sus respectivos distritos electorales,
estrechando el vínculo entre representantes y electores
y fomentando una mayor conexión con los intereses y
necesidades de la ciudadanía en general.

En términos de legitimidad y transparencia, esta propuesta
busca reforzar la legitimidad del Congreso al asegurar una
mayor proporción de representantes electos directamente
por los ciudadanos. Este enfoque no solo aumentaría la
confianza y credibilidad en el proceso político, sino que
también lo haría más democrático al garantizar una repre-
sentación más fiel de las voces y necesidades de la ciuda-
danía mexicana en el ámbito legislativo.

El siguiente cuadro comparativo precisa los alcances de la
presente iniciativa: 

Se reforman los artículos 52, 53, segundo párrafo, y 54 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue: 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 10 de abril de 2024 / Apéndice I 103



Proyecto de Decreto 

Único. se reforman los artículos 52, 53 segundo párrafo y
artículo 54 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos al tenor de la siguiente:

Artículo 52.

La Cámara de Diputados estará integrada por 300 diputa-
das y diputados electos según el principio de votación ma-

yoritaria relativa, así como 100 diputadas y diputados por
representación proporcional y 100 diputadas y dipu-
tados por primera minoría que serán los 100 segundos
candidatos con mayor número de votos, mediante el sis-
tema de distritos electorales.

Artículo 53.

La demarcación territorial de los 300 distritos electorales
uninominales será la que resulte de dividir la población to-
tal del país entre los distritos señalados. La distribución de
los distritos electorales uninominales entre las entidades
federativas se hará teniendo en cuenta el último censo ge-
neral de población, sin que en ningún caso la representa-
ción de una entidad federativa pueda ser menor de dos
diputados o diputadas de mayoría. 

Para la elección de las 100 diputadas y diputados con-
forme los principios de representación proporcional se-
rán asignados según el Sistema de Listas Regionales, se
elegirán 100 diputadas y diputados conforme la prime-
ra minoría de la elección que serán los 100 segundos
candidatos con mayor número de votos, conformadas de
acuerdo con el principio de paridad, y encabezadas alter-
nadamente entre mujeres y hombres cada periodo electivo.
La Ley determinará la forma de establecer la demarcación
territorial de estas circunscripciones.

Artículo 54.

La elección de las 100 diputadas y diputados según el prin-
cipio de representación proporcional mediante asignación
por listas regionales y de las 100 diputadas y diputado de la
primera minoría que serán los 100 segundos candidatos
con mayor número de votos, se sujetará a las siguientes ba-
ses y a lo que disponga la ley:

I. Un partido político, para obtener el registro de sus lis-
tas regionales, deberá acreditar que participa con candi-
datos a diputados por mayoría relativa en por lo menos
doscientos distritos uninominales;

II. Todo partido político que alcance por lo menos el
tres por ciento del total de la votación válida emitida
para las listas regionales de las circunscripciones plu-
rinominales, tendrá derecho a que le sean atribuidos
diputados según el principio de representación pro-
porcional;
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III. Al partido político que cumpla con las dos bases ante-
riores, independiente y adicionalmente a las constancias de
mayoría relativa que hubiesen obtenido sus candidatos, le
serán asignados por el principio de representación propor-
cional, de acuerdo con su votación nacional emitida, el nú-
mero de diputados de su lista regional que le corresponda en
cada circunscripción plurinominal. En la asignación se se-
guirá el orden que tuviesen los candidatos en las listas co-
rrespondientes. 

IV. Ningún partido político podrá contar con más de 300
diputadas y diputados por ambos principios. 

V. En ningún caso, un partido político podrá contar con
un número de diputados por ambos principios que repre-
senten un porcentaje del total de la Cámara que exceda en
ocho puntos a su porcentaje de votación nacional emitida.
Esta base no se aplicará al partido político que, por sus
triunfos en distritos uninominales, obtenga un porcentaje
de curules del total de la Cámara, superior a la suma del
porcentaje de su votación nacional emitida más el ocho
por ciento; y 

VI. En los términos de lo establecido en las fracciones III,
IV y V anteriores, las diputaciones de representación pro-
porcional que resten después de asignar las que corres-
pondan al partido político que se halle en los supuestos de
las fracciones IV o V, se adjudicarán a los demás partidos
políticos con derecho a ello en cada una de las circuns-
cripciones plurinominales, en proporción directa con las
respectivas votaciones nacionales efectivas de estos últi-
mos. La ley desarrollará las reglas y fórmulas para estos
efectos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Nota

1 http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=27#:~:
text=Órgano%20del%20Poder%20Legislativo%20que,Listas%20Re-
gionales%2C%20votadas%20en%20circunscripciones

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo de
2024.— Diputado Mario Miguel Carrillo Cubillas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Reforma Política-Elec-
toral, para opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
pensiones para adultos mayores, suscrita por el diputado
Jorge Arturo Espadas Galván y legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado federal Jorge Arturo Espadas Galván,
así como las y los integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LXV Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), así
como los artículos 3, numeral 1, fracción IX; 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, nos permitimos
presentar para su análisis y dictamen la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma el párra-
fo decimoquinto del artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, para reducir de
sesenta y ocho a sesenta años el derecho a las personas
adultas mayores a percibir una pensión por el Estado.

La presente iniciativa tiene como propósito establecer la
edad de sesenta años para acceder a la pensión universal de
personas adultas mayores en nuestro país, así como la obli-
gación del Estado mexicano de incrementar anualmente di-
cha pensión conforme al índice inflacionario. 

De acuerdo con datos del documento de trabajo de la Co-
misión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro de-
nominado “Equidad de género en pensiones. El caso de
México”1 dentro de un sistema de pensiones de contribu-
ción definida el nivel salarial tiene una especial relevancia,
ya que de este elemento depende el tamaño de aportaciones
que irían a parar a la cuenta individual. Entre mayor sea el
salario base de cotización, más grande será la aportación y,
por ende, el ahorro previsional al retiro.

Las diferencias de género en el mercado laboral de Améri-
ca Latina, particularmente en lo que se refiere a los ingre-
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sos, se explican por distintos factores, por ejemplo: acceso
a una educación de calidad, responsabilidades asociadas a
las familias y fecundidad (particularmente la edad de la
madre al nacimiento del primer hijo) [Marchionni et al
(2018)]. Sobre este último punto, Campos-Vázquez et al
(2021) estiman que las mujeres que son madres y laboran
en el sector formal de la economía mexicana tienen una pe-
nalización promedio en sus salarios del 24 por ciento, res-
pecto de los trabajadores que son padres; el efecto es ma-
yor en las madres casadas, pobres o más jóvenes.

Para conseguir el requisito de aportes necesarios a la segu-
ridad social para alcanzar pensión, 1,000 semanas de coti-
zación a partir de 2031, se requiere una densidad de coti-
zación mínima equivalente a 48.1 por ciento, durante una
carrera laboral de 40 años. De acuerdo con la frecuencia de
cotizaciones, se prevé que las mujeres tengan mayores di-
ficultades para alcanzar dicho requisito.

Ante la intermitencia de contribuciones a las cuentas indi-
viduales por parte de los trabajadores inscritos en el SAR,
se ha podido observar que la densidad de cotización de los
hombres respecto de las mujeres es 7.3 puntos porcentua-
les mayor.

En un contexto de envejecimiento de la población, el reto
de mantener a los adultos mayores alejados de la pobreza
es de gran envergadura. Lo anterior toma relevancia de gé-
nero si se toma en cuenta que, entre las personas mayores
de 65 años, la mayoría son mujeres, y que dicha situación
prevalecerá en las próximas décadas.

Si bien se vislumbran algunos hechos optimistas sobre el
desempeño de las mujeres: mayor incorporación al merca-
do laboral, aumento en la colaboración de los hombres en
las tareas domésticas no remuneradas (no obstante, ellas si-
guen llevando la mayor carga en estas faenas) y una dismi-
nución en la brecha salarial (que sigue estando a favor de
los hombres), las condiciones de inequidad permanecen.

Se debe reconocer que las reglas de seguridad social del
país, particularmente las referentes a pensiones contributi-
vas, no incorporan, de manera explícita, temas de género
que coadyuven a compensar las diferencias que establece
el mercado laboral. Lo anterior pone en riesgo la viabilidad
de las mujeres para disponer de recursos económicos sufi-
cientes y en términos de igualdad, durante la vejez.

La pensión no contributiva, ayudará en mayor medida a las
mujeres, en parte por las condiciones laborales en las que

se desarrollan y, aún más, considerando que muchas de
ellas solo se dedican al hogar y no generan ningún derecho
laboral y pensionario. 

Esta pensión les ayudará a tener un ingreso en la vejez, evi-
tando que caigan en la pobreza extrema.

La reforma al párrafo cuarto y se adicionan los párrafos dé-
cimo cuarto, décimo quinto y décimo sexto del artículo 4o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 8 de
mayo de 2020, tiene como origen la iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforma y adiciona el artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, suscrita por el licenciado Andrés Manuel López
Obrador, titular del Ejecutivo federal, de la que se dio
cuenta en sesión celebrada en fecha 26 de noviembre de
2019.

Dicha iniciativa fue dictaminada por las Comisiones Uni-
das de Puntos Constitucionales, y de Salud, y continuó su
trámite legislativo hasta su vigencia.

El referido dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales, y de Salud cita algunas partes de la ini-
ciativa original del Ejecutivo federal, de las cuales cito:

“los adultos mayores, por cuestiones de edad y de su gene-
ral estado de vulnerabilidad, requieren una protección re-
forzada por parte del Estado en el resguardo de sus intere-
ses y derechos, frente a cualquier acto que los violente o
transgreda, razón por la que existe la necesidad de estable-
cer en el cuerpo constitucional la obligatoriedad para el Es-
tado de respetar y reconocer el derecho a recibir una pen-
sión no contributiva para los adultos mayores”.

En ese sentido, “basándose en el notorio aumento de las
personas adultas mayores desde la perspectiva demográfi-
ca del país, así como el hecho de que una gran parte de
ellos no tiene acceso a un sistema de seguridad social inte-
gral”, se plantea “que las personas mayores de sesenta y
ocho años, y los indígenas mayores de sesenta y cinco
años, tendrán derecho a recibir por parte del Estado una
pensión no contributiva en los términos y condiciones que
se fijen en la ley correspondiente.”

De estos argumentos del Ejecutivo federal desprendemos
algunas ideas fuerza:
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1. Los adultos mayores requieren una protección re-
forzada por parte del Estado.

2. La obligatoriedad para el Estado de hacer efectivo
el derecho de los adultos mayores a recibir una pen-
sión no contributiva.

3. La mayoría de las personas adultas mayores no
tiene acceso a un sistema de seguridad social inte-
gral.

Las comisiones dictaminadoras esgrimieron como ar-
gumentos para aprobar la reforma de mérito lo si-
guiente:

“Sexta - De una pensión no contributiva a adultos ma-
yores.

Las y los integrantes de estas comisiones unidas coinci-
dimos con la propuesta del titular del Ejecutivo federal,
consistente en adicionar un párrafo décimo cuarto al ar-
tículo 4 de la Constitución Política, a fin de establecer
que las personas mayores de sesenta y ocho años ten-
drán derecho a recibir por parte del Estado una pensión
no contributiva. En el caso de los indígenas esta presta-
ción se otorgará a partir de los sesenta y cinco años.

Lograr un acceso efectivo y universal a niveles adecua-
dos de bienestar, realización y goce de derechos, repre-
senta un desafío considerable, ya que las desigualdades
que se manifiestan más fuertemente durante esta etapa
del ciclo de vida, se encuentran relacionadas con el ac-
ceso a un ingreso estable a través de pensiones y jubila-
ciones, lo que genera vulnerabilidad. 

Al respecto es preciso señalar que, en México, el Sistema
de Pensiones se encuentra compuesto por más de 130 regí-
menes de pensiones que operan en los diferentes niveles
del país, y se conforma de la siguiente manera:

1. Los esquemas de pensiones sociales no contributivas
federales y estatales, que son aquellas prestaciones que
se otorgan a los ciudadanos en edad de jubilarse, aun
cuando no hayan cotizado. Se crean para que todos los
adultos mayores cuenten con un piso mínimo de ingre-
so garantizado, y se busca reducir la pobreza y la des-
igualdad, y debe calcularse con base en la línea mínima
de bienestar.

2. El Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR) de contri-
bución definida obligatoria, creado en 1992 y que inclu-
ye dos esquemas de seguridad social: El Instituto Mexi-
cano del Seguro Social (IMSS), que cubre a los
empleados del sector privado; y el Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
(ISSSTE), que cubre a los empleados del sector público.

3. Los esquemas de pensiones especiales para ciertos
empleados estatales y para las universidades públicas, y

4. Los planes voluntarios de pensiones individuales y
ocupacionales.

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos (OCDE), en México, como en mu-
chos otros países, ha habido mejoras constantes en la espe-
ranza de vida y una baja muy pronunciada en la tasa de fe-
cundidad en las últimas décadas.

La población mayor de 65 años aumenta más o menos al
doble cada 20 años, aun cuando se prevé que su creci-
miento se reduzca después de 2030. En conjunto, la pro-
yección es un incremento de 3.7 millones en 1990 a 31.5
millones en 2050, lo cual implica una tasa de crecimiento
anual promedio de 3.6 por ciento comparada con el 1.0 por
ciento para la población total.

Por consiguiente, se espera que la población mexicana en-
vejezca mucho más rápido que el promedio de los países de
la OCDE. Aunque actualmente la tasa de dependencia de la
vejez sigue por debajo del nivel promedio de la OCDE, la
proyección es que lo alcanzará en 2070.

De manera que en México vivimos una profunda transfor-
mación demográfica en la que, por una parte, la extensión
de la esperanza de vida se traduce en un mayor porcentaje
de personas mayores en la población y, por otra, que estas
personas vivirán más años.

En consecuencia, se coincide con la creación de una pen-
sión no contributiva, la que, si bien deberá ajustarse a los
términos que se establezcan en la ley reglamentaria respec-
tiva, ésta deberá respetar los principios de uniformidad, in-
dividualidad, periodicidad y universalidad.

Con este tipo de pensión elevada a rango constitucional,
deberá homologarse cualquier programa social cuya finali-
dad sea la entrega directa de apoyos económicos a los gru-
pos a que se hace alusión en la propia Constitución.
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Ahora bien, el tratamiento diferenciado propuesto, entre
personas mayores a 68 años, y en el caso de los indígenas
a partir de los 65 años, encuentra sustento en la exigencia
de que las políticas de desarrollo social deben orientarse
hacia una “universalidad sensible a las diferencias”.

Al respecto, las políticas públicas de desarrollo social ba-
sadas en un enfoque de derechos deben orientarse hacia la
universalidad, lo que permite fomentar la inclusión social,
pero de manera complementaria pueden utilizarse políticas
focalizadas, selectivas o de acción positiva, cuyo objetivo
sea romper las barreras de acceso a los servicios sociales y
al bienestar que enfrentan las personas que se encuentran
en condiciones de pobreza o vulnerabilidad, las mujeres,
los pueblos indígenas, las personas con discapacidad, las
niñas, niños, adolescentes, adulto mayores, entre otros, ya
que únicamente de esa manera se generarán condiciones
para avanzar de forma efectiva hacia la universalización de
los derechos.

Atender de manera diferenciada no contraviene el principio
de universalidad de los derechos; al contrario, puede poten-
ciar su ejercicio y la desigualdad, tal como ocurre con las po-
líticas de acción positiva que se enmarcan en un “universa-
lismo sensible a las diferencias”. 

Así, la protección social constituye un bien público que de-
be consolidarse a todos los niveles, ya que protege los in-
gresos de las personas y sus dependientes frente a diversos
choques y riesgos, ya sean individuales o colectivos, aten-
diendo las necesidades y vulnerabilidades particulares de
las personas a lo largo del ciclo de vida.

En consecuencia, la consolidación de sistemas universales
de protección social a través de una pensión no contributi-
va es crucial para asegurar el bienestar, superar la pobreza
y reducir la desigualdad”.

De las tres ideas fuerza que sustrajimos de los párrafos ci-
tados de la iniciativa del titular del Ejecutivo federal, agre-
gamos una más, derivada de los argumentos esgrimidos
por las y los integrantes de las comisiones dictaminadoras,
para quedar en las siguientes 4:

1. Los adultos mayores requieren una protección re-
forzada por parte del Estado.

2. La obligatoriedad para el Estado de hacer efectivo
el derecho de los adultos mayores a recibir una pen-
sión no contributiva.

3. La mayoría de las personas adultas mayores no
tiene acceso a un sistema de seguridad social inte-
gral.

4. La pensión universal no contributiva permite
avanzar a la universalización de los derechos.

El llevar estas cuatro premisas a la práctica cotidiana nos lle-
va a reflexionar sobre la importancia de ampliar el universo
de personas beneficiarias de la pensión universal no contri-
butiva para personas adultas mayores, como bien se señala,
las personas en México, en su mayoría, tratándose de adultas
mayores, como lo señala el propio presidente de la Repúbli-
ca, no tienen acceso al sistema de seguridad integral, hoy en
día la realidad de las personas en México se ve más agrava-
da con la falta de servicios médicos suficientes y de calidad y
la descarada carencia de medicamentos, por ello se acentúa
aún más, por este solo hecho, la necesidad de una protección
reforzada por parte del Estado.

Es un tema crucial que requiere nuestra atención y acción
inmediata. Las personas adultas mayores son forjadoras de
nuestra sociedad, y es deber del Estado mexicano asegu-
rarles una vejez digna. Sin embargo, lamentablemente, mu-
chas de ellas se encuentran en situaciones de vulnerabili-
dad económica, sin acceso a una pensión que les permita
cubrir sus necesidades básicas. Es imperativo que como
sociedad reconozcamos el valor y la importancia de nues-
tras personas adultas mayores, y una forma concreta de ha-
cerlo es garantizando que todas tengan acceso a una pen-
sión universal desde los sesenta años y que esta pensión
conserve, con el paso del tiempo, su poder adquisitivo, por
lo que también debe establecerse y así se propone, que se
incremente anualmente conforme al índice inflacionario
por lo menos.

Esto no solo les proporcionaría un ingreso estable para cu-
brir sus gastos básicos.

Ampliar el universo de personas beneficiarias de la pensión
universal no contributiva no solo es un acto de justicia so-
cial, sino también una inversión en el bienestar de toda la
sociedad. Al garantizar que nuestras personas adultas ma-
yores vivan con dignidad, estamos promoviendo un entor-
no más inclusivo y equitativo para todas y todos.

Es importante destacar que esta medida no solo beneficia-
rá a las personas adultas mayores, sino que también tendrá
un impacto positivo en sus familias y comunidades, al ase-
gurar que las personas adultas mayores tengan acceso a una
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pensión, estamos contribuyendo a reducir la pobreza y me-
jorar la calidad de vida de todas y todos los ciudadanos, es
una medida necesaria y justa que refleja nuestros valores
como sociedad. 

Aunado a lo anterior, el acceso a este derecho se establece
de forma igualitaria para todas las personas adultas mayo-
res a partir de los sesenta años, con lo que, las personas
adultas mayores indígenas y afromexicanas también verán
reducida la edad necesaria para acceder a la pensión no
contributiva, como parte del reconocimiento al trabajo y
esfuerzo que este grupo poblacional ha aportado al desa-
rrollo de nuestra nación. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos al
pleno de esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto que reforma el párrafo decimoquinto del ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de edad para pensión uni-
versal para personas adultas mayores

Artículo Único: Se reforma el párrafo décimo quinto del
artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4o.- La mujer y el hombre…

Toda persona tiene…

Toda persona tiene…

Toda persona tiene…

Toda persona tiene…

Toda persona tiene…

Toda familia tiene…

Toda persona tiene…

En todas las decisiones…

Los ascendientes, tutores…

El Estado otorgará…

Toda persona tiene…

Toda persona tiene…

El Estado garantizará…

Las personas mayores de sesenta años tienen derecho a
recibir por parte del Estado una pensión no contributiva
en los términos que fije la Ley, dicha pensión deberá
incrementarse anualmente, al menos, conforme al
índice inflacionario.

El Estado establecerá…

Toda persona tiene…

El Estado promoverá…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/780564/Equi-
dad_de_ge_nero_en_pensiones_v7.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2024.— Diputado
Jorge Arturo Espadas Galván (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
seguridad social y seguro popular, suscrita por el diputado
Jorge Arturo Espadas Galván y legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, diputado Jorge Arturo Espadas Galván y
las y los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional a la LXV Legislatura, en ejercicio de la
facultad conferida en los artículos 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
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tados, someten a consideración de esta soberanía iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el cuarto párrafo y
adiciona un último párrafo al artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La presente iniciativa tiene como propósito garantizar el
derecho humano a la seguridad social que comprende del
de la protección social en salud, a efecto de que el Estado
garantice el acceso efectivo, oportuno, continuo y per-
manente de medicamentos, insumos y servicios de sa-
lud, que otorguen a la persona una mayor calidad y
cantidad de vida, a través de las diversas instituciones
que integren el Sistema Nacional de Salud con la defi-
nición de un Sistema de Protección Social en Salud, de-
nominado “Seguro Popular”.

Según la Guía para la incorporación de la perspectiva de
género en programas de salud, emitida por el Centro Na-
cional de Equidad de Género y Salud Reproductiva, de la
Secretaría de Salud,1 el ejercicio del derecho a la salud
analizado con perspectiva de género permite entender que
la vida de mujeres y hombres puede modificarse en la me-
dida en que no está “naturalmente” determinada; de tal
suerte que esta perspectiva ayuda a comprender más pro-
fundamente no sólo la vida de las mujeres, sino también la
de los hombres y las íntimas relaciones que se establecen
entre ambos. Este enfoque cuestiona los estereotipos con
que somos educadas/os y abre la posibilidad de elaborar
nuevos contenidos de socialización y relación entre los se-
res humanos.

Se busca reconocer que más allá de las diferencias biológi-
cas de sexo, existen distinciones de género socialmente
construidas entre mujeres y hombres que afectan diferen-
cialmente la salud de unas y otros y su respectiva posición
dentro del sistema de salud. 

Esta distinción cultural entre las esferas femenina y mas-
culina, lejos de ser neutra, se asocia con relaciones des-
iguales de poder entre los sexos, que se traducen en dife-
renciales de riesgos, necesidades, contribuciones, y acceso
y control sobre los recursos en salud.

El género –junto con la clase y la etnia– es un determinan-
te clave de las oportunidades de salud, tanto en el nivel in-
dividual y familiar, como en nivel macro de asignación de
recursos dentro del sistema.

En el caso de las mujeres debemos resaltar que, por el gé-
nero, ellas tienen asignada la responsabilidad social de ser

las principales cuidadoras de salud en el hogar. Actual-
mente constituyen por ello, el principal multiplicador de
salud y desarrollo humano, pero también, son las más afec-
tadas por los cambios en la provisión de servicios en el sec-
tor formal de la salud. Las desigualdades de género se arti-
culan y son reforzadas por otras desigualdades de poder.

La eliminación de las desigualdades de género demanda,
entonces, el concurso de distintos sectores sociales, así co-
mo también, la participación democrática de la sociedad ci-
vil, particularmente de los grupos organizados de mujeres.

A través de la equidad de género en la salud, se trata de re-
ducir y eliminar disparidades innecesarias, evitables e in-
justas en la salud y sus determinantes, entre hombres y mu-
jeres, atribuibles al sistema sexo-género. Se busca que las
mujeres y los hombres tengan la misma oportunidad de go-
zar de las condiciones de vida y servicios que les permiten
estar en buena salud, sin enfermar, discapacitarse o morir-
se por causas que son injustas y evitables. 

Con el emblema de “Un nuevo programa de acción desti-
nado a mejorar la salud, la equidad y el desarrollo”, la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS) puso en marcha en
2005 la Comisión sobre determinantes sociales de la salud,
misma que reconoció al género como un determinante so-
cial de la salud. 

La Comisión publicó en 2007 un reporte sobre las desigual-
dades de género en salud en el cual establece que el análisis
con perspectiva de género, en tanto comprende los factores
que determinan las diferencias de vulnerabilidad y exposi-
ción a riesgos de hombres y mujeres a las diversas enferme-
dades –desde el punto de vista biológico, psicológico y so-
cial– tiene implicaciones para la política de salud pública en
términos de prevención, diagnóstico oportuno, calidad de
atención, optimización de recursos y mejor calidad de vida,
en condiciones de igualdad para las y los ciudadanos/as.

Según la definición de la OMS, los determinantes sociales
de la salud son las circunstancias en que las personas na-
cen, crecen, viven, trabajan y envejecen, incluido el siste-
ma de salud. Esas circunstancias son el resultado de la dis-
tribución del dinero, el poder y los recursos a nivel
mundial, nacional y local, que depende a su vez de las po-
líticas adoptadas. Los determinantes sociales de la salud
explican la mayor parte de las inequidades sanitarias,
esto es, de las diferencias injustas y evitables observadas
en y entre los países en lo que respecta a la situación sani-
taria. (Lo destacado es propio)
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Con lo que podemos concluir que el acceso universal y gra-
tuito a los servicios de seguridad social, entre los que se in-
cluye la atención de la salud, tanto para mujeres como pa-
ra hombres, es derecho humano de las personas y
obligación del Estado como el responsable de realizar todo
aquello que sea necesario para erradicar las diferencias in-
justas y evitables, entendiéndose este último concepto co-
mo lo que se sabía que debía hacerse, se podía y no se qui-
so hacer.

El acceso a los servicios de salud para la población repre-
senta muchas de las veces la posibilidad de salir de la po-
breza para una persona o una familia, las construcciones
sociales de los géneros han logrado establecer que las mu-
jeres pongan en tercer o cuarto lugar el cuidado de su salud
y prioricen el cuidado y atención de la familia, de las per-
sonas dependientes, de la compra de alimentos antes que
medicamentos; así como que los hombres ignoren las se-
ñales de advertencia del cuidado de su salud porque tienen
asignado el papel de proveedores de la familia, de fuertes y
su falta de atención oportuna genere consecuencias graves,
degenerativas o fatales.

Como lo hemos señalado las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
en diversa iniciativa, la seguridad social es el instrumento con
el que cuentan los Estados para proteger a los ciudadanos, a
los trabajadores y a sus familias contra los imponderables que
se pueden presentar a lo largo de su vida.

Así las siguientes consideraciones son retomadas en su in-
tegralidad de la iniciativa de las y los diputados integrantes
del GPPAN, mismas que se transcriben a continuación y
que son fundamento de la presente iniciativa:

“En 2001, la Conferencia Internacional del Trabajo,
compuesta de representantes de los Estados, empleado-
res y trabajadores, afirmó que la seguridad social: “es...
un derecho humano fundamental y un instrumento esen-
cial para crear cohesión social”.

El artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC) dispone que “los
Estados parte reconocen el derecho de toda persona a la se-
guridad social, incluso al seguro social”. El derecho a la se-
guridad social es de importancia fundamental para garanti-
zar a todas las personas su dignidad humana cuando hacen
frente a circunstancias que les privan de su capacidad para
ejercer plenamente los derechos reconocidos en el Pacto.

El Pacto desarrolla el contenido de la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos y son obligatorios para los Esta-
dos que han manifestado su consentimiento de cumpli-
miento. El Estado mexicano se adhirió al PIDESC el 23 de
marzo de 1981, entrando en vigor en nuestro país el 12 de
mayo de ese año.

El derecho a la seguridad social, el cual se comprometió
México a observar, incluye el derecho a obtener y mante-
ner prestaciones sociales, sin discriminación, con el fin de
obtener protección, en particular contra:

- La falta de ingresos procedentes del trabajo debido a
enfermedad, invalidez, maternidad, accidente laboral,
vejez o muerte de un familiar;

- Gastos excesivos de atención de salud; y

- Un apoyo familiar insuficiente, en particular para los
hijos y los familiares a cargo.

A nivel mundial, se considera que el sistema de seguridad
social debe abarcar nueve ramas principales: 

1. Atención de salud

2. Enfermedad

3. Vejez

4. Desempleo

5. Accidentes laborales

6. Prestaciones familiares

7. Maternidad

8. Discapacidad y

9. Sobrevivientes y huérfanos.

Sin embargo, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos no reconoce el derecho a la seguridad social co-
mo derecho humano que debe garantizar el Estado a toda per-
sona independientemente de si tiene o no tiene trabajo. Efec-
tivamente, no es una garantía para todas y todos los
mexicanos, es un derecho vinculado al derecho al trabajo que
solo en la esfera laboral puede demandarse; y solo quienes
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contribuyen a algún sistema de seguridad social, pueden go-
zar de sus beneficios de forma personal y familiar. 

Por lo que uno de los objetivos de esta iniciativa es esta-
blecer un último párrafo al artículo 4o. constitucional para
establecer que toda persona tiene derecho a la seguridad
social, el Estado la garantizará y la ley establecerá el con-
junto de instituciones, medidas, derechos y obligaciones
para alcanzar este objetivo.

Por otra parte, hay que destacar que la fragmentación del
sistema de salud mexicano está marcada por inequidades
generadas por la distinción en el acceso a los servicios de
salud ligado a lo laboral. Con el IMSS creado en 1943, y
posteriormente con las demás instituciones de seguridad
social, se empieza a atender las necesidades de salud de las
personas trabajadoras del sector formal con un catálogo de
beneficios explícitos y fuentes de financiamiento conti-
nuas, mientras que la Secretaría de Salubridad y Asistencia
también creada en 1943 se hace cargo de la atención de la
población no cubierta, como desempleados y trabajadores
informales, bajo una visión todavía más asistencial.2

Es con la Ley General de Salud al establecer las bases pa-
ra regular el acceso a los servicios de salud y la distribu-
ción de competencias entre la Federación y las entidades
federativas, que se busca extender la cobertura, con las re-
formas de descentralización de 1983, para que las entida-
des federativas asuman la responsabilidad de prestar los
servicios para las personas sin seguridad social a través de
los servicios estatales de salud (SESA), y se reconoce la
protección social de la salud como derecho humano cons-
titucional. La descentralización se concreta en 1995 con un
paquete básico de 12 intervenciones dirigidas a la pobla-
ción rural. 

A pesar de que desde 1983 se incluyó el derecho a la pro-
tección social de la salud, todavía en el año 2000 no se te-
nían los elementos estructurales para garantizarlo, no había
ningún instrumento para atender a 50 millones de personas
sin seguridad social.3 Es con la reforma de 2003 a la Ley
General de Salud que se crea el Sistema de Protección So-
cial en Salud, comúnmente conocido como Seguro Popu-
lar, para cubrir a la población sin seguridad social, y bajo
mecanismos de fiscalización, transparencia y rendición de
cuentas.

Este seguro garantizaba el acceso, sin desembolso en el
momento de utilización, a las 294 intervenciones incluidas

en el Catálogo Universal de Servicios Esenciales de Salud
(CAUSES) y los 66 servicios de alto costo y complejidad
financiados mediante el Fondo de Protección contra Gastos
Catastróficos (FPGC), por lo que representaba la única ga-
rantía de atención para la población sin seguridad social. 

Con el Seguro Popular, el abasto de medicamentos se rea-
lizaba sobre este catálogo explícito y exigible judicialmen-
te para padecimientos comunes y de alta especialidad fon-
deados por los ramos 12, 19 y 33 del Presupuesto de
Egresos de la Federación. Las auditorías externas que se le
aplicaban revelaban surtimiento mayor de 90 por ciento,
aunque algunos estados en ocasiones lo tenían menor. Ha-
bía una mesa negociadora de precios y las compras eran
consolidadas. Además, en materia de logística de distribu-
ción de los medicamentos en el territorio nacional se reali-
zaba a través de compañías especializadas con red de frío
asegurada y auditada.

El Sistema de Protección Social en Salud alcanzó a tener
51.6 millones de afiliados4 con derechos explícitamente
definidos por la ley y exigibles ante los servicios de salud,
con el compromiso de los gobiernos de los estados para co-
rresponder mediante la efectiva prestación de servicios a
través de una estructura de atención médica descentraliza-
da y equipada.

Asimismo, el Sistema de Protección Social en Salud era un
buen mecanismo financiero para lograr equidad en la dis-
tribución de los impuestos generales dedicados a la aten-
ción de la población no asalariada, en comparación con la
asalariada. Este mecanismo de financiamiento permitió in-
crementar los recursos exponencialmente para la atención
de la salud de la población más pobre, en función de la de-
manda o conforme ha ido aumentando el número de afilia-
dos, lo que garantizó la posibilidad de atención universal,
incluso si la economía no crecía a un buen ritmo o si había
déficit en el presupuesto. 

Los recursos en el Seguro Popular se fijaban de manera
transparente en función del incremento de personas que se
inscriben, por ello cada entidad federativa recibía recursos
suficientes para atender la demanda real de población. 
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Presupuesto asignado al SPSS 2012-20191/ (millones de
pesos)

Conforme al principio de gratuidad se garantizaba el acceso
a quienes carecían de recursos y se establecía la base para una
justa compensación proporcional, solamente para aquellas
personas que tuvieran la capacidad económica para contri-
buir al servicio, bajo un concepto de equidad social. Esto evi-
taba la inequidad social de que quienes pudieran contribuir
no lo hicieran, lo que significa un importante avance para una
justicia distributiva en los servicios de salud. 

La integralidad de la salud pública a cargo del Sistema Na-
cional de Salud fue otra de las características más signifi-
cativas del Seguro Popular. La salud pública, apoyada en
una infraestructura de servicios efectivamente establecida
y operante, es crítica para todos los habitantes del país por
igual. Por ello, era tan relevante el Fideicomiso para del
Sistema de Protección Social en Salud porque permitía im-
pulsar el financiamiento de infraestructura en entidades fe-
derativas con mayor marginación social, y cubrir imprevis-
tos en la demanda de servicios de salud.

La estructura de servicios y colaboración que conformó el
Seguro Popular en las tres esferas de gobierno, con organiza-
ciones sociales, con servicios médicos privados, con profe-
sionales de la práctica médica independiente y con otros sec-
tores de la actividad pública y social, constituían una efectiva
protección en todo el país respecto a contingencias de la sa-
lud pública y para mejorar las condiciones básicas de salud.
El Seguro Popular era perfectible pero sus resultados en aten-
ción a la salud, medicamentos, tratamientos, intervenciones
quirúrgicas, entre otros aspectos son innegables. 

Por el Decreto de 29 de noviembre de 2019, se pretendió
sustituir lo descrito del Seguro Popular con la creación de
un organismo descentralizado denominado Instituto de Sa-
lud para el Bienestar (Insabi) con la promesa de provisión
universal y gratuita de los servicios de salud de manera

progresiva, que con el Seguro Popular ya eran efectiva-
mente gratuitos y universales en el país. 

El tránsito al Insabi fue fallido, no pudo definir sus reglas
de operación, tampoco el catálogo de enfermedades que
cubría, ni logró la adquisición, distribución y abasto de me-
dicamentos a la población, y el Fondo de Salud para el
Bienestar (Fonsabi) fue un mecanismo de opacidad de los
recursos, que impidió tener certeza de los recursos presu-
puestarios dirigidos a la salud de la población sin seguridad
social.5

Con el Insabi se modificó el sistema de compras y sistema
de logística que destacaba por su eficiencia en años ante-
riores, sin que su instrumentación haya dado resultados po-
sitivos. Bajo la alianza Insabi con la Oficina de Naciones
Unidas de Servicios para Proyectos (UNOPS) como meca-
nismo de compra para el sector salud, el desabasto de me-
dicamentos se acrecentó por lo que, en el 2022, de acuerdo
a lo señalado por el Colectivo Cero Desabasto, más de 15.2
millones de recetas no fueron surtidas de manera efectiva
en las principales instituciones de seguridad social. 

Por el desabasto de medicamentos, cada vez más pacientes
afectados interponen demandas de amparo contra las auto-
ridades de salud. En 2022, se interpusieron 1,602 juicios de
amparos por esta causa.6 Los tribunales ordenaron que las
instituciones públicas debían proveer los medicamentos
esenciales a los pacientes necesitados. Y cada vez son más
frecuentes las manifestaciones que exigen desde medica-
mentos básicos hasta tratamientos oncológicos para niños
que padecen cáncer. 

En diciembre de 2023, el gobierno inauguró la Megafar-
macia del Bienestar, cuyo nombre es Centro Federal de Al-
macenamiento y Distribución de Insumos para la Salud
(Cefedis), sin lograr, a esta fecha, el efectivo surtimiento de
recetas. El desabasto es la constante en la administración
actual, durante este sexenio se han dejado de surtir cerca 45
millones de recetas médicas.7

La implicación de la falta de acceso a medicamentos es
muy grave, pues se genera un daño a la salud de las perso-
nas porque se interrumpen los tratamientos, ya sea de for-
ma permanente o intermitente. El desabasto de medica-
mentos e insumos de salud incide en la calidad de vida de
la población e incrementa los índices de pobreza. 

El Insabi no logró consolidarse como proveedor de servi-
cios, y nunca hubo una atención integral a la población sin
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seguridad social,8 ni mecanismos de transparencia y rendi-
ción de cuentas. Ante las fallas del Insabi el gobierno ac-
tual decide en agosto de 2022 vía decreto presidencial cre-
ar el organismo público descentralizado denominado
Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro So-
cial para el Bienestar (IMSS Bienestar).

En mayo de 2023 con una reforma legal a la Ley General
de Salud se concreta transferir las responsabilidades del In-
sabi al IMSS Bienestar. Sin que a la fecha existan resulta-
dos probados de su eficacia, toda vez que no tiene los re-
cursos necesarios ni capacidad resolutiva para atender los
tres niveles de atención y pretenden con los debilitados
hospitales regionales y la centralización de los servicios de
salud en marcha, contar con los hospitales estatales para
hacer frente a la falta de seguimiento y atención de enfer-
mos crónicos.

De acuerdo al Inegi, con la pandemia las familias incre-
mentaron su gasto en salud en 40 por ciento; mientras que
de acuerdo con la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de
los Hogares de 2022, Coneval estima que 50 millones de
personas no tienen acceso a servicios de salud, es decir 30
millones más que en 2018 y 14.7 más que en 2020 cuando
estábamos en plena pandemia.

Por otra parte, la reestructura de la Secretaría de Salud, ba-
jo el criterio de austeridad que ha sido el sello del gobier-
no federal actual para debilitar instituciones, ha incidido en
una sobrecarga de funciones en la Subsecretaría de Pre-
vención y Promoción de la Salud, la cual además de sus
funciones se encarga de las importantes tareas que tenía a
su cargo la desaparecida Subsecretaría de Integración y
Desarrollo, entre otras: planeación, información, y calidad
de los servicios; además de estar a cargo de la Cofepris,
otras de sus actividades fue definir las directrices para la
atención de las emergencias sanitarias, como la pandemia
por Covid-19, que como se ha dicho fue un desastre en tér-
minos de salud pública.

Las malas decisiones en las políticas de salud del gobierno
actual se reflejan en la drástica caída de las coberturas de
vacunación, falta de seguimiento de enfermos crónicos, en
personal de salud sin condiciones laborales y materiales
adecuadas, equipos obsoletos, falta de mantenimiento hos-
pitalario, en el continuo desabasto de medicinas y suminis-
tros para la salud, en un exceso de mortandad, entre otros
aspectos; pero sobre todo la erradas decisiones del gobier-
no actual afectan el ejercicio del derecho a la salud de mi-
llones de mexicanos. 

Los recursos con que cuenta el Estado para hacer frente a
sus responsabilidades en materia de salud, empleo, cuida-
do y pensiones, son escasos; además de que han sido ad-
ministrados de forma deficiente por el gobierno federal ac-
tual, lo que podría llevar a las finanzas públicas a colapsar
y a las personas a no tener acceso a la salud y el respaldo
económico mínimo para subsistir.

Sobre la inversión en salud como porcentaje del Producto
Interno Bruto (PIB), México apenas invierte el 5.5 por
ciento de su PIB, en comparación con el promedio de 9.2
por ciento de los demás países miembros.9 Un informe de
la OCDE señala que México gasta en promedio 1,811 dó-
lares per cápita en salud en contraste con el 4,986 dólar que
en promedio gastan los demás países del organismo. Tam-
bién señala que hay 2.5 doctores y 2.9 enfermeras por ca-
da mil habitantes cuando el promedio es de entre 3.7 doc-
tores y 9.2 enfermeras por cada mil habitantes. Además de
ello, solo hay una cama médica por cada mil habitantes, en
contraste con el promedio de 4.3 en los demás países de la
OCDE.10

El acceso a los servicios de salud que incluyen medica-
mentos e insumos médicos básicos, consultas, tratamientos
y hospitalizaciones, forman parte de la seguridad social. La
exclusión de los mecanismos sociales de protección vulne-
ra la capacidad de los individuos para enfrentar contingen-
cias fuera de su control que pueden disminuir de modo sig-
nificativo su nivel de vida y el de sus familias.

Mediante diversas tesis jurisprudenciales, la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación ha definido el alcance y conte-
nido del derecho a la protección salud establecido en nues-
tra Constitución y la legislación secundaria, entre otros,
señala que la protección de la salud es un objetivo que el
Estado debe perseguir legítimamente, la cual tiene una ex-
presión muy concreta en los servicios de salud.

De lo anterior se desprende que, para garantizar el derecho a
la salud, es menester que se proporcionen con calidad los ser-
vicios de salud y exista disponibilidad de medicamentos y
otros insumos para la salud, lo cual tiene estrecha relación
con el control que el Estado haga de los mismos. Esto es, pa-
ra garantizar la calidad en los servicios de salud como medio
para proteger el derecho a la salud, el Estado debe emprender
las acciones necesarias para alcanzar ese fin. 

Por ello, esta iniciativa plantea establecer en el artículo
cuarto constitucional, uno de los conceptos que ha pronun-
ciado la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el
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ejercicio del derecho a la protección social en salud: El Es-
tado garantizará el acceso oportuno, continuo y permanen-
te de medicamentos y servicios de salud, que otorguen a la
persona una mayor calidad y cantidad de vida. 

Asimismo, se busca fortalecer el Sistema Nacional de Sa-
lud con un diseño eficiente para garantizar la protección
del derecho a la salud, prioritariamente de la población sin
seguridad social, y bajo la rectoría de la Secretaría de Sa-
lud, como dependencia responsable de dicho sistema y del
sector, por lo que esta propuesta se integra en la redacción
de la reforma al artículo cuarto constitucional.

También la presente iniciativa busca atender el desabasto
de medicamentos y la falta de atención médica, por parte
del sector salud del gobierno mexicano para la atención de
la población con y sin seguridad social, ya que como se ha
referido, atenta contra el derecho a la salud consagrado en
la Carta Magna, en las leyes nacionales y en los tratados in-
ternacionales que reconoce el Estado mexicano.

Es importante considerar mecanismos como la subrogación
de servicios que la Ley General de Salud reconoce, base
fundamental del FPGC para atender las enfermedades de al-
ta especialidad, consideradas como las más complejas y
costosas, bajo lineamientos claros respecto a los tabulado-
res y precios en cada intervención y que fue parte de la ope-
ración del Seguro Popular e incluso del gobierno actual du-
rante la pandemia de Covid-19, a través del Convenio
marco para la prestación subrogada de servicios médicos y
hospitalarios.

Dicho Convenio se integró con la participación de la Secre-
taría de Salud, la Sedena, la Semar, el Insabi, el IMSS, el ISS-
STE, Pemex y la Asociación Nacional de Hospitales Priva-
dos, AC, el Consorcio Mexicano de Hospitales, AC, para que
dicha Asociación y el Consorcio prestaran, según su capaci-
dad instalada, servicios médicos y hospitalarios subrogados
de segundo y tercer nivel para la atención de la emergencia
sanitaria en servicios como: a) Atención de parto, embarazo
y puerperio; b) cesáreas; c) Enfermedades del apéndice; d)
Hernias complicadas; e) Úlceras gástricas y duodenal com-
plicadas, f) Endoscopias; y g) Colecistectomías. 

Lo anterior, con base en tarifas específicas, formas y con-
diciones de pago de dichos servicios médicos y hospitala-
rios subrogados y de un procedimiento para la recepción de
derechohabientes o beneficiarios que determinaba dicho
Convenio; y con el compromiso de cumplir normas mexi-

canas, guías de práctica clínica y/o normas internacionales,
y observar el manejo de información con base en la Ley
General de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública, y la Ley General de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de los Particulares. 

En tal virtud, se establece con claridad en la iniciativa que:
la ley establecerá las modalidades y mecanismos de partici-
pación del sector privado y social en las acciones de pre-
vención y promoción de la salud, así como la prestación de
los servicios de salud y el suministro de medicamentos e in-
sumos para la salud, cuando las instituciones públicas no
puedan proveerlos. 

Asimismo, solo en casos justificados por ausencia de algún
proveedor público o por problemas de capacidad, la insti-
tución pública deberá proporcionar al usuario un váucher
de salud que hará válido de inmediato ante proveedores e
instituciones privadas o sociales para el surtimiento com-
pleto de la receta médica y para recibir la atención médica
que corresponda, o en su caso proceder a reembolsar el
gasto en que incurrieron las personas por motivos de salud
cuando las instituciones públicas de salud sean omisas o
estén imposibilitadas de brindar dichos servicios.

Para los efectos del váucher de salud o el reembolso refe-
rido en el párrafo anterior, los proveedores y prestadores
del Sistema Nacional de Salud que suscriban los convenios
respectivos deberán acreditar sus servicios y sujetarse a los
procedimientos de transparencia y rendición de cuentas,
facturación y pago de medicamentos, tarifas e importes del
intercambio de servicios de salud, así como a evaluaciones
periódicas de desempeño, conforme a los lineamientos que
emita la Secretaría de Salud.

Para cumplir este propósito, resulta fundamental establecer
al Sistema de Protección Social de Salud como un sistema
de protección financiera con elementos jurídicos, financie-
ros y administrativos, que sustentó sus acciones en instru-
mentos públicos y transparentes como el catálogo de servi-
cios y atención médica; el financiamiento por persona en
función del número de afiliados y pacientes en tratamien-
to; el padrón único de afiliados con base en la CURP; el
CAUSES y el Fideicomiso para del Sistema de Protección
Social en Salud como fondo de reserva para el FPGC, cal-
culado actuarialmente para enfrentar las contingencias más
costosas y frecuentes que afectan a la salud, entre otros as-
pectos. 
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Asimismo, se establece en un transitorio la obligación de
establecer un programa de compra consolidada de medica-
mentos para todas las instituciones públicas del sector sa-
lud que permita disminuir costos en beneficio de la in-
fraestructura y equipamiento de los servicios de salud en
las comunidades de alta marginación.

Por el bien de las familias más pobres de este país, es fun-
damental que se aprecien las ventajas estratégicas del me-
canismo de financiamiento que el Seguro Popular brindaba
en la negociación presupuestal, pues el hecho de que las
aportaciones fiscales estén aseguradas por ley protege en
gran medida al presupuesto para salud de los recortes arbi-
trarios. 

No asegurar los derechos sociales y restringir la atención
médica, limita y restringe posibilidades de vida al atentar
directamente contra el acceso al pleno derecho a la salud, y
disminuye la posibilidad de supervivencia y daña el dere-
cho fundamental a la vida y la salud”

puntualizamos que la propuesta normativa, si bien, tiene la
base de la iniciativa del GPPAN que hemos referido, en la
presente propuesta se observan algunos ajustes como lo es
la denominación de “Seguro Popular” al Sistema de Pro-
tección Social en Salud.

Para mejor referencia de la reforma propuesta, se adjunta el
siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, las y los legisladores del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, some-
ten ante esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma el cuarto párrafo y adiciona un úl-
timo párrafo al artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de seguri-
dad social y “Seguro Popular”

Artículo Único.- Se reforma el cuarto párrafo y se adicio-
na un último párrafo al artículo 4 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como si-
gue:

Artículo 4. …

…

…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. El
Estado garantizará el acceso efectivo, oportuno, conti-
nuo y permanente de medicamentos, insumos y servi-
cios de salud, que otorguen a la persona una mayor ca-
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lidad y cantidad de vida. La Ley definirá las bases y mo-
dalidades para dicho acceso a través de las diversas insti-
tuciones que integren el Sistema Nacional de Salud y es-
tablecerá la concurrencia de la Federación y las entidades
federativas en materia de salubridad general, conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Consti-
tución. La Ley definirá un Sistema de Protección Social
en Salud denominado Seguro Popular, con el fin de ga-
rantizar la extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa
de los servicios de salud para la atención integral y gratui-
ta de las personas que no sean derechohabientes o bene-
ficiarias de las instituciones públicas de seguridad so-
cial. La ley establecerá las modalidades y mecanismos
de participación del sector privado y social en las accio-
nes de prevención y promoción de la salud, así como la
prestación de los servicios de salud y el suministro de
medicamentos e insumos para la salud, cuando las ins-
tituciones públicas sean omisas o no puedan proveerlos.
Para ello, se establecerá un procedimiento para que las
personas reciban un váucher de salud para el surti-
miento completo de su receta médica y/o para recibir la
atención médica que corresponda, o en su caso se les da-
rá un reembolso de reembolso al gasto de las personas
por motivos de salud cuando las instituciones públicas
de salud sean omisas o estén imposibilitadas de brindar
dichos servicios. 

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Toda persona tiene derecho a la seguridad social, el Es-
tado lo garantizará y la ley establecerá el conjunto de
instituciones, medidas, derechos y obligaciones para al-
canzar este objetivo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá adecuar las le-
yes correspondientes al contenido del presente decreto en
un plazo no mayor a 90 días hábiles a partir de su entrada
en vigor.

Notas

1 https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Programas/VIH/OtrasPubli-
cacionesdeinteresrelacionadosconelVIH/CENSIDA/GUIA_PERS-
PECTIVA_GENERO%20ssa.pdf

2 Funsalud, “Hacia la sostenibilidad del sistema de salud mexicano”
Fernanda Cobo & Pamela Flores (coordinadoras), México, agosto
2022.

3 Ídem.

4 Gobierno de México. Último Informe de Resultados del Sistema de
Protección Social en Salud, enero-diciembre de 2019. 

5 https://www.mexicoevalua.org/el-mundo-en-el-que-dr-simi-es-un-
heroe/

6 https://politica.expansion.mx/mexico/2023/05/31/sector-salud-no-sur-
tio-16-9-millones-de-recetas-en-2022-reporta-cero-desabasto

7 https://www.reforma.com/admiten-45-millones-de-recetas-sin-surtir-
en-sector-salud/ar2593203 

8 Funsalud, “Hacia la sostenibilidad del sistema de salud mexicano”
Fernanda Cobo & Pamela Flores (coordinadoras), México, agosto
2022.

9 Forbes México. Forbes Staff con información de EFE. 7 de noviem-
bre de 2023. La esperanza de vida en México es cinco años menor en
comparación con países de la OCDE. 
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https://www.forbes.com.mx/la-esperanza-de-vida-en-mexico-es-
cinco-anos-menor-en-comparacion-con-paises-de-la-ocde/ (Con-
sultado: 8 de febrero de 2024)

10 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2024.— Diputado
Jorge Arturo Espadas Galván (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 7o. de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Marco Antonio
Natale Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del PVEM

El que suscribe, diputado Marco Antonio Natale Gutiérrez,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nume-
ral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adi-
ciona el artículo 7 de la Ley General de Educación, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Trastorno por Déficit de Atención e Hiperactividad
(TDAH) es una condición neurobiológica que impacta pro-
fundamente en la vida cotidiana dado que afecta a personas
de todas las edades, aunque se manifiesta con mayor fre-
cuencia en la infancia. Este trastorno se caracteriza por una
combinación de dificultades en la atención, la hiperactivi-
dad y la impulsividad, lo que puede tener un impacto sig-
nificativo en la vida diaria de quienes lo experimentan; es
así que la comprensión de su gravedad es esencial para ga-
rantizar intervenciones oportunas y apoyo necesario, per-
mitiendo a quienes lo tienen superar obstáculos y alcanzar
su máximo potencial.

Respecto a las funciones ejecutivas del ser humano, que se
definen como el conjunto de capacidades cognitivas que

permiten el establecimiento de metas, la anticipación, el di-
seño de planes, el inicio de las actividades, la autorregula-
ción de las tareas, la selección precisa de los comporta-
mientos y las conductas, la flexibilidad mental, así como la
adecuada organización en el tiempo y en el espacio; se des-
arrollan en la corteza prefrontal del cerebro, focalizándose
en los lóbulos frontales, más específicamente en sus regio-
nes más anteriores, las áreas prefrontales. Estas funciones
son actividades mentales complejas, necesarias para plani-
ficar, organizar, guiar, revisar, regularizar y evaluar el com-
portamiento necesario para adaptarse eficazmente al entor-
no por lo que resultan fundamentales dentro del desarrollo
personal de cada ser humano. La adquisición de capacida-
des de autorregulación y control de impulsos en los niños
es un proceso gradual que comienza alrededor de los 12
meses de vida, pero alcanza su punto culminante entre los
6 y los 8 años. Durante este periodo de desarrollo, los ni-
ños experimentan una notable evolución en su capacidad
para regular su conducta y comportamiento. Aunque aún
pueden mostrar cierto descontrol e impulsividad, adquieren
la habilidad de establecer metas y anticipar consecuencias
sin necesidad de una instrucción externa constante. Es en
esta etapa donde se observa una mayor consolidación de
estas capacidades, lo que les permite desenvolverse con
mayor autonomía y responsabilidad en su entorno. Sin em-
bargo, el proceso de desarrollo de la autorregulación no se
detiene en la infancia. 

A medida que los niños crecen, continúan refinando estas
habilidades a lo largo de la adolescencia y la juventud. Al-
rededor de los 20 años, muchos individuos han alcanzado
un nivel de desarrollo casi completo en términos de auto-
rregulación, lo que los asemeja en gran medida a los adul-
tos en cuanto a su capacidad para controlar impulsos, re-
gular emociones y tomar decisiones de manera consciente
y reflexiva; como se mencionó anteriormente, este proceso
de maduración cognitiva y emocional se considera funda-
mental para el desarrollo integral de los individuos y su ca-
pacidad para enfrentar los desafíos de la vida adulta con
éxito y adaptabilidad.

En cuanto a las dificultades en la atención, las personas con
TDAH suelen tener problemas para mantenerse concentradas
en tareas específicas, lo que puede traducirse en olvidar deta-
lles importantes o tener dificultades para completar tareas.
Además, la hiperactividad se manifiesta como una inquietud
constante, dificultando la realización de actividades de ma-
nera tranquila. Este aspecto se evidencia en la incapacidad
para permanecer quieto durante periodos prolongados o para
participar en actividades de juego de forma calmada. 
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Cuando las funciones ejecutivas se ven alteradas, como suce-
de en los síndromes prefrontales, se manifiestan una serie de
síntomas que impactan en la capacidad de autorregular la
conducta y en la organización mental. Entre estos síntomas se
incluyen dificultades atencionales, problemas de organiza-
ción, rigidez mental y falta de iniciativa, lo que se traduce en
impulsividad, dificultades para concentrarse, falta de planifi-
cación y perseverancia, así como incapacidad para evaluar
consecuencias y resolver problemas de manera eficiente. Es
importante resaltar la relevancia de las funciones ejecutivas
en el ámbito académico, especialmente en el entorno escolar
donde las metodologías de enseñanza suelen estar dirigidas a
estudiantes neurotípicos, por lo que es crucial reconocer que
las personas con TDAH pueden presentar una inmadurez en
el funcionamiento ejecutivo, equivalente a varios años menos
que su edad biológica. 

En este sentido, el modelo educativo actual en nivel me-
dio superior y superior a menudo no considera ni com-
prende las necesidades específicas de estos estudiantes, lo
que puede llevar a fracasos académicos. Por lo tanto, es
fundamental que los docentes proporcionen estrategias y
apoyo adecuados para ayudar a los estudiantes con
TDAH a alcanzar el éxito en el aula y mejorar su proceso
de aprendizaje, debido a que el papel del maestro puede
marcar una gran diferencia en la vida académica de estos
jóvenes, brindándoles el acompañamiento y la compren-
sión necesarios para sobrellevar sus desafíos y potenciar
sus habilidades.

Es así que la capacitación de los docentes en todos los ni-
veles académicos en el manejo de estudiantes con TDAH
es una pieza fundamental para construir un entorno educa-
tivo verdaderamente inclusivo y equitativo dado que este
proceso de capacitación no sólo implica proporcionar he-
rramientas y conocimientos específicos para identificar y
abordar las necesidades particulares de estos estudiantes,
sino que también implica fomentar una cultura escolar que
valore la diversidad y promueva un aprendizaje adaptativo
y personalizado. Al centrarse en las fortalezas individuales
de cada estudiante con TDAH, este enfoque va más allá de
simplemente abordar los déficits asociados con el trastor-
no, buscando en cambio promover un sentido de autoefica-
cia y autoestima en los estudiantes. Reconociendo las ca-
pacidades únicas y los talentos innatos de cada persona con
TDAH, los docentes pueden diseñar estrategias y adapta-
ciones personalizadas que no sólo maximicen el rendi-
miento académico, sino que también fomenten el bienestar
emocional y el crecimiento personal de los estudiantes. Es-
te enfoque positivo y centrado en las fortalezas no sólo me-

jora el manejo y la atención del TDAH en el aula, sino que
también contribuye a crear un ambiente de aprendizaje más
inclusivo, respetuoso y solidario para todos los estudiantes.
Además, al proporcionar una capacitación integral sobre el
TDAH, los docentes pueden desempeñar un papel impor-
tante en la reducción de la estigmatización asociada con es-
te trastorno, promoviendo una mayor comprensión y em-
patía entre los estudiantes y creando un ambiente de apoyo
que beneficia tanto a aquellos con TDAH como a sus com-
pañeros de clase.

Es importante señalar que los síntomas del TDAH pueden
variar significativamente de una persona a otra, y el diagnós-
tico preciso generalmente requiere la evaluación de profesio-
nales de la salud especializados. La atención integral del
TDAH a menudo incluye enfoques terapéuticos y psicoso-
ciales, y en algunos casos, se puede considerar el uso de me-
dicamentos específicos para abordar los síntomas.

Sin embargo, más allá de la identificación respecto al Tras-
torno por Déficit de Atención e Hiperactividad (TDAH),
quienes en su mayoría reciben diagnósticos durante la in-
fancia, resulta fundamental garantizar que los jóvenes no
experimenten dificultades académicas durante su trayecto-
ria educativa, incluyendo el nivel de educación básica, co-
mo la secundaria. En este sentido, existen servicios de apo-
yo gubernamentales destinados a asegurar que todos los
estudiantes, independientemente de sus diferencias o dis-
capacidades, accedan a una educación de calidad; estos
servicios colaboran estrechamente con las instituciones
educativas regulares para brindar capacitación y proporcio-
nar el apoyo necesario. No obstante, es importante destacar
que esta asistencia se limita mayormente a los niveles edu-
cativos de primaria y secundaria, dejando un vacío de apo-
yo significativo para los jóvenes y adultos con TDAH que
continúan su formación académica en la preparatoria y la
universidad.

A pesar de que existen diversos esfuerzos que luchan por
visibilizar el TDAH en esta etapa académica, es crucial re-
conocer esta situación y promover el desarrollo de recursos
y estrategias de apoyo específicamente dirigidos a jóvenes
y adultos con TDAH que cursan estudios superiores, a fin
de garantizar su éxito académico y su inclusión efectiva en
el ámbito educativo. Sin embargo, en el entorno universi-
tario, donde la autonomía y la autorregulación son esencia-
les, las dificultades asociadas con la atención y la concen-
tración pueden ser especialmente pronunciadas para estos
estudiantes. La inquietud física y la impulsividad también
pueden interferir con la toma de apuntes efectiva y la par-
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ticipación en clases, lo que podría influir negativamente en
el proceso de aprendizaje.

La planificación y la organización son aspectos críticos de
la vida universitaria, y estas áreas pueden representar un
desafío para quienes tienen TDAH. La procrastinación, la
dificultad para establecer prioridades y la tendencia a pos-
tergar tareas importantes pueden dar lugar a un aumento
del estrés y la ansiedad. Además, la gestión del tiempo pue-
de convertirse en un obstáculo, ya que la percepción del
tiempo y la estructuración de las actividades diarias pueden
verse afectadas.

Las demandas académicas de la universidad a menudo re-
quieren un alto nivel de autonomía y autorregulación. Los
estudiantes con TDAH pueden lidiar con dificultades en la
gestión del tiempo, la organización de tareas y la prioriza-
ción de responsabilidades, lo que puede llevar a la procras-
tinación y, en última instancia, afectar su rendimiento aca-
démico. Por otro lado, el aspecto social también puede ser
desafiante para los universitarios con TDAH ya que las
interacciones sociales y la adaptación a nuevos entornos
pueden ser complicadas debido a la impulsividad y a la di-
ficultad para leer señales sociales; estos aspectos pueden
influir en la formación de relaciones y en la participación
en actividades extracurriculares.

Es crucial destacar que, aunque el TDAH puede presentar
desafíos, muchos estudiantes universitarios con esta condi-
ción también exhiben fortalezas notables, como la creativi-
dad, la originalidad y la capacidad para pensar fuera de lo
convencional. La implementación de estrategias específi-
cas, el apoyo académico y el entendimiento por parte de la
comunidad universitaria son esenciales para aprovechar es-
tas fortalezas y mitigar los desafíos asociados con el
TDAH. La colaboración entre estudiantes, profesores y
servicios de apoyo puede contribuir significativamente al
éxito académico y personal de quienes enfrentan el TDAH
en la universidad.

La falta de un número preciso de universitarios con Tras-
torno por Déficit de Atención e Hiperactividad en México
refleja la complejidad de abordar esta condición en la po-
blación adulta. La limitación radica en la escasez de estu-
dios específicos que se centren en la prevalencia del TDAH
en el ámbito universitario y en las dificultades para diag-
nosticar el trastorno en la edad adulta, ya que los síntomas
pueden manifestarse de manera diferente y a menudo son
menos evidentes que en la infancia.

Aunque las estimaciones sobre la prevalencia del TDAH
en la población general de México sugieren que alrededor
de 2.5 por ciento de la población podría tener este trastor-
no, aplicar estas cifras al contexto universitario implica
ciertas limitaciones. Las cifras totales no proporcionan una
imagen precisa de la situación específica de los universita-
rios con TDAH, ya que factores como la detección tardía y
la falta de conciencia sobre el trastorno en el entorno aca-
démico pueden contribuir a un subregistro de casos.

Considerando la magnitud de la población universitaria en
México y extrapolando la prevalencia general del TDAH,
se podría estimar que más de 100 mil universitarios podrí-
an estar lidiando con este trastorno en el país; sin embargo,
es importante destacar que estas cifras son aproximadas.

La variabilidad en la presentación de síntomas del TDAH
en adultos y la falta de conciencia sobre esta condición
pueden llevar a que muchos universitarios no sean diag-
nosticados ni reciban el apoyo necesario. La complejidad
del TDAH en adultos implica que los desafíos asociados
con la atención, la organización y la autorregulación pue-
den no ser plenamente comprendidos ni abordados, afec-
tando así el rendimiento académico y la experiencia uni-
versitaria de quienes enfrentan esta condición.

La necesidad de contar con profesionales capacitados para
orientar a los alumnos en la identificación del Trastorno
por Déficit de Atención e Hiperactividad es crucial para
abordar de manera temprana y efectiva esta condición. La
complejidad del TDAH, especialmente en adultos, requie-
re una comprensión profunda de los diversos síntomas y
manifestaciones que pueden presentarse en el ámbito aca-
démico.

La capacitación de profesionales, como psicólogos educa-
tivos, orientadores escolares y profesionales de la salud
mental, es esencial para llevar a cabo evaluaciones exhaus-
tivas y diferenciadas dado que estos expertos pueden des-
empeñar un papel fundamental al colaborar estrechamente
con los estudiantes, los educadores y los padres para reco-
pilar información sobre el comportamiento, el rendimiento
académico y los antecedentes médicos; asimismo, la infor-
mación y la conciencia adecuadas sobre el trastorno contri-
buyen a superar estigmas y prejuicios, fomentando un en-
torno comprensivo y de apoyo.

La intervención temprana y la orientación adecuada no só-
lo benefician a los estudiantes con TDAH al proporcionar-
les las herramientas y estrategias necesarias para enfrentar
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los desafíos académicos, sino que también promueven un
ambiente educativo inclusivo y equitativo. En última ins-
tancia, contar con profesionales capacitados para orientar a
los alumnos con TDAH no sólo mejora la calidad de vida
de los afectados, sino que también contribuye a construir
comunidades educativas más comprensivas y empáticas.

Para mejor entendimiento de lo aquí planteado, se presen-
ta el cuadro con las modificaciones propuestas y el texto le-
gal vigente:

Por lo antes expuesto, someto a consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 7 de
la Ley General de Educación

Artículo Único. Se reforman los incisos c) y d) y se adi-
ciona un inciso e) a la fracción II del artículo 7 de la Ley
General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 7. Corresponde al Estado la rectoría de la educa-
ción; la impartida por éste, además de obligatoria, será: 

I. …

a) y b) …

II. Inclusiva, eliminando toda forma de discriminación
y exclusión, así como las demás condiciones estructura-
les que se convierten en barreras al aprendizaje y la par-
ticipación, por lo que:

a) Atenderá las capacidades, circunstancias, necesi-
dades, estilos y ritmos de aprendizaje de los educan-
dos; 

b) Eliminará las distintas barreras al aprendizaje y a
la participación que enfrentan cada uno de los edu-
candos, para lo cual las autoridades educativas, en el
ámbito de su competencia, adoptarán medidas en fa-
vor de la accesibilidad y los ajustes razonables; 

c) Proveerá de los recursos técnicos-pedagógicos y
materiales necesarios para los servicios educativos;

d) Establecerá la educación especial disponible para
todos los tipos, niveles, modalidades y opciones
educativas, la cual se proporcionará en condiciones
necesarias, a partir de la decisión y previa valoración
por parte de los educandos, madres y padres de fa-
milia o tutores, personal docente y, en su caso, por
una condición de salud, y

e) Capacitará al personal docente a fin de elabo-
rar y desarrollar planes educativos personaliza-
dos y enfocados para la correcta comprensión del
contenido del aprendizaje, sin importar la condi-
ción del educando.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2024.— Diputado
Marco Antonio Natale Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.
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